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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	12-14287-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	01-11-12
	DENEGATORIA DEL PRINCIPIO DE LA DOBLE INSTANCIA EN PROCESOS LABORALES DE MENOR CUANTÍA

-Artículos 6 y 10 de la Ley 4284 del 16 de Diciembre de 1968. Reformada por la Ley 5264 del 24-7-1973. Ley que Regula el Proceso Laboral en Negocios de Menor Cuantía. 

Se indica que el artículo 10 de la citada ley regula los asuntos laborales de menor cuantía en materia laboral, al establece que contra las resoluciones dictadas en los juicios no será admitido recurso alguno, salvo el de apelación en el caso de la sentencia a que se refiere el artículo 6°.

	12-14333-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	01-11-12
	DESPIDO DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS ORDENADOS POR LA CONTRALORÍA

-Artículo 73 de la Ley Orgánica del Poder Judicial

La norma permite la cancelación de credenciales para regidores o síndicos, propietarios o suplentes, por faltas cometidas, relacionadas con la Hacienda Pública. Se acusa que se ordenó el despido de funcionarios del IDA por parte de la Contraloría, los cuales, aseguran que no tienen cargos de regidores o síndicos.

	12-14334-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	01-11-12
	CORRECCIÓN DE INFORMACIÓN PARA CONSUMIDORES

-Artículo 55 del Reglamento a la Ley de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor. Decreto Ejecutivo No. 36234-MEIC del 30-09-2010. Publicado en La Gaceta No. 211 del 01-10-2010.

La norma señala que cuando conste una irregularidad en la información que deba ser suministrada al consumidor, el comerciante tendrá un plazo máximo de 30 días para hacer las correcciones y presentar prueba de ello. 

	12-14436-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	05-11-12
	TOPE DE PENSIÓN EN LA CCSS

-Artículo 29 párrafo primero del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social. 
-Artículo número XI de la sesión número 8590 del 12 de julio del 2012 de la Junta Directiva de la Caja Costarricense del Seguro Social. 

La norma permite que la Junta Directiva de la CCSS fije tope de pensiones, aún en los casos en donde se ha cotizado más del monto fijado, violando con ello los principios de mesurabilidad de las potestades administrativas, razonabilidad y proporcionalidad, así como el contenido esencial del derecho fundamental a la pensión.

	12-14460-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	05-11-12
	JUZGAMIENTO DE FALTAS COMETIDAS CONTRA LEYES DE TRABAJO

-Artículo 6 del Código de Trabajo, denominado del juzgamiento de faltas cometidas, contra las leyes de trabajo, específicamente a partir del artículo 564 y siguientes. 

Se acusa que las normas permiten la imputación de sanciones laborales con consecuencias penales, sin que en este caso, el Presidente Ejecutivo de una institución, haya cometido directamente el hecho. Además, se acusa que el procedimiento lesiona el debido proceso, por lo que solicita que se declare inconstitucional el proceso penal-laboral que regulan los artículos 564 y siguientes del Código de Trabajo. 

	12-14515-0007-CO
Consulta Legislativa
	06-11-12
	LEY DE PRESUPUESTO DEL 2013

-Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico del año 2013. Expediente Legislativo 18-554

	12-14547-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	07-11-12
	PENA MÍNIMA EN LEY DE ESTUPEFACIENTES

-Artículo 58 de la Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso No Autorizado, actividades Conexas, legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo. No. 7786 del 30 de abril de 1998, reformada por la Ley número 8204 del 26-04-2000.

La norma impone una pena mínima de ocho años por distribución o almacenamiento de drogas, penal a juicio del accionante lesiona los principios de proporcionalidad, razonabilidad e igualdad.

	12-14641-0007-CO
Consulta Judicial
	08-11-12
	JURISPRUDENCIA SOBRE APELACIONES DE DESPIDOS DE SERVIDORES MUNICIPALES, LOS DEBEN VER LOS JUZGADOS DE TRABAJO

-Se cuestiona la jurisprudencia de la Sala Primera de este año, en tanto dispone que los Juzgados de Trabajo de Mayor Cuantía son los tribunales competentes para conocer y resolver los recursos de apelación interpuestos por servidores municipales contra los actos administrativos que acuerden su despido, por estimar que se lesiona el artículo 173 de la Constitución Política. 

	12-14637-0007-CO
Consulta Judicial
	08-11-12
	OMISIÓN LEGISLATIVA SOBRE REQUISITOS DE ADMISIBILIDAD DEL CONFLICTO DE CARÁCTER ECONÓMICO-SOCIAL EN SEDE JUDICIAL

-Se cuestiona la omisión legislativa que presentan los artículos 507 y 511 del Código de Trabajo, con respecto a cuál debe ser el número, proporción o porcentaje de trabajadores que, como requisito de admisibilidad del conflicto de carácter económico-social en sede judicial, debe apoyar la apertura e instauración de un conflicto colectivo laboral de tipo económico social, porque viola el principio de seguridad jurídica.

	12-14671-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	08-11-12
	DELITOS INFORMÁTICOS CONOCIDA COMO “LEY MORDAZA”

-Artículo 288 de la Ley número 9048 del 7 de noviembre del 2012 denominada “Reforma de varios artículos y modificación de la sección VIII, denominada Delitos informáticos y conexos, del  título VII del Código Penal. Publicada en La Gaceta, Alcance 172.

Se acusa que la normativa impugnada prevé acciones con penas de prisión (4 a 8 años) aquellas personas que procuren u obtengan “informaciones secretas políticas”. Considera el recurrente que esta sanción limita la labor de los periodistas que denuncian actos de corrupción e irregularidades, en las labores de los funcionarios públicos y de los políticos, pues al introducir una protección contra la clase política, se atenta contra la labor investigativa, de denuncia y procura de transparencia, que desarrollan los periodistas a través de los medios de comunicación colectiva.

	12-14679-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	09-11-12
	RECURSO DE CASACIÓN

-Artículo 467 y 437 del Código Procesal Penal

Se acusa que al haberse admitido que las sentencias adquieren firmeza con la resolución del recurso de apelación, las normas que admiten el recurso de casación a favor del Ministerio Público y demás partes distintas al imputado y su defensa, son contrarias a lo dispuesto en el artículo 42 de la Constitución Política y 14.7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

	12-14693-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	09-11-12
	LEY DE REGULACIÓN Y COMERCIALIZACIÓN DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS

-Artículo 3, 8 inciso b), 9 inciso l), 14 inciso c) y transitorio I de la Ley de Regulación y Comercialización de Bebidas con contenido Alcohólico. No. 9047 del 14-06-2012.

Considera el accionante que se violó el procedimiento legislativo en la formación de la ley, se hicieron cambios que no fueron consultados. Además considera entre otros aspectos, que la regulación lesiona la libertad de comercio, el derecho de propiedad, etc.

	12-14712-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	09-11-12
	DERECHOS Y OBLIGACIONES DEL USUFRUCTUARIO EN CONTRATOS DE ARRENDAMIENTO

-Artículo 23 de la Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos. 

La norma señala que si “El usufructuario puede arrendar el bien, en todo o en parte, de acuerdo con las condiciones y el plazo de su propio derecho. Al celebrarse el contrato de arrendamiento, el arrendatario queda sujeto a los términos y las condiciones del derecho de usufructo que constan en el Registro Público, los cuales deben ser advertidos por el usufructuario al formalizar el contrato. Si el usufructuario no cumple con la advertencia mencionada en el párrafo segundo de este artículo, el arrendatario tendrá derecho a indemnización por daños y perjuicios. El contrato de arrendamiento contrario a estas normas es nulo.” Se alega que este artículo fue aplicado indebidamente en una causa civil contra el accionante.

	12-14755-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	12-11-12
	ELIMINACIÓN DE CAZA DEPORTIVA

-Artículo 1 de la Ley de Conservación de Vida Silvestre y sus reformas. No. 7317

Se cuestiona la eliminación de la caza deportiva, la cual ha existido en forma tradicional y a juicio del accionante lesiona el artículo 33 y 34 de la Constitución Política.

	12-14769-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	09-11-12
	DELITOS INFORMÁTICOS CONOCIDA COMO “LEY MORDAZA”

-Artículo 288 de la Ley número 9048 del 7 de noviembre del 2012 denominada “Reforma de varios artículos y modificación de la sección VIII, denominada Delitos informáticos y conexos, del  título VII del Código Penal. Publicada en La Gaceta, Alcance 172.

Se acusa que la normativa impugnada prevé acciones con penas de prisión (4 a 8 años) aquellas personas que procuren u obtengan “informaciones secretas políticas”. Considera el recurrente que esta sanción limita la libertad de expresión, la libertad de enseñanza y la libertad de cátedra, así como la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

	12-14780-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	12-11-12
	REVOCATORIA DE ADJUDICACIÓN DE PARCELAS DEL IDA

-Artículo 68 inciso cuarto de la Ley de Tierras y Colonización. No. 2825 del 14-10-1961

La norma establece que el IDA puede revocar o extinguir la adjudicación de una parcela, entre otras razones, por abandono y por esta causal, no se da debido proceso, lo que considera el accionante violatorio del artículo 33 constitucional.

	12-14851-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	13-11-12
	ESTATUTO DEL PARTIDO DE ACCESIBILIDAD SIN EXCLUSIÓN (PASE)

-Artículos 19, 20, 30 y 31 de los Estatutos del PASE, que actualmente son los artículos 19, 20, 31 y 32. 

Se acusa que fueron reformados estos artículos, limitándose la participación del Secretario del partido, en asuntos relacionados con la entidad y el procedimiento de convocatoria a las asambleas. Considera que la concentración del poder en el Presidente del partido, hace que no se pueda participar en igualdad de condiciones en el proceso electoral interno.

	12-14902-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	14-11-12
	REQUISITOS PARA EL INGRESO AL FONDO DE SOCORRO MUTUO DEL COLEGIO DE CONTADORES PRIVADOS

-Artículo 2 del Reglamento de Ayuda y Socorro Mutuo (FASMU) del Colegio de Contadores Privados de Costa Rica.

La norma establece que se pueden ser mutualistas los colegiados que al momento de incorporarse al FASMU, tengan 45 años de edad. En el caso del accionante, le fue negada la incorporación, porque tiene 72 años.

	12-15001-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	15-11-12
	ELIMINAN REQUISITO DE TIPO SANGUÍNEO DE LA LICENCIA
-Ley de Tránsito N° 9078.  Publicada en La Gaceta No. 207 del 26-10-2012. Alcance 165
Se acusa que la nueva Ley de Tránsito eliminó el requisito de establecer en la licencia de conducir el tipo de sangre del conductor. 

	12-15099-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	16-11-12
	REBAJO DE PUNTOS DE LA LICENCIA AL CHOFER POR FALTA REVISIÓN TÉCNICA

-Artículo 71 bis inciso d) y el artículo 132 ñ) Ley de Tránsito No. 7331

Sanción a chofer por conducir vehículo que no tiene la revisión técnica al día.

	12-15134-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	16-11-12
	DELITOS INFORMÁTICOS CONOCIDA COMO “LEY MORDAZA”

-Artículos 196, 196 bis inciso b) y 295 (antiguo 288) del Código Penal. Ley número 9048 del 7 de noviembre del 2012 denominada “Reforma de varios artículos y modificación de la sección VIII, denominada Delitos informáticos y conexos, del  título VII del Código Penal. Publicada en La Gaceta, Alcance 172.


Las normas se impugnan por las limitaciones que imponen a la información pública y la sanción penal por su divulgación. Se acusa que la figura de “espionaje” que se estipula, viola el principio de legalidad, al no establecerse normas de rango legal que brinde certeza sobre límites y extensiones del secreto de estado, condición con la que debe contarse para reprimir válidamente la eventual conducta.

	12-15148-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	16-11-12
	NO REELECCIÓN DE MAGISTRADO DR. FERNANDO CRUZ CASTRO

-Sesión ordinaria No. 99 de las 14:45 horas del 15-11-2012 de la Asamblea Legislativa, en relación con la reelección del Magistrado Dr. Fernando Cruz Castro. 

Se acusa que el acuerdo lesiona los artículos 158 y 163 de la Constitución Política. Que se tomó fuera del vencimiento del plazo y además, fue aplicado un procedimiento que no corresponde. Se solicita que se declare inconstitucional el acto impugnado y sea anulado. Finalmente solicita que se suspenda interlocutoriamente, la ejecución del acuerdo legislativo. 

	12-15179-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	17-11-12
	NO REELECCIÓN DE MAGISTRADO DR. FERNANDO CRUZ CASTRO

-Sesión ordinaria No. 99 de las 14:45 horas del 15-11-2012 de la Asamblea Legislativa, en relación con la reelección del Magistrado Dr. Fernando Cruz Castro. 

Se acusa que el acuerdo  se tomó fuera del vencimiento del plazo y además, fue aplicado un procedimiento que no corresponde., por lo que en este caso concreto existe una reelección automática Se solicita que se declare inconstitucional el acto impugnado y sea anulado. Finalmente solicita que se anule el acuerdo y se tenga por reelecto automáticamente al Magistrado Cruz. (Amparo base 12-15178)

	12-15103-0007-CO
Consulta Judicial

	16-11-12
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA SEGUNDA SOBRE LA COMPETENCIA PARA VER APELACIONES DE FUNCIONARIOS MUNICIPALES

-Jurisprudencia de la Sala Segunda, según la cual, corresponde a los Juzgados de Mayor Cuantía, el conocimiento y resolución definitiva, en funciones de jerarquía impropia, de las apelaciones interpuestas por servidores y servidoras municipales, contra los despidos o suspensión es sin goce de salario que la corporación municipal les hubiese aplicado. Considera que corresponde a los Tribunales colegiados de trabajo que establece el artículo 98 de la Ley Orgánica del Poder Judicial resolverlos. Se citan las sentencias de la Sala Segunda números: 648-12, 685-12 y 686-12.

	12-15289-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	19-11-12
	REGLAMENTO DEL EXPEDIENTE ELECTRÓNICO DEL PODER JUDICIAL

-Reglamento sobre Expediente Electrónico ante el Poder Judicial.  Circular 139-2011 de Corte Plena. Aprobado en acta número 27-2011

Se considera que el Reglamento impugnado va en contra de lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley de Certificados, Firmas digitales y Documentos Electrónicos. No. 8454. Publicada en La Gaceta del 13-10-2005, en tanto señala que los actos y convenios relativos al Derecho de Familia, no deberán consignarse en documentos electrónicos; no obstante, el Reglamento impugnado, impulsa el expediente digital en el Poder Judicial, en materia de familia.

	12-15310-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	19-11-12
	REGLAMENTO QUE REGULA LA FUNCIÓN DE PERITOS Y EJECUTORES EN EL PODER JUDICIAL

-Artículo 232 del Código Procesal Civil, la palabra “peritos”
-Artículos 26 y 30 del Reglamento para regular la función de los Ejecutores y Peritos en el Poder Judicial. Circular No. 123-2004, publicada en el Boletín Judicial del 29-09-2004 y Circular No. 65-2006, publicada en el Boletín Judicial No. 95 del 18-05-2006. 

Se cuestiona la determinación de la retribución económica de los peritajes que hacen los peritos para el Poder Judicial, sin que se les haya indemnizado parcialmente a los peritos que se encontraban nombrados, por el cambio de las condiciones.

	12-15539-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	22-11-12
	REQUISITOS PARA SER MAGISTRADO

-Artículo 159 incisos 5 y 6 de la Constitución Política. 
La norma impugnada establece como requisito para ser Magistrado “Ser mayor de treinta y cinco años” y “Poseer el título de Abogado, expedido o legalmente reconocido en Costa Rica, y haber ejercido la profesión durante diez años por lo menos, salvo que se tratare de funcionarios judiciales con práctica judicial no menor de cinco años”.
Considera el accionante que existe una violación al artículo 33 constitucional, al hacer una diferencia en cuanto a los años de experiencia entre los funcionarios judiciales y los litigantes. 

	12-15548-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	22-11-12
	REQUISITOS PARA LA FORMACIÓN DE ASOCIACIONES DEPORTIVAS

-Artículo 51 de la Ley de Creación del Instituto Costarricense del Deporte y la Recreación. No. 7800

La norma señala que una asociación deportiva o recreativa, estará conformada por un máximo de 10 personas mayores de edad, que tengan como fin promover el deporte o bien una o varias disciplinas deportivas. 

Considera el accionante que existe un conflicto entre normas, específicamente con el artículo 18 de la Ley de Asociaciones, que indica que una asociación se hará con no menos de 10 personas mayores de edad. Acusa que en razón de la norma impugnada, le fue rechazada la inscripción de una asociación para promover el taekwondo.

	12-15676-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	22-11-12
	RESPONSABILIDADES Y SANCIONES DE LOS COMITÉS REGIONALES DE FERIAS DEL AGRICULTOR

-Artículo 16 inciso i) de la Ley No. 8533. Ley de Regulación de Ferias del Agricultor.
-Artículos  46 inciso 11) y 93 inciso 8) del Reglamento de la Ley de Regulación de Ferias del Agricultor. Decreto Ejecutivo 34726-MAG-MTSS

Las normas establecen la suspender o sustituir temporalmente en el ejercicio de sus funciones, a los comités regionales, que en su desempeño incurran en anomalías graves; no obstante, no se especifica que se entiende por “anomalías graves”. Además, señala que el Reglamento establece responsabilidades y sanciones que no se encuentran establecidas en la ley.

	12-15518-0007-CO
Consulta Legislativa
	21-11-12
	LEY DE TAMIZAJE AUDITIVO NEONATAL

Proyecto de Ley de Tamizaje Auditivo Neonatal. Expediente Legislativo No.17.175. (Consulta Facultativa)

	12-15740-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	23-11-12
	RESPONSABILIDAD DE  FUNCIONARIOS DE LA UNED QUE NO VOTEN

-Artículo 119 del Reglamento Electoral de la Universidad Estatal a Distancia

Se impone sanciones escritas a los funcionarios que sin justificación alguna no emitan su voto y se comunicará al Vicerrector académico, para que determine si la falta merece una sanción mayor. Se acusa que no se da debido proceso.

	12-15953-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	27-11-12
	COMISO DE BIENES COMO CONSECUENCIA CIVIL DEL HECHO PUNIBLE

-Artículos 103 inciso 3) y 110 del Código Penal
-Artículo 61 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública. No. 8422
-Artículos 367 y 465 del Código Procesal Penal. 


Los artículos impugnados establecen el comiso de bienes, provenientes del hecho ilícito, como consecuencia civil del hecho punible. Considera el accionante que la aplicación automática del comiso, es violatoria del derecho de propiedad, debido proceso y al principio de proporcionalidad.



	12-15995-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	27-11-12
	REQUISITOS PARA EJERCER EL NOTARIADO

-Artículo 3 inciso c) del Código Notarial. 

La norma establece como requisito para ejercer el notariado, haber estado incorporado el Colegio de Abogados por dos años y con la misma antelación, haber solicitado habilitación para ejercer el cargo. A juicio de la accionante, ese requisito es violatorio del derecho de trabajo.

	12-15944-0007-CO
Consulta Judicial
	27-11-12
	RECONOCIMIENTO DE LA RELACIÓN DE HECHO DE PAREJA HOMOSEXUAL

-Se consulta sobre el reconocimiento de la relación de hecho en una pareja homosexual, en el sentido de si puede ser analógicamente aplicado, lo establecido para la unión de hecho en el Código de Familia. Se solicita que indique la Sala, si lo resuelto en su jurisprudencia, en relación a la validez de la exigencia que sea una pareja heterosexual, les impide hacer el reconocimiento. 



	12-16138-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	28-11-12
	TÉRMINO “INVALIDEZ” EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

-Artículo 73 de la Constitución Política. 

La norma constitucional impugnada señala que “Se establecen los seguros sociales en beneficio de los trabajadores manuales e intelectuales, regulados por el sistema de contribución forzosa del Estado, patronos y trabajadores, a fin de proteger a éstos contra los riesgos de enfermedad, invalidez, maternidad, vejez, muerte y demás contingencias que la ley determine. La administración y el gobierno de los seguros sociales estarán a cargo de una institución autónoma, denominada Caja Costarricense de Seguro Social. No podrán ser transferidos ni empleados en finalidades distintas a las que motivaron su creación, los fondos y las reservas de los seguros sociales. Los seguros contra riesgos profesionales serán de exclusiva cuenta de los patronos y se regirán por disposiciones especiales”.

Se indica que el término “invalidez” es contrario al concepto “Personas con Discapacidad”, tutelado en los instrumentos internacionales, por lo que solicita que se elimine ese término y se lea en su lugar “personas con discapacidad”. 



	12-16043-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	28-11-12
	CONTRIBUCIONES A PARTIDOS POLÍTICOS

-Artículos 274 inciso a), 275, 276 inciso a) y 128 del Código Electoral

Los artículos cuestionados imponen una sanción penal a quienes reciban contribuciones de extranjeros o contribuciones privadas ilegales, para los partidos políticos. Se considera que lesiona el artículo 33 constitucional porque limita a los extranjeros y personas jurídicas, a dar contribuciones a los partidos políticos. Además, afirma que la norma es desproporcionada al tipificar la conducta como un delito penal. 



	12-16139-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	28-11-12
	CALCULO PARA PAGO DEL DERECHO DE CIRCULACIÓN
-Ley 7088 del 30 de noviembre de 1987. Reajuste Tributario y Resolución 18ª Consejo Arancelario y Aduanero CA. 
Se cuestiona la determinación por parte de Tributación, de los impuestos que deben pagar los vehículos por derecho de circulación, fundamentalmente se acusa que se imponen impuestos a vehículos que son “chatarra”. Además, se acusa que no existe la publicación de un decreto que explique la metodología mediante la cual se hicieron los cálculos. 



	12-16140-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	28-11-12
	PROTECCIÓN DE MENORES CONTRA LA LUDOPATÍA
-Artículos 29 y 30 de la Ley Protección de los niños, las niñas y las personas adolescentes contra la Ludopatía. No. 8767.
Se acusa que por Decreto Ejecutivo 34579-S del 27-06-2008, se declara la ludopatía como una enfermedad y posteriormente, en setiembre del año 2009, se impugnan las normas en cuanto permiten el ingreso de menores de edad a sitios de juegos, acompañados de un adulto, aumentando además, el horario en que pueden estar abiertos estos sitios, lo que a juicio del accionante, es una contradicción.



	12-16155-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	26-11-12
	CURSO DE ÉTICA DEL COLEGIO DE ABOGADOS

-Reglamento del Curso de Ética Profesional Jurídica del Colegio de Abogados. Publicado en la Gaceta No. 58 del 23 de marzo del 2005.

Se acusa que se requiere el curso de ética para ser miembro del Colegio de Abogados, aún cumpliendo con todos los requisitos exigidos por ley y, que no se reconoce el curso impartido por la Universidad, con lo que a juicio del accionante se limita la incorporación al trabajo. 



	12-16165-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	28-11-12
	AUMENTO DE PENAS EN DELITOS SEXUALES

-Ley número 7398 del 03 de mayo de 1994.
-Aplicación e interpretación del artículo 216 del Código Procesal Penal.

La Ley incrementó las penas en delitos sexuales y se cuestiona la falta al debido proceso en el asunto base. 



	12-16198-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	28-11-12
	PROCEDIMIENTO DE REVISIÓN
-Ley 8837 y sus transitorios. Creación del Recurso de Apelación de la Sentencia, otras Reformas al Régimen de Impugnación e Implementación de Nuevas Reglas de Oralidad en el Proceso Penal
Se acusa que la ley cuestionada, eliminó el derecho de defensa y debido proceso en los procedimientos de revisión (para ciertos casos), conculcando el principio de plena restitución, establecido en el artículo 63.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos. 



	12-16175-0007-CO

Consulta Legislativa
	28-11-12
	LEY DE PRESUPUESTO PARA EL 2013

-Proyecto de Ley de Presupuesto para el año 2013. Expediente Legislativo número 18.554. 

Se cuestiona fundamentalmente la partida de “Transferencia de capita a Asociaciones”, por parte del Ministerio de Gobernación y Policía.



	12-16246-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	29-11-12
	MEDIDAS PROVISIONALES EN VÍA PENAL (RESTABLECIMIENTO DE LAS COSAS AL ESTADO QUE TENÍAN ANTES DEL HECHO)

-Artículo 140 del Código Procesal Penal

La norma impugnada señala que “Facultad especial: En cualquier estado de la causa y a solicitud del ofendido, el tribunal puede ordenar, como medida provisional, el restablecimiento de las cosas al estado que tenían antes del hecho, siempre que haya suficientes elementos para decidirlo”.  

En el caso concreto se impugnan desalojos en el sector de Quepos, aplicado a casos de usurpación. A juicio del accionante la medida lesiona los derechos fundamentales de las personas que ocupan esos inmuebles. 



	12-16270-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	29-11-12
	MULTAS IMPUESTAS POR LA COMISIÓN NACIONAL DEL CONSUMIDOR

-Artículo 57 inciso b) y 59 de la Ley 7472 y sus reformas. Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor

Las normas regulan el procedimiento de sanción que efectúa la Comisión Nacional del Consumidor, por las infracciones administrativas cometidas en materia de consumo. Se cuestiona la proporcionalidad de las multas.

	12-16271-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	29-11-12
	SE DEROGAN CONTRIBUCIONES ESPECIALES QUE EL INS DEBE REALIZAR AL RÉGIMEN DE IVM Y RIESGOS DEL TRABAJO

-Artículo 11 de la Ley de Instituto Nacional de Seguros. No. 12 del 30 de octubre de 1924. Reformada por la Ley Reguladora del Mercado de Seguros No. 8653 del 22-07-2008 (artículo 52). 

La norma se impugna, en tanto derogó para el caso del INS, las contribuciones obligatorias establecidas en los artículos 70 y 80 de la Ley de Protección al Trabajador NO. 7983, que fueron creadas por la Asamblea Legislativa para garantizar el financiamiento y sostenibilidad de los seguros de invalidez, vejez y muerte y riesgos del trabajo. Se acusa que no se sustituye esta contribución por una carga equivalente, correspondiente al 15% de las utilidades que deben realizar las empresas públicas del Estado para fortalecer el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte. También se elimina la contribución del 10% de las utilidades, que debe dar el INS para fortalecer el Seguro de Riesgos del Trabajo. Acusa que con ello se violan los principios constitucionales que protegen los seguros sociales y el principio de progresividad. 



	12-16277-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	29-11-12
	LEY DEL IMPUESTO A PERSONAS JURÍDICAS

-Artículos  de la Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. No. 9024
-Reglamento a la Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. Publicado en La Gaceta 87 del 07 de mayo del 2012

Se impugna la Ley y Reglamento en tanto se indica que no se define si es una tasa o un impuesto. La existencia de vicios en el procedimiento legislativo. La violación al principio de capacidad contributiva. La proporcionalidad del monto del impuesto que establece el artículo 3 de la Ley. Las sanciones establecidas en los artículos 5 y 6. La obligación de pagar desde que se presenta la escritura en el Registro Público, que establece el artículo 2 de la Ley del Reglamento. El régimen de responsabilidad solidaria del representante legal por la falta del pago del tributo, que establece el artículo 4. El concepto de autoridad tributaria que establece el artículo 8 de la Ley y el artículo 3 del Reglamento. Por no admitirse el rebajo en el impuesto sobre la renta que establece el artículo 7. 



	12-16265-0007-CO
Consulta Legislativa
	29-11-12
	LEY DE PRESUPUESTO 2012 (MODIFICACIÓN)

-Proyecto de Modificación a la Ley No. 9019. Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República, para el Ejercicio Económico 2012 y Segundo Presupuesto Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico del 2012. Expediente Legislativo 18.623.

Señalan que se incorporan partidas sin especificar su destino.



	12-16293-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	30-11-12
	REGULACIÓN DE IMPORTACIÓN Y VENTA DE PRODUCTOS NATURALES

-Artículos 2, 4, 5, 8, 9, 13, 14, 15, 17, 20, 23, 24, 25, 28 y Transitorio I del Reglamento para la Inscripción, Importación, Comercialización y Publicidad de los Recursos Naturales Industrializados y con Cualidades Médicas. Decreto Ejecutivo 29317-S

Se acusan inconsistencias en los artículos impugnados y se cuestiona el actuar del Ministerio, en el decomiso de productos naturales no es claro y se acusa que el procedimiento es violatorio del debido proceso.

	12-16364-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	30-11-12
	DERECHO DE RECESO

-Artículo 32 bis del Código de Comercio.

ARTÍCULO 32 bis.- Los socios disidentes de los acuerdos de prórroga del plazo social, traslado del domicilio social al extranjero y transformación y fusión que generen un aumento de su responsabilidad, tienen derecho a retirarse de la sociedad y a obtener el reembolso de sus acciones, según el precio promedio del último trimestre, si se cotizan en bolsa, o proporcionalmente al patrimonio social resultante de una estimación pericial.
La declaración de retiro debe ser comunicada a la sociedad por carta certificada o por otro medio de fácil comprobación, por los socios que intervinieron en la asamblea, dentro de los cinco días siguientes a la inscripción del acuerdo en el Registro Mercantil. Puede también ejercer el derecho de receso, el socio que compruebe:
a) Que la sociedad, a pesar de tener utilidades durante dos períodos consecutivos, no repartió en efectivo cuando menos el diez por ciento (10%) en dividendos, en cada período.
b) Que ha cambiado el giro de su actividad de modo que le cause perjuicio. En estos casos, la acción caduca un año después de haberse producido la causal. Para efectos del ejercicio del derecho de receso, las acciones del recedente deben ser depositadas en una entidad financiera o bancaria, o en una central para el depósito de valores, desde la notificación establecida en el párrafo segundo de este artículo. El valor de sus acciones le será reembolsado al recedente en un plazo máximo de sesenta días, contados a partir de la notificación a la sociedad, en dinero efectivo. Es nulo cualquier pacto que tienda a entorpecer, limitar o excluir el derecho de receso.
Considera el recurrente que en el caso de asociaciones sin fines de lucro, el derecho de receso de los socios disidentes es excesivo, al existir la posibilidad de una liquidación anticipada. Asimismo, dice que este derecho se aplica a las sociedades que fueron constituidas antes de la reforma a este artículo en 1990, lesionando con ello el principio de irretroactividad ante la ley. 

	12-16368-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	30-11-12
	RESOLUCIONES SOBRE EL VALOR DEL SEGURO OBLIGATORIO DE AUTOMÓVILES

-Resoluciones del Instituto Nacional e Seguros números DE-2012-01060 del 26-11-2012 y DJUR-03538-2012 del 23-11-2012, que determinaron el valor del seguro obligatorio de automóviles para el año 2013. 

Se acusa que según lo establece la Constitución y la  Ley de Tránsito, es el Poder Ejecutivo quien debe emitir la reglamentación sobre el monto básico de cobertura por persona del SOA, razón por la cual, solicita que se eliminen del ordenamiento jurídico las resoluciones cuestionadas y se ordene al Poder Ejecutivo a emitir el Reglamento respectivo. 



	12-16374-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	30-11-12
	PERDIDA DE PUNTOS DE LA LICENCIA AL CONDUCTOR DE VEHÍCULO

-Artículo 71 bis, incisos d) y e) por ser infringir los artículos 132 inciso ñ) y 133 inciso h), todos de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres número 7331. 

Sanciones con rebajo de puntos de la licencia a chofer de autobús que conduce vehículo que no tiene al día RITEVE y por estacionarse en un sitio prohibido. Señala el recurrente que al ser una empresa de valores, deben siempre estacionarse frente al lugar donde recogerán el dinero, sea o no prohibido, esto por orden expresa de sus patronos. Afirma que las causas por las que perdió los puntos de su licencia, son ajenas a su control. 



	12-16374-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	30-11-12
	COTIZACIÓN BÁSICA DE LOS FUNCIONARIOS ACTIVOS Y DE LOS PENSIONADOS

-Artículo 70 de la Ley No. 7531 del 10 de junio de 1995. Reforma integral del sistema de pensiones y jubilaciones del Magisterio Nacional. 

La norma cuestionada señala: “Todos los funcionarios activos cubiertos por este Régimen, así como los pensionados, sea que hayan adquirido su derecho al amparo de esta ley o de cualquiera de las anteriores, sean estas la No. 2248, del 5 de setiembre de 1958 y sus reformas o la No. 7268, del 14 de noviembre de 1991 y su reforma, *(cotizarán en favor del Estado), según la siguiente tabla: 
  
a) Hasta dos veces la base cotizable, con el diez por ciento (10%) de su salario o pensión. 
b) Sobre el exceso de lo establecido en el inciso anterior y hasta cuatro veces la base cotizable, con el doce por ciento (12%) de su salario o pensión. 
c) Sobre el exceso de lo establecido en el inciso anterior y hasta seis veces la base cotizable, con el catorce por ciento (14%) de su salario o pensión. 
d) Sobre el exceso de lo establecido en el inciso anterior y hasta el monto establecido en el artículo 41 de esta ley, con el dieciséis por ciento (16%) de su salario o pensión. 
  
Debe entenderse por base cotizable, el salario base más bajo pagado por la Administración Pública. 


Se acusa que se le rebajo un 16% de la pensión como impuesto de solidaridad al régimen de pensiones del Magisterio Nacional, la cual era una medida temporal y se convirtió en una medida definitiva. Se afirma que entre este rubro y el impuesto sobre la renta, se rebaja mucho dinero a los pensionados, lo que los obliga a vivir con muy poca liquidez en su pensión.


	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	12-011547-0007-CO

Voto 2012-15385
	02-11-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra los incisos c) y m), y el párrafo 1° del artículo 41 de la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, Ley número 7593. Se rechaza de plano la acción.


	12-014237-0007-CO

Voto 2012-15472
	06-11-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Articulo 132 Inciso Ñ) De La Ley De Transito 7331, En Relación Con El Artículo 71 Bis Inciso D). Acumúlese esta acción a la que se tramita en el expediente número 12-013927-000-7-CO ante esta Sala y téngase como ampliación de la misma.


	12-013904-0007-CO

Voto 2012-15432
	06-11-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Consulta judicial del Juzgado De Trabajo Del Segundo Circuito Judicial De San José en lo referente al Expediente 11-002363-1178-la. No ha lugar a evacuar la consulta.

	12-011973-0007-CO

Voto 2012-15506
	06-11-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Artículo 14 de la Ley de Pensiones Alimentarias. Se rechaza por el fondo la acción.-


	12-013000-0007-CO

Voto 2012-15514
	06-11-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 2, inciso d) de las Reformas y Derogatorias al Reglamento a las Actividades Taurinas, Decreto Ejecutivo Número 34489-S-MSP-G. Se rechaza de plano la acción.


	12-013783-0007-CO

Voto 2012-15550
	06-11-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 25 y 48 inciso 7 del Código de Familia. Se rechaza de plano la acción.


	12-013018-0007-CO

Voto 2012-15840
	07-11-12
	A las dieciséis horas. Consulta legislativa referente a la Ley 17054 "Ley De Conservación de Vida Silvestre". Se evacua la consulta legislativa, en el sentido que no existen vicios de constitucionalidad de procedimiento, ni de fondo en los temas consultados del proyecto de ley Reformas y Adiciones a la Ley de Conservación de Vida Silvestre, Ley No. 7317 del 30 de Octubre de 1992, tramitado en el expediente legislativo No. 17054. Los Magistrados Cruz Castro y Castillo Víquez ponen nota. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto, al estimar que en el procedimiento legislativo se violaron los principios de conexidad y publicidad.


	12-014641-0007-CO

Voto 2012-15906
	14-11-12
	A las quince horas con treinta y cinco minutos. Consulta judicial Juzgado De Trabajo De Mayor Cuantía De Heredia en lo referente al expediente 11-519-505-LA, despido municipal. No ha lugar a evacuar la consulta.



	12-014287-0007-CO

Voto 2012-15907
	14-11-12
	A las quince horas con treinta y seis minutos. Acción de inconstitucionalidad contra los Artículos 6 Y 10 Reforma Ley Que Regula El Proceso Laboral En Negocios De Menor Cuantía. Se rechaza de plano la acción.



	12-013217-0007-CO

Voto 2012-15908
	14-11-12
	A las quince horas con treinta y siete minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Articulo 140 Del Código Procesal Penal. Se rechaza de plano la acción.



	12-004266-0007-CO

Voto 2012-15909
	14-11-12
	A las quince horas con treinta y ocho minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 140 Inciso A) Ley De Transito Por Vías Terrestres Numero 7331. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula la frase "del conductor infractor" del inciso a) del artículo 140 de la Ley de Tránsito por Vías Terrestres, Ley número 7331, de trece de abril de mil novecientos noventa y tres, reformada por la Ley número 
8696, de diecisiete de diciembre de dos mil ocho. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento para que en el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	12-006696-0007-CO

Voto 2012-15910
	14-11-12
	A las quince horas con treinta y nueve minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 
3 de la Convención Colectiva de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz. Se declara sin lugar la acción, siempre que se interprete conforme al Derecho de la Constitución que la frase del artículo 3 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz: La Compañía reconoce al Sindicato Industrial de Trabajadores Eléctricos y de Telecomunicaciones como único representante de los trabajadores, solo se aplica a los efectos de la negociación colectiva en esa compañía y no enerva el derecho del Sindicato de Ingenieros y Profesionales del Instituto Costarricense de Electricidad y Afines, y de cualquier otro sindicato minoritario, tanto a representar a sus afiliados en la solución individual de sus conflictos y pretensiones, como a desarrollar su actividad y gestión en un ambiente de libertad, democracia y pluralidad sindicales, para cuyo efecto la Compañía Nacional de Fuerza y Luz deberá brindarles las facilidades requeridas para el desarrollo de sus funciones sindicales. Notifíquese al Sindicato de Ingenieros y Profesionales del Instituto Costarricense de Electricidad y Afines, Sindicato Industrial de Trabajadores Eléctricos y de Telecomunicaciones, Compañía Nacional de Fuerza y Luz, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y Procuraduría General de la República. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	10-012962-0007-CO

Voto 2012-15911
	14-11-12
	A las quince horas con cuarenta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Decreto Ejecutivo número 36068-s del 08 de junio del 2010. Publicado en La Gaceta 126 del 30-06-2010. Se ordena agregar el escrito presentado a sus antecedentes.-



	10-011393-0007-CO

Voto 2012-16048
	21-11-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Decreto Ejecutivo número 35803-MINAET, publicado en La Gaceta número 73 del 16-04-2010. Criterios Técnicos para la identificación, clasificación y conservación de humedales. No ha lugar a la gestión formulada.-



	12-010062-0007-CO

Voto 2012-16049
	21-11-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 5 Del Reglamento Del Seguro De Invalidez, Vejez Y Muerte. Se rechaza de plano la acción. 



	12-010877-0007-CO

Voto 2012-16050
	21-11-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Articulo 131 Inciso B) en Relación con el Articulo 116 Ambos De La Ley De Transito. Se rechaza por el fondo la acción.-



	12-011694-0007-CO

Voto 2012-16051
	21-11-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 43 de la Convención Colectiva de Trabajo. Se rechaza de plano la acción. La Magistrada Calzada Miranda y los Magistrados Armijo Sancho y Hernández Gutiérrez dan razones separadas. 



	12-012824-0007-CO

Voto 2012-16053
	21-11-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 133 inciso h), en relación con el artículo 96 inciso e) de La Ley de Tránsito. Se rechaza de plano la acción.-



	12-014125-0007-CO

Voto 2012-16055
	21-11-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el articulo 71 Bis Y 71 Tercero De La Nueva Ley De Tránsito. Se rechaza de plano la acción.



	12-014334-0007-CO

Voto 2012-16056
	21-11-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad el artículo 55 del Reglamento a la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor. Decreto Ejecutivo Nº 36234-MEIC del 30-09-2010.. Se rechaza de plano la acción. 



	12-014460-0007-CO

Voto 2012-16059
	21-11-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Capítulo 6 del Código de Trabajo denominado Juzgamiento de faltas cometidas contra las leyes del trabajo. Se rechaza de plano la acción. 



	12-014712-0007-CO

Voto 2012-16064
	21-11-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el articulo 23 Ley De Arrendamientos Urbanos Y Suburbanos. Se rechaza de plano la acción. 



	09-016372-0007-CO

Voto 2012-16074
	21-11-12
	A las dieciséis horas. Acción de inconstitucionalidad contra Jurisprudencia Del Tribunal Supremo De Elecciones, Sobre La Interpretación Del Art. 22. Se rechaza de plano la acción de inconstitucionalidad. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y declara sin lugar la acción. Las Magistradas Calzada Miranda y Salazar Cambronero salvan el voto y declaran con lugar la acción en contra de la Jurisprudencia del Tribunal Supremo de Elecciones. El Magistrado Hernández Gutiérrez pone nota.-



	12-002823-0007-CO

Voto 2012-16075
	21-11-12
	A las dieciséis horas con un minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 131 Inciso G) Y 132 Inciso I) De La Ley De Transito. Se declara sin lugar la acción. La Magistrada Calzada y el Magistrado Rueda salvan parcialmente el voto y declaran con lugar la acción únicamente en relación con el artículo 131 Inc g) de la Ley de Tránsito por Vías públicas Terrestres.



	12-003955-0007-CO

Voto 2012-16076
	21-11-12
	A las dieciséis horas con dos minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Párrafo 3° artículo 27 Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social Nº 6898. Se declara sin lugar la acción.-



	10-011951-0007-CO

Voto 2012-16077
	21-11-12
	A las dieciséis horas con tres minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 20 inciso f) del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara CON LUGAR la acción planteada. En consecuencia, se anula por inconstitucional el inciso f) del artículo 20 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. De conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, esta resolución tiene efectos declarativos a partir de la fecha de esta sentencia, salvo en el caso de las accionantes, para quienes tendrá efecto retroactivo pleno a la fecha de vigencia de la norma anulada. Lo anterior, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y de las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese. El Magistrado Rueda salva el voto y declara sin lugar la acción.-



	11-008971-0007-CO

Voto 2012-16078
	21-11-12
	A las dieciséis horas con cuatro minutos. Acción de inconstitucionalidad contra artículos 242 del código de familia y el inciso ch) del articulo 572 del Código Civil. Se declara sin lugar la acción. En cuanto a la acción No. 11-5643-0007-CO, se rechaza de plano.



	12-011095-0007-CO

Voto 2012-16079
	21-11-12
	A las dieciséis horas con veinticinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra la Ley de Tránsito.-. Se deniega el trámite a esta acción.



	12-014515-0007-CO

Voto 2012-16393
	27-11-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Consulta. Consulta Legislativa al expediente Nº […] "ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico 2013". Se evacua la consulta formulada sobre el proyecto de ley […] que es "Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico de 2013" en el sentido de que es inconstitucional por el fondo la partida presupuestaria número 00000-0000 0000 0000        000 por la suma de tres mil seiscientos millones de colones para que se destine a: "MUNICIPALIDADES DEL PAÍS (A DISTRIBUIR POR DECRETO EJECUTIVO ELABORADO POR EL MINISTERIO DE HACIENDA, PARA MUNICIPALIDADES DEL PAÍS, PARA EL FORTALECIMIENTO DEL RÉGIMEN MUNICIPAL, ESTIMULANDO EL FUNCIONAMIENTO EFICIENTE DEL GOBIERNO LOCAL Y LAS CONDICIONES DE VIDA DE SUS HABITANTES. LOS RECURSOS SERÁN DESTINADOS A OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS MUNICIPALES CON EL FIN DE PROMOVER, ADMINISTRAR Y ATENDER LOS INTERESES DE LA COLECTIVIDAD Y ASÍ LOGRAR UNA MAYOR EFICACIA Y EFICIENCIA EN LA PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS Y LA EJECUCIÓN DE OBRAS EN EL RESPECTIVO CANTÓN. LOS RECURSOS SERÁN GIRADOS POR EL MINISTERIO DE HACIENDA CONFORME A LA PROGRAMACIÓN FINANCIERA, Y CON BASE EN LA PROGRAMACIÓN QUE PRESENTE EL DESTINATARIO Y LA DISPONIBILIDAD DE RECURSOS DEL ESTADO. CÓDIGO MUNICIPAL, LEY No. 7794 DE 30/4/98 Y SUS REFORMAS)" por violar el principio de especialidad presupuestaria. Notifíquese a la Asamblea Legislativa.



	12-015134-0007-CO

Voto 2012-16593
	27-11-12
	A las once horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra los art. 196, 196 Bis Inciso B Y 295 Código Penal Y Otros. Acumúlese esta acción a la que bajo expediente 12-014671-007-CO se tramita ante esta Sala y téngase como ampliación de la misma. 



	12-014769-0007-CO

Voto 2012-16594
	27-11-12
	A las once horas con treinta y un minutos. Acción de inconstitucionalidad se impugna la reforma del artículo 288 del Código Penal, realizada por la Ley Nº 9048, denominada Ley de Delitos Informáticos o Ley Mordaza.  Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 12-014671-0007-CO se tramita ante esta Sala y téngase como ampliación de la misma.



	11-015515-0007-CO

Voto 2012-16595
	28-11-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 107, 108 Y 109 Del Reglamento Interno De Contratación Administrativa Del Instituto Costarricense De Electricidad Y El Artículo 41 Del Decreto Ejecutivo Número 00000-Ministerio de Ambiente, Energía Y Telecomunicación. Que Estable El Reglamento Al Título II De La Ley De Fortalecimiento Y Moder. Desglósese los memoriales presentados el 19 de junio, 06 de julio y 13 de agosto de 2012, por parte de del representante legal de Sociedad Anónima, incorporados a este expediente y tramítense todos juntos como un solo asunto nuevo.-



	12-011881-0007-CO

Voto 2012-16596
	28-11-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra la Ley De Regulación Y Comercialización De Bebidas Alcohólico Numero 9047 Del 14 De Junio Del 2012. Se adiciona la resolución de las de las quince horas y tres minutos del dos de noviembre de dos mil doce, en el sentido de que durante la substanciación de esta acción, se pueden aplicar las normas impugnadas. Se mantiene la suspensión del dictado del acto final en aquellos procesos administrativos o judiciales, en los que se impugne un acto sustentado en la normativa en cuestión.



	12-012812-0007-CO

Voto 2012-16597
	28-11-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra los Artículos 32,36 Párrafos Primero Y Segundo, 37, 41 Bis, 63, 119, 135, 137, 138, Y 153 Del Reglamento De La Asamblea Legislativa. Se rechaza por el fondo la acción. La Magistrada Calzada, el Magistrado Armijo y el Magistrado Cruz ponen nota en el último considerando. 



	12-013560-0007-CO

Voto 2012-16598
	28-11-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el articulo 53 De La Ley Del Colegio Federado De Ingenieros Y Arquitectos, artículos 4 Parte Ch) inciso e) Del Arancel De Servicios De Consultaría, decreto Ejecutivo 00000-Ministerio de Obras y Transportes, Artículos 24, 26, 45 Del Código De Ética Del Colegio Federado De Ingenieros Y Arq. Se rechaza por el fondo la acción.



	12-013621-0007-CO

Voto 2012-16599
	28-11-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra la Ley de Cobro Judicial Nº 8624, en sus artículos 11,21 inciso 4, párrafo tercero, 29. Se rechaza de plano la acción.-



	12-013860-0007-CO

Voto 2012-16601
	28-11-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 16, 24 del Reglamento de Gastos y Viajes de la Contraloría General de la República. Se rechaza de plano la acción. 



	12-014072-0007-CO

Voto 2012-16604
	28-11-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 211 Ley Orgánica del Poder Judicial. Se rechaza de plano la acción. 



	10-017712-0007-CO

Voto 2012-16628
	28-11-12
	A las dieciséis horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad  contra el subinciso b) del artículo III.2 de la sección H del Anexo 12.9.2 del Capítulo 12 “Servicios Financieros” del Tratado de Libre Comercio Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana, aprobado por ley número 8622 de 21 de noviembre de 2007, así como el Transitorio III de la Ley Reguladora del Mercado de Seguros, ley número 8653 de 22 de julio de 2008. Se declara sin lugar la acción. La magistrada Calzada Miranda da razones diferentes sobre la legitimación de la condición del diputado accionante.- La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Cruz, salvan el voto y declaran con lugar la acción con sus consecuencias.



	12-012513-0007-CO

Voto 2012-16629
	28-11-12
	A las dieciséis horas con treinta y un minutos. Consulta judicial lo referente a Expediente […] Tribunal De Apelaciones De Lo Contencioso II Circuito De San José. Se evacua la consulta formulada en el sentido que son constitucionales los artículos 7, inciso b, de la Ley General de Caminos Públicos, Nº 5060 del 22 de agosto de 1972, y 19, incisos a) y b), de la Ley de Informaciones Posesorias, Nº 139 del 14 de julio de 1941, siempre y cuando se interprete que la no indemnización se refiere, únicamente, al valor de la franja o porción del terreno que el Estado se reserva, en razón de su dominio público originario. Esta interpretación regirá hacia el futuro y solo afectará a las causas que se encuentren pendientes de resolución. Publíquese esta sentencia íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el diario oficial La Gaceta. Notifíquese.-



	10-004830-0007-CO

Voto 2012-16631
	28-11-12
	A las dieciséis horas con treinta y tres minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Articulo 44 De La Ley Del Impuesto Sobre La Renta. Se declara sin lugar la acción. Se interpreta que el artículo 44 de la Ley del Impuesto sobre la Renta no es contrario al Derecho de la Constitución, siempre y cuando se interprete que el agente de retención que cumpla con sus obligaciones, aún cuando lo haga tarde, tiene la posibilidad de deducir como gastos del ejercicio las sumas pagadas por los conceptos que originaron las retenciones establecidas en esa ley. Comuníquese a la Dirección General de Tributación Directa. Publíquese en el Boletín Judicial y reséñese en el diario oficial La Gaceta. Notifíquese. Los Magistrados Armijo, Castillo y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar la acción. 



	12-014547-0007-CO

Voto 2012-16714
	30-11-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad. Carlos Charbel Maklouf Weiss, Steven Enrique Fallas Marin contra Se impugna el artículo 58 de la Ley sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de Uso no Autorizado, Actividades Conexas, Legitimación de Capitales y Financiamiento al Terrorismo, Ley Nº 7786. Se dimensiona la resolución de curso de las ocho horas cincuenta minutos del veintisiete de noviembre del dos mil doce, dictada en la acción de inconstitucionalidad número 12-014547-0007-CO en los siguientes términos: 
1) No se suspende la realización de los debates ni la aplicación de la norma en el dictado de las sentencias del tribunal de juicio. 2) En el caso de los procesos penales donde se hubiere dictado sentencia y se encuentren en la fase de apelación, casación o revisión, se suspenderá el dictado de esas sentencias, hasta que esta Sala se pronuncie, en la medida en que se discuta el tema de la imposición del mínimo de la pena previsto en el artículo 58 de la Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, actividades conexas, legitimación de capitales y financiamiento del terrorismo, número 7786 del treinta de abril de mil novecientos noventa y ocho y sus reformas. Notifíquese y publíquese según dispone el artículo 81 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. 



	11-015463-0007-CO

Voto 2012-16642
	30-11-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad. Fundacion Mundial Dejame Vivir En Paz contra Articulo 191 De La Ley Numero 8764 (ley General De Migracion Y Extranjeria). Se rechaza de plano la acción. 



	11-014836-0007-CO

Voto 2012-16641
	30-11-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad. Pedro Estrada Estrada contra Oficio Afp-1079-2011 De La Procuraduría General De La República. Se rechaza de plano la acción. 



	10-016305-0007-CO

Voto 2012-16635
	30-11-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad. Corporación Bananera Nacional S.a., Fiduciaria Bananera
Del
Sur,
S.a.
contra Acción De Inconstitucionalidad. No ha lugar a la gestión de aclaración y adición solicitada. 




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	12-001384-0007-CO
	Acción de Inconstitucionalidad contra Jurisprudencia formada a partir de los artículos 567 y 574 del Código Procesal Civil.
Resolución de las diecisiete horas y treinta y cuatro minutos del dieciséis de octubre del dos mil doce.
Boletín judicial 216, 217, 218 del 08, 09 y 12 de noviembre del 2012.
	PLAZOS PARA APELAR Y EXPRESIÓN DE AGRAVIOS EN MATERIA CIVIL

-Jurisprudencia formada a partir de los artículos 567 y 574 del Código Procesal Civil. 

La jurisprudencia se impugna en cuanto considera el accionante produce una grave lesión al derecho de defensa de los apelantes establecido en las normas constitucionales y convencionales citadas, al juntar en un solo momento y someter a un plazo único, cuyo máximo es de cinco días, la mera comparecencia de las partes ante el superior y la expresión de agravios.  Los artículos 567 y 570 inciso 4) de refieren solamente al emplazamiento de las partes para comparecer ante el superior en el plazo fijado.  El traslape del emplazamiento con la expresión de agravios es arbitrario, atenta contra la lógica del proceso de segunda instancia y lesiona el derecho de defensa del apelante. La reconstrucción dogmática del proceso de segunda instancia permite determinar que, una vez admitida la apelación de la sentencia recaída en juicio ordinario, el trámite correspondiente se compone de tres momentos, a saber, la introducción del recurso ante el tribunal de grado que se inicia con el emplazamiento, la sustanciación que se compone de la expresión de agravios y de la instrucción probatoria y, finalmente, la decisión en la que el tribunal de alzada confirma, revoca o anula la sentencia de primera instancia.  Todo ello se deriva de lo dispuesto en los artículos 166, 561, 562, 563, 567 y concordantes, y 570 a 576, todos del Código Procesal Civil. Esa secuencia tiene una racionalidad que proviene del fin mismo del instituto de la apelación, racionalidad que se viola por el traslape de dos momentos procesales que deben ser sucesivos y no simultáneos, ya que de nada serviría apelar si no se permite al apelante defender adecuadamente su posición.  Además, la jurisprudencia impugnada contiene otro fuerte agravio al instituto de la defensa en juicio, al punto que llega a constituir una verdadera negación de éste, cual es el plazo.  Indica que el artículo 567 del Código Procesal Civil sólo contiene un plazo entre tres y cinco días para la mera comparecencia de las parte ante el superior, pero no tiene un plazo para la expresión de agravios.  Sin embargo, la jurisprudencia impugnada junta ambos actos en un solo momento y otorga un plazo único de cinco días para comparecer ante el superior y expresar agravios, con lo cual se niega la posibilidad de que, en casos de una cierta complejidad, puedan los abogados ofrecer a los tribunales un estudio concienzudo de los fundamentos fácticos y jurídicos de la sentencia apelada, en beneficio de la justicia y de los intereses de sus clientes.  Señala que cinco días es el plazo fijado en el artículo 578 del Código Procesal Civil para expresar agravios ante un simple auto, pero también se dispone de cinco días para alegar contra una orden de desalojo mal despachada, contra el rechazo de un testigo, etc.  Argumenta que ante ese vacío legal, una jurisprudencia sensible al derecho de defensa de las partes que la Constitución Política y el Pacto de San José garantizan, debió integrarlo con el artículo 144 del mismo código, pues cuando se trata de un proceso ordinario complejo y el acto es nada menos que la expresión de agravios del apelante vencido contra la sentencia de primera instancia, que, en complejidad, no le cede ni al mismo recurso de casación, no se sabe cuál es el plazo y el jurisprudencialmente otorgado es insuficiente.

	12-010619-0007-CO
	Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 464 párrafo final del Código Procesal Penal.
Resolución de las doce horas y diecinueve minutos del dieciocho de octubre del dos mil doce.
Boletín judicial 216, 217, 218 del 08, 09 y 12 de noviembre del 2012.
	PARTICIPACIÓN DE UN JUEZ EN DIFERENTES ETAPAS DEL PROCESO PENAL

-Artículo 464 párrafo final del Código Procesal Penal.

Señala el accionante, entre otros aspectos, que el artículo 464 párrafo final del Código Procesal Penal y la interpretación jurisprudencial impugnada, que ha dispuesto que no debe respetarse la identidad entre los jueces que resuelven el mismo proceso, si durante la vista no se produjo prueba o la defensa no amplió sus alegatos, contraviene la garantía del imputado, contenida en los documentos internacionales de derechos humanos y por lo tanto integrante del debido proceso, de contar con los medios adecuados para el ejercicio y preparación de su defensa, en tanto desconoce que la sola exposición oral aunque tenga como base un previo registro escrito, supone un plus indiscutible en cuanto a la transmisión de información hacia los jueces y en cuanto a la capacidad de convencerlos de la justicia del reproche que presenta la defensa. Al romperse la identidad del juzgador se trunca el aprovechamiento de ese plus por parte de la defensa, reduciéndose la vista oral a un mero acto administrativo y ritual que por lo tanto es despojado de su naturaleza de ser el medio adecuado para el ejercicio y preparación de la defensa, despojo fundamentado en la norma legal y las tesis jurisprudenciales cuestionadas.

	12-009578-0007-CO
	Acción de Incosntitucionalidad contra el artículo 2 incisos 2) y 3) y en el artículo 5 inciso 4) ambos de la Ley General de Concesión de Obra Pública con Servicio Público.
Resolución de las quince horas y treinta y siete minutos del diecisiete de octubre del dos mil doce
Boletín judicial 216, 217, 218 del 08, 09 y 12 de noviembre del 2012.
	TERMINAL DE CONTENEDORES DE MOÍN

- Artículo 2 incisos 2) y 3) y en el artículo 5 inciso 4) ambos de la Ley General de Concesión de Obra Pública con Servicio Público

Manifiesta el accionante que la lectura del Acta N° 135 de la Asamblea Nacional Constituyente permite conocer la intención del constituyente  Leiva  cuando mocionó para que se agregara un inciso al artículo 140, en relación con las atribuciones y deberes del Presidente junto con el Ministro respectivo. La moción fue aprobada y dio origen al actual inciso 19 del artículo 140. Estima el accionante que la lectura del acta referida permite conocer la intención del diputado Leiva al proponer ese texto, la cual era que, “… entre las facultades del ejecutivo quede la de suscribir esa clase de contratos administrativos que no son de gran envergadura. Los servicios públicos a que se refiere su moción son los de gran importancia, como los ferrocarriles…”  A juicio del accionante, de acuerdo al contexto del momento, el tema de los ferrocarriles debe leerse  a modo de ejemplo, en el sentido de que alude a las contrataciones administrativas que tengan por objeto la explotación de servicios públicos de gran importancia.  Señala el accionante que en el voto 2319-98, la Sala indicó que no existe impedimento constitucional para que, por medio de una ley marco, la Asamblea Legisaltiva faculte al Poder Ejecutivo para dar en concesión bienes públicos, sin que sea necesaria una aprobación concreta para cada caso, pues se ha dado una aprobación general, de conformidad con la Constitución Política. El representante del Sindicato accionante considera que la Sala erró en uno de los puntos de partida que sirvió de base a esa sentencia. Aduce que la Constitución  Política previó la eventual emisión de leyes marco para las tres clases de bienes previstos en los incisos a), b) y c) del artículo 121 inciso 14) pero no hizo lo mismo para una cuarta categoría de bienes, específicamente los ferrocarriles, muelles, y aeropuertos, regulados de manera independiente en el último párrafo de dicho artículo y por tanto excluidos del alcance del párrafo penúltimo de esa misma norma.  Para esa otra clase de bienes nacionales, el constituyente no previó la autorización legislativa mediante leyes marco, sino que reservó para la Asamblea Legislativa, la aprobación directa de las contrataciones administrativas que sobre tales bienes recayeran cuando además tengan por objeto la explotación de servicios públicos. De ahí que el voto referido, que viabilizó la emisión de la Ley 7762 en general y para todos los casos, sin la participación de la Asamblea Legislativa, resulta errado por extender posibilidades de delegación legislativa a supuestos constitucionalmente excluidos.  La relación de los artículos 140 inciso 19) y 121 inciso 14) párrafo final, ambos de la Constitución Política, permite concluir que está reservada para la Asamblea Legislativa, la aprobación directa de las contrataciones administrativas que recaen sobre ferrocarriles, muelles y aeropuertos cuando además tengan por objeto la explotación de servicios públicos. De ahí que la omisión de las normas referidas en disponer el trámite de aprobación legislativa, resulta inconstitucional.

	12-013443-0007-CO
	Acción de Inconstitucionalidad en contra del artículo 4 y 39 inciso c) de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en al Función Pública. No. 8422 y el artículo 113 inciso d) de la Ley de Administración Financiera y Presupuestos Públicos. Ley 8131.

Resolución de las diez horas y treinta y seis minutos del diecisiete de octubre del dos mil doce.
Boletín judicial 216, 217, 218 del 08, 09 y 12 de noviembre del 2012.
	DESPIDOS ORDENADOS POR LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

-Artículo 4 y 39 inciso c) de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en al Función Pública. No. 8422

-Artículo 113 inciso d) de la Ley de Administración Financiera y Presupuestos Públicos. Ley 8131

Las normas se impugnan en cuanto le otorgan la competencia a la Contraloría General de la República para ordenar en vía administrativa, la pérdida de un cargo público. Afirma el accionante que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que el derecho político de "acceso a la función pública" no es una prerrogativa formal de poder ser nombrado funcionario público, pudiendo ser removido administrativamente en cualquier momento después del acto de nombramiento. Dicho organismo entiende ese derecho como inclusivo del derecho de permanencia en el cargo en condiciones de igualdad. Afirma que para la restricción impuesta por vía de sanción, debería tratarse de una condena dispuesta por un juez competente en proceso penal, de conformidad con la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, dictada en el caso López Mendoza contra Venezuela, de 1 de setiembre del dos mil once. Solicita que se declaren inconstitucionales las normas impugnadas en cuanto establecen la posibilidad de que la Contraloría General de la República, en vía administrativa y sin que haya mediado proceso judicial o sentencia de juez penal, restrinja derechos humanos políticos protegidos por el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Como pretensión subsidiaria solicita que se interpreten las normas impugnadas conforme a la Constitución Política, en el sentido de que dichas sanciones solo pueden ser ordenadas en un proceso judicial por un juez penal.

	12-013927-0007-CO
	Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 71 bis inciso d) y 132 ñ de la Ley de Tránsito.
Resolución de las once horas y veinticuatro minutos del veintinueve de octubre del dos mil doce.
Boletín judicial 222, 223, 224 del 16, 19 y 20 de noviembre del 2012.
	MULTA Y REBAJO DE PUNTOS  POR CONDUCIR VEHÍCULO SIN REVISIÓN TÉCNICA

-Artículo 71 bis inciso d) y 132 ñ de la Ley de Tránsito

Las normas se impugnan en cuanto se establece que al desempeñar la labor de chofer en la zona de Pacuar de Pérez Zeledón, se le realizó la boleta de citación número 2-2012-245000180 debido a que el vehículo que conducía no poseía revisión técnica vehicular, y en consecuencia se le rebajaron quince puntos de su licencia de conducir. Manifiesta que esta sanción aunada a las boletas de citación realizadas con anterioridad, lo dejaron sin puntos, por lo que su licencia de conducir fue retenida. Menciona que la sanción que le fue impuesta al conducir un vehículo que no es de su propiedad, y que le fue asignado para realizar su trabajo, violenta su derecho al trabajo, debido a que se le obstaculiza el ejercicio de su labor, a través de la cual obtiene el sustento diario, sin tener otra actividad a la cual dedicarse.

	12-011881-0007-CO
	Acción de Incosntitucionalidad contra la Ley de Regulación y Comercialización de Bebidas con contenido Alcohólico. No. 9047 del 14-06-2012.

Resolución de las quince horas y tres minutos del dos de noviembre del dos mil doce.
Boletín judicial 222, 223, 224 del 16, 19 y 20 de noviembre del 2012.
	REGULACIONES EN MATERIA DE LICORES

-Ley de Regulación y Comercialización de Bebidas con contenido Alcohólico. No. 9047 del 14-06-2012

Las normas se impugnan en cuanto señalan: que violentan el derecho de propiedad, libertad de comercio e igualdad, ya que crea licencias municipales gratuitas despojando de valor a las patentes adquiridas con anterioridad por sus representados sin ninguna indemnización previa (aspecto sobre el cual el Pleno de la Sala dispuso revisar el criterio dado en sentencia No. 2012-2675).  Refieren que se da un quebranto al principio de información privada de las Sociedades Mercantiles que forma parte de la libertad de comercio, al obligar  en el artículo 17 con el 3, párrafo segundo, a que las personas jurídicas que tengan una variación del 50% de su capital social deban sacar una nueva licencia, ya que estiman es una intromisión legislativa al régimen de privacidad de la misma. Argumentan que se violenta el principio de progresividad social porque el artículo 3 incisos b y c contraviene el derecho a la salud y la protección especial de los menores, al favorecerse con la modificación de horarios y distancias una autorización desmedida de licencias municipales, y con ello además, el derecho de igualdad, ya que los índices de población serán exigidos únicamente para las licencias tipo B, dejando a la libre las demás categorías, lo que consideran discriminatorio. Señalan que esta Ley subordina al Ministerio de Salud la competencia que por años tenía a su cargo el IAFA, restándole competencias que la Sala indicó al resolver la Consulta Legislativa debía ser integrado. Estiman que el artículo 3 inciso b y c, así como el 10 con relación al 4 inciso c) violentan el principio de justicia tributaria en la imposición del impuesto en ausencia de un hecho generador, ya que la ley impugnada no contiene ningún parámetro que fundamenta el hecho generador, sino que lo hace con respecto al salario base, lo cual estiman irracional y desproporcionado, toda vez que no hay relación de pago por ejemplo entre un abastecedor o un minisúper, con un supermercado o un gigantesco complejo comercial. Por otro lado, la normativa deja a discrecionalidad arbitraria el establecer parámetros de medio a un salario o de un salario a dos salarios. Consideran que con ello se violenta además el principio de reserva de ley, ya que se deja a las municipalidades el establecer las diferencias de las licencias que concurren en dos ámbitos de aplicación de rangos de medio salario a un salario o de un salario a dos salarios, lo cual se señala lesiona el principio de legalidad. Indican que con este tipo de fijación se desnaturaliza el marco de los principios tributarios, ya que la aplicación del tributo no nace de una base impositiva por razón de venta o ingresos o cualquier parámetro que sirva porcentualmente en su fijación, lo que hace que el mismo sea irrazonable y desproporcionado. Por otro lado, se indica que se produce en su perjuicio una doble imposición, porque los expendios de licores de los patentados deben pagar además otro impuesto contemplado en la Ley No. 4716 cuya retención la hace FANAL y la distribuye al IFAM y a las municipalidades en forma porcentual. Asimismo, refieren que los montos del impuesto constituyen una violación al principio de razonabilidad y proporcionalidad; pues resulta desproporcionado que se eleve dicho monto de trescientos colones a trescientos veinte mil colones en el pago trimestral, aumento que impacta al grueso del sector de patentados, conformado por pequeños negocios, que no soportarían el pago de este impuesto por el alto costo de la vida. Refieren que los artículos 3 y 26 de la Ley en cuestión violentan la libertad de comercio, pues dotan a las municipalidades de discrecionalidad para imponer una ley seca a su arbitrio, sin ningún marcador de horario y en irrespeto a la actividad de los patentados, pues se establece como parámetro para el cierre de la venta de licores, “otras actividades cantonales”.  Indican que el legislador fue omiso causando indefensión, pues el artículo 24 de la Ley hace alusión a multas, pero omitió establecer el tipo de proceso que debe seguirse frente a su imposición. Indican que la ley señala las distancias que deben existir entre los locales y escuelas y hospitales, pero que repite la omisión de la ley anterior, en cuanto no establece los puntos de medición de los establecimientos, lo que provoca incertidumbre jurídica y discrecionalidad administrativa a la hora de aplicarla en detrimento de la libertad de comercio. Se acusa que los artículos 4 y 9 lesionan el principio de igualdad, la libertad de comercio y se produce una inconstitucionalidad por omisión legislativa, ya que el legislador no contempló en las categorías para optar por una patente de licores a los abastecedores y pensiones, que previo a esta ley sí podían comercializar bebidas con contenido alcohólico, lo cual es irrazonable si se toma en consideración que mantuvo el derecho a los minisúper y supermercados que también venden abarrotes, lo cual resulta irrazonable y crea una discriminación comercial entre aquellos que ya están autorizados y los que no la tenían patente en este momento. Se ordenó curso parcial en sentencia 15288-12. Resolución de curso de las 15:03 del 02-11-2012

	11-010225-0007-CO
	Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 76, 77 y 78 de la Ley N° 7531 (reformada por Ley 8721), artículos 60, 61, 62, 63 y 64 del Reglamento General del Régimen de Capitalización Colectiva del Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional.
Resolución de las dieciséis horas y uno minutos del dos de noviembre del dos mil doce.
Boletín judicial 222, 223, 224 del 16, 19 y 20 de noviembre del 2012.
	DERECHO A RECIBIR SALARIO Y PENSIÓN

Artículos 76, 77 y 78 de la Ley N° 7531 (reformada por Ley 8721), artículos 60, 61, 62, 63 y 64 del Reglamento General del Régimen de Capitalización Colectiva del Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional.

Las normas se impugnan en cuanto establecen que el disfrute de la pensión se suspenderá por el desempeño de cualquier cargo remunerado en la Administración Pública, por lo que una persona que reciba pensión no puede recibir salario por parte del Estado, situación que lesiona el derecho al trabajo y a la seguridad social del pensionado.

Resolución de curso de las 16:01 del 02 de noviembre del 2012

	12-012455-0007-CO
	Accion de inconstitucionalidad contra el artículo 134 inciso c) en relación con el artículo 32 inciso 1) apartado n) de la Ley de Tránsito vigente. No. 7331
Resolución de las nueve horas y diecisiete minutos del doce de noviembre del dos mil doce.
Boletín judicial 232, 233, 234 del 30 de noviembre, 03 y 04 de diciembre del 2012.
	MULTA POR NO PORTAR IMPLEMENTOS DE VEHÍCULOS

-Artículo 134 inciso c) en relación con el artículo 32 inciso 1) apartado n) de la Ley de Tránsito vigente. No. 7331 

Se impugna la multa por no portar implementos para el cambio de llantas y no tener el juego de cables de batería. Impugna las normas referidas por considerar que la multa prescrita es excesiva y desproporcionada. Manifiesta que presentó el recurso de amparo número 12-001874-007-CO contra las multas prescritas en los numerales 133, inciso h) y 134, inciso c), de la Ley de Tránsito, por lo excesivo y desproporcionado de las mismas, lo cual le hace imposible su pago, máxime que tiene una familia que mantener. Dice que, mediante resolución número 2012011977 de las nueve horas cinco minutos del treinta y uno de agosto del dos mil doce, el recurso fue declarado parcialmente con lugar, ya que esta Sala anuló el monto de la multa establecida en el artículo 133, inciso h) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, ello en relación con lo dispuesto en el artículo 96 inciso d) de la misma Ley, y lo adecuó al monto de la multa que regía con antelación por medio de la resolución número 2012003940 de las dieciséis horas y veinte minutos del veintiuno de marzo del dos mil doce; mientras tanto que para el caso del artículo 134 inciso c) en relación con el artículo 32 inciso 1) apartado n) de la misma Ley, se le otorgó un plazo de quince días para que presentara la respectiva acción de inconstitucionalidad contra las normas que contienen la multa que considera desproporcionada. Agrega el accionante que ya se ha demostrado ante esta Sala la desproporción de otras multas de tránsito, en donde también se establecieron montos elevados como el que impugna. Señala que la multa referida supera el test de razonabilidad frente a la capacidad económica de la mayoría de la población costarricense, por lo cual las autoridades deben adecuar el monto de la sanción impugnada. Resolución de las 9:17 del 12-11-2012

	12-013336-0007-CO
	Acción de Inconstitucionalidad en contra del Plan Regulador Costero del Cantón de Carrillo
Resolución de las nueve horas y cuarenta y tres minutos del trece de noviembre del dos mil doce.
Boletín judicial 232, 233, 234 del 30 de noviembre, 03 y 04 de diciembre del 2012.
	PLAN REGULADOR DE CARRILLO

-Plan Regulador Costero del Cantón de Carrillo

La normativa se impugna en su totalidad por aspectos de forma relativos a la violación al derecho de información y de participación ciudadana. Acota el accionante que la Municipalidad de Carrillo convocó a una audiencia pública y presentó un plan regulador costero que no fue el que finalmente se aprobó, pues la SETENA, en forma posterior a dicha presentación, rechazó el proyecto y obligó a incorporarle cambios de fondo; además en la audiencia no se le otorgó la palabra a los asistentes, así como tampoco se les entregó material a las personas no técnicas para que pudieran realizar sus objeciones, de esta forma la información recibida consistió, además de la exposición escueta del documento, en la invitación a presentarse a la municipalidad  con un disco compacto, para que le grabaran en digital los planos, láminas; es decir, aspectos meramente técnicos. Menciona que dicho municipio nunca consideró necesario realizar otra audiencia para presentar el plan modificado y aprobado por la SETENA, por lo cual considera violentado esos derechos fundamentales. Además apunta que existen aspectos de fondo en los numerales 53, 54, 55 y 56, que riñen contra convenios internacionales tendentes a proteger la biodiversidad, tales como las Leyes 7906, denominada Convención Interamericana para la Protección y Conservación de las Tortugas Marinas del 24 de setiembre de 1999 y la Ley Nº 3763, llamada Convención para la Protección de la Flora, la Fauna y de las Bellezas Escénicas Naturales de los países de América,  en razón de que se permite, tanto el otorgamiento de concesiones en la zona restringida de playas, como también que se construyan obras en un 40% de los lotes concesionados en dicha zona restringida, por lo que considera que no existe una garantía real para la conservación de los hábitats que son utilizados por la especie de tortuga Baula, que tiene predeterminación genética para su arribo y anidación en las playas de Carrillo y que además está en peligro de extinción, y que lo mismo sucede con la especie de tortuga Negra; por lo que considera que el referido plan atenta contra los criterios de restauración del hábitat de esos seres y además  violenta el principio precautorio y de no regresión en materia ambiental. Resolución de las 9:43 horas del 13-11-2012


	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN


	FECHA
	VOTO

	212
	02 de noviembre del 2012
	Sentencia 2012-08889 
Expediente 12-003846-0007-CO. A las dieciséis horas. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 32 del Estatuto Orgánico de la Universidad Técnica Nacional. Se declara con lugar la acción. Se anula la siguiente frase del artículo 32 del Estatuto Orgánico de la Universidad Técnica Nacional: “ y contaran con personería jurídica instrumental con el fin de administrar el patrimonio y los recursos que se les asignen”. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a la Universidad Técnica Nacional y a la Contraloría General de la República. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial la Gaceta y publíquese en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Castillo Viquez y Mora Mora salvan el voto y declara sin lugar la acción.    

	214
	06 de noviembre del 2012
	Sentencia 2012-12716 

Expediente 07-013975-0007-CO. A las dieciséis horas con un minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto 33957-MINAE-MAG. Se declara con lugar la acción y, en consecuencia, se anula el artículo 2° del Decreto Ejecutivo No. 33957-MINAE-MAG. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe las situaciones jurídicas consolidadas. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese al Poder Ejecutivo para lo de su cargo. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y declara sin lugar la acción.-



	214
	06 de noviembre del 2012
	Sentencia 2012-10658 
Expediente 11-005826-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra -artículo 34 del Reglamento de Seguro de Salud. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional la siguiente frase del artículo 34 del Reglamento de Seguro de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social, emitido por la Junta Directiva de esa institución en la Sesión No. 7082 de 3 de diciembre de 1996 "(...) Los subsidios por incapacidad se pagarán hasta por un máximo de 52 semanas. No obstante, si el asegurado ha cotizado con 9 cuotas mensuales dentro de los 12 meses anteriores a la fecha de la incapacidad, se podrá prorrogar el pago de subsidios hasta por 26 semanas adicionales en los términos que establece el Reglamento para el Otorgamiento de Incapacidades y Licencias.". En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efecto declarativo a partir de la anulación de la norma impugnada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese a la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial "La Gaceta" y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Mora y Rueda salvan el voto y declaran sin lugar la acción en todos sus extremos. La Magistrada Calzada y el Magistrado Castillo ponen nota.


	222
	16 de noviembre  del 2012
	Sentencia 2011-16932
Expediente 09-003167-0007-CO. A las catorce horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Gloria Navas Montero contra el artículo 1 del Reglamento de Dedicación Exclusiva de la Universidad Nacional. Se declara sin lugar la acción y se interpreta conforme al Derecho de la Constitución que el artículo 1 del Reglamento de Dedicación Exclusiva de la Universidad Nacional, no es inconstitucional, en la medida que se entienda que aquellos funcionarios que reciben un reconocimiento económico por concepto de dedicación exclusiva y que desempeñen puestos relacionados con la enseñanza de las artes, podrán ejercerlas libremente en el campo privado, sin exceder de un número determinado de horas, siempre y cuando se refieran a la docencia, ni interfiera con los deberes académicos y la jornada laboral para la que fueron contratados. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.



	222
	16 de noviembre  del 2012
	Sentencia 2012 - 010985. 
Expediente 10-017510-0007-CO. A las quince horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 161 de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros. Se declara parcialmente CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional del artículo 161 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros, en su versión reformada y vigente hasta el 28 de febrero de 2008 con las siguientes frases “las vacaciones compensadas y las vacaciones disfrutadas,”. Es constitucional en cuanto dispone: “. . .todas las sumas pagadas al extrabajador, e igualmente las que se le haya acreditado, que correspondan a sueldos, (...) auxilios o beneficios incluidos en el contrato de trabajo, o en los reglamentos y prácticas del Instituto, como contribuciones patronales para el Régimen de Seguros de Renta Vitalicia, pago de primas de Seguro de Vida y Accidentes, Beneficios Médicos, Subsidios para Estudios y otros” y “A partir de la entrada en vigencia de la Ley de Protección al Trabajador No. 7983, el Instituto continuará respetando los derechos adquiridos en cuanto a los años ya acumulados de cesantía, en la antigüedad y forma de cálculo establecida en esta Convención”. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia en que comenzó a regir la reforma de la cláusula impugnada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, en la persona de su Presidente, y al Poder Ejecutivo, en la persona quien ocupe el cargo de Ministro de Trabajo y Seguridad Social. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. 
El magistrado Armijo Sancho salva el voto y rechaza de plano la acción. El magistrado Jinesta Lobo rechaza de plano la acción y da razones diferentes. 


	222
	16 de noviembre  del 2012
	Sentencia 2012-14497
Expediente 10-004290-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 140 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros.. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se declara inconstitucional y, por ende, nula la siguiente frase: (...) en todo caso, la incapacidad para el trabajo que se prolongue o se acumule por más de veinticuatro meses durante los últimos tres años de trabajo podrá causar el despido del trabajador (...), contenida en el artículo 140 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros, por considerarla contraria a los principios de justicia social, solidaridad y el derecho del trabajador a ser protegido en caso de enfermedad, así como el derecho a la salud, a la seguridad social, y la igualdad, contenidos en los artículos 21, 33, 50, 51, 72, 73 y 74 de la Constitución Política. Esta sentencia tiene efecto declarativo a partir de la anulación de la frase de la norma impugnada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Notifíquese a la Procuraduría General de la República, y al Instituto Nacional de Seguros. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y declaran inadmisible la acción, el último de ellos con razones diferentes.-


	232
	30 de noviembre del 2012
	Sentencia 2012-14036
Expediente 11-006186-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 47 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte. Se corrige la parte dispositiva de la sentencia número 2012-90 de las dieciséis horas un minutos del veintisiete de junio del dos mil doce, para que en el por tanto donde dice "Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada" se lea "De conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, esta resolución tiene efectos declarativos a partir de la fecha de esta sentencia". Notifíquese. 



	5.      POR TANTOS PUBLICADOS


	NO. BOLETÍN
	FECHA
	VOTO

	216-217-218
	08-09-12 de noviembre del 2012
	Sentencia 2012-14034

Expediente 11-010289-0007-CO. A las dieciséis horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad contra Transitorio Primero de la Ley 8955, que establece efectos retroactivos en contra de lo establecido el artículo 34 de la Carta Magna. Estese el accionante a lo resuelto por este Tribunal Constitucional en la sentencia número 2012-012741 de las nueve horas cinco minutos del catorce de setiembre de dos mil doce, que declaro sin lugar la acción de inconstitucionalidad número 11-011857 contra el artículo 323 del Código de Comercio.  



	216-217-218
	08-09-12 de noviembre del 2012
	Sentencia 2012-14111
Expediente11-013300-0007-CO. A las dieciséis horas. Acción de inconstitucionalidad contra el Presidente de la Asociación de la Cámara de Infocomunicación y Tecnología Telefónica de Costa Rica S.A. contra la resolución de las 08:00 horas del 20-01-2010, Acuerdo de la Comisión Plenaria, Modificación de la resolución 2031-2009 de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, Instalación de Torres de Telecomunicaciones para el móvil avanzado 3G y la Resolución 2031-2009-setena de las 09:00 horas Del 26-08-00. Se declara sin lugar la acción. Los magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran con lugar la acción. El magistrado Rueda salva el voto y declara parcialmente con lugar la acción.-



	216-217-218
	08-09-12 de noviembre del 2012
	Sentencia 2012-14167

Expediente 11-008768-0007-CO. A las dieciseis horas. Acción de inconstitucionalidad contra la omisión de regulación normativa en cuanto a la participación ciudadana en la fijación de aumentos de tasas municipales por concepto de alcantarillado y agua potable y de fijación del ente u órgano contralor estatal frente a los ajustes municipales. Por mayoría, se declara sin lugar la acción. El Magistrado Castillo da razones diferentes. Los Magistrados Armijo, Cruz y Rueda salvan el voto y declaran con lugar la acción. La Magistrada Calzada pone nota. Notifíquese.-


	216-217-218
	08-09-12 de noviembre del 2012
	Sentencia 2012-14532
Expediente 09-017557-0007-CO. A las dieciséis horas con un minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Ley General De Centros De Atención Integral (8017). Se declara sin lugar la acción interpuesta. Los Magistrados Mora, Jinesta y Rueda rechazan de plano la acción. El Magistrado Rueda da razones diferentes. El Magistrado Mora pone nota. El Magistrado Castillo da razones diferentes en relación con la legitimación.


	216-217-218
	08-09-12 de noviembre del 2012
	Sentencia 2012-14531

Expediente 12-001442-0007-CO. A las dieciséis horas. Acción de inconstitucionalidad contra el Reglamento Para La Utilización Del Sistema Electrónico De Compras Públicas Mercado En Línea Mer-link, Reglamento Al Título III De La Ley De Fortalecimiento Y Modernización De Las Entidades Públicas Del Sector De Telecomunicaciones Y Otro. Se rechaza de plano la acción de inconstitucionalidad.-


	216-217-218
	08-09-12 de noviembre del 2012
	Sentencia 2012-14497

Expediente 10-004290-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 140 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros.. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se declara inconstitucional y, por ende, nula la siguiente frase: (...) en todo caso, la incapacidad para el trabajo que se prolongue o se acumule por más de veinticuatro meses durante los últimos tres años de trabajo podrá causar el despido del trabajador (...), contenida en el artículo 140 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros, por considerarla contraria a los principios de justicia social, solidaridad y el derecho del trabajador a ser protegido en caso de enfermedad, así como el derecho a la salud, a la seguridad social, y la igualdad, contenidos en los artículos 21, 33, 50, 51, 72, 73 y 74 de la Constitución Política. Esta sentencia tiene efecto declarativo a partir de la anulación de la frase de la norma impugnada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Notifíquese a la Procuraduría General de la República, y al Instituto Nacional de Seguros. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y declaran inadmisible la acción, el último de ellos con razones diferentes.-


	222-223-224
	16-19-20 de noviembre del 2012
	Sentencia 2012-14891
Expediente 12-001637-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Jurisprudencia De La Sala Segunda Respecto A La Obligación De Indexación De Sentencias. Se declara sin lugar la acción.-


	222-223-224
	16-19-20 de noviembre del 2012
	Sentencia 2012-15256

Expediente 10-017779-0007-CO. A las quince horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Artículo 13 del Estatuto de Servicio Civil. Se declara sin lugar la acción interpuesta contra el artículo 13 del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil, en tanto se interprete y se entienda que si el interinazgo supera el año ininterrumpidamente, su cese injustificado se equipara al de una contratación a plazo indefinido para efecto del reconocimiento de la indemnización. Comuníquese y notifíquese. Publíquese en el Boletín Judicial y en el Diario Oficial La Gaceta


	222-223-224
	16-19-20 de noviembre del 2012
	Sentencia 2012-15254

Expediente 11-010687-0007-CO. A las quince horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra la Aprobación del Transitorio Para El Nombramiento En Propiedad De Jefaturas Administrativas De La Caja Costarricense del Seguro Social. Se rechaza, por extemporánea, la coadyuvancia del Sindicato Nacional de administradores del Servicio de Salud y Afines del Seguro Social. Se declaran CON LUGAR las acciones acumuladas. En consecuencia, se declara inconstitucional el Transitorio para el nombramiento en propiedad de jefaturas administrativas en la Caja Costarricense de Seguro Social. Esta declaratoria de inconstitucionalidad tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma declarada inconstitucional, todo sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, relaciones y situaciones jurídicas consolidadas en virtud de prescripción, caducidad o sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese, íntegramente, en el Boletín Judicial, reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese a la Procuraduría General de la República, a la Presidencia Ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social y a todas las partes interesadas. 



	222-223-224
	16-19-20 de noviembre del 2012

	Sentencia 2012-15268

Expediente 12-006278-0007-CO. A las quince horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra la Ley 7969 Ley Reguladora del Servicio Público de Transporte Remunerado de Personas en Vehículos en la modalidad de Taxi. Se rechaza la coadyuvancia presentada y se rechaza de plano la acción de inconstitucionalidad interpuesta. 



	222-223-224


	16-19-20 de noviembre del 2012
	Sentencia 2012-15270

Expediente 12-008306-0007-CO. A las quince horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso d) de la ley de tránsito número 7331 del 13 de abril de 1993.-. Se declara sin lugar la acción. 
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AMBIENTE 

16152-12. ALCANTARILLA. MAL ESTADO DE ALCANTARILLADO PROVOCA QUE AGUAS PLUVIALES CORRAN POR LAS CALLES.  En el presente amparo, el recurrente reclama que en la Urbanización Las Rosas de Buenos Aires de Puntarenas, lugar donde habita, se tiene problemas con el alcantarillado,  ya que cuando llueve la calle se llena y que en las alcantarillas no hay tapas y, la Municipalidad de Buenos Aires no da ninguna solución al problema. Para el amparado esta situación genera problemas de contaminación y peligro a los peatones.    Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta del Concejo Municipal de Buenos Aires de Puntarenas, o a quien ocupe su puesto, que tome las medidas urgentes para que dentro de un plazo de tres meses, solucionen en forma definitiva el problema de inundaciones y reparen las alcantarillas en la Urbanización Las Rosas de Buenos Aires de Puntarenas, de acuerdo con los criterios técnicos que la misma Municipalidad ha indicado. CL
16206-12. ALCANTARILLA. MAL ESTADO DE ALCANTARILLA PROVOCA DESBORDAMIENTO DE AGUAS RESIDUALES Y PLUVIALES.   El recurrente manifiesta, que en el Roble de Puntarenas, cerca de la Panadería Musmanni, existe una alcantarilla supuestamente de aguas pluviales, de acuerdo con las manifestaciones del propietario de la verdulería. No obstante, explica que el problema radica, en que de la alcantarilla, brotan a la acera y al cordón de caño, aguas negras cargadas de desechos humanos. Agrega, que dichas aguas se desplazan aproximadamente doscientos metros, hasta caer a un canal de aguas pluviales que finaliza en el Río Barranca. Indica que esta situación la sufren treinta y dos casas de habitación que respiran esos olores nauseabundos. Añade, que cuando coincide con fuertes aguaceros, las aguas negras y sus desechos penetran en sus corredores dejándolos como si hubiera "nevado" porque el papel higiénico se queda en ellos. Explica, que a pesar de que las autoridades recurridas se encuentran comunicadas en reiteradas oportunidades de la situación acaecida, no han mostrado interés en buscar la solución definitiva al problema.   Se declara parcialmente con lugar el recurso, solo en cuanto a la Municipalidad de Puntarenas y el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Se ordena a la Alcaldesa y Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Puntarenas, así como al Director Regional de la Oficina Pacífico Central del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, girar las órdenes que estén bajo el ámbito de su competencia para que dentro del plazo de 6 MESES contados a partir de la notificación de esta sentencia, se coordine lo necesario a fin de solucionar de manera definitiva la problemática de aguas pluviales y residuales existente en la zona ubicada cerca de la Panadería Musmanni y la verdulería Los Conejos en el Roble de Puntarenas, con el fin de evitar la saturación del sistema de alcantarillado sanitario. En cuanto al Ministerio de Salud se declara sin lugar el recurso.    El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara sin  lugar el recurso.  CL Parcial
16261-12.  CONTAMINACIÓN. AUTORIDADES DEL PODER JUDICIAL MANTIENEN VEHÍCULOS CHOCADOS Y DECOMISADOS EN VÍA PUBLICA.  El recurrente manifiesta, que  desde hace diez años la Fiscalía, el Juzgado Penal y la Comandancia de Heredia han optado por tomar los cien metros de frente de la Comandancia, como un depósito judicial ilegal o clandestino, como un cementerio de autos, como una chatarrera en vía pública, y como un basurero a cielo abierto. Lo anterior genera que la vía vea reducida su capacidad vehicular a un solo y estrecho carril, por el cual los vehículos que circulan de Barva hacia Heredia deben pasar por un espacio muy reducido, lo que ha generado por años una serie de violaciones a los derechos de los heredianos que  acostumbran transitar por el lugar a pie o en vehículo. Alega que tal situación provoca que los peatones no puedan transitar por la misma, así sean adultos mayores, personas con discapacidad, madres con coches, es decir que esa acera se encuentra obstruida por la acción de esas tres autoridades. Indica que tratándose de una vía nacional, para cualquier particular es absolutamente prohibido estacionarse; sin embargo los recurridos no respetan esa disposición. De la misma manera varios indigentes los han utilizado tradicionalmente como dormitorio y hasta como servicio sanitario, lo cual produce olores nauseabundos para la ciudadanía. Manifiesta que por años han dado la lucha por erradicar estos problemas, han gestionado ante la Comandancia, e incluso personalmente se han reunido en repetidas ocasiones con el Fiscal Adjunto de Heredia, el Coordinador del Juzgado Penal; no obstante nunca ha obtenido una respuesta positiva. Afirma que han acudido a la Delegación del Tránsito en Heredia a fin de que con la grúa retiren estos carros como a cualquier vehículo particular que cause este tipo de problemas, pero se han negado, con fundamento en que son carros puestos a la orden del Juez, que han sido decomisados, y que algunos de ellos ni siquiera tienen expediente.   Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por la obstaculización del libre tránsito, así como por el peligro a la vida e integridad física de los transeúntes. Por consiguiente, se ordena al Delegado de Tránsito de Heredia, Director Ejecutivo del Poder Judicial y Encargado del Depósito de Vehículos Decomisados, que, dentro del plazo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, tomen las medidas necesarias para reubicar los vehículos que se encuentran indebidamente aparcados frente a la Comandancia de Heredia, bajo custodia de la Fiscalía y el Juzgado Penal de Heredia. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
16656-12. CONTAMINACIÓN SÓNICA. PRODUCIDA POR CANTINAS CLANDESTINAS Y CHATARRERA EN CARRIZAL DE PUNTARENAS.  El  recurrente  alegó  de  los vecinos   de Barrio Chacarita, de Carrisal de Puntarenas, han acudido ante  la Municipalidad de Puntarenas para que se solucione la problemática de ruido y demás contaminación, que genera la existencia de dos cantinas clandestinas y una “chatarrera”.  Aseguró que la corporación no ha intervenido,  con el fin de solucionar los inconvenientes.  Esta Sala observa  que  fue hasta  el  18  de octubre   de  2012 ,   luego  que  se  notificara  el  auto  inicial  de  este proceso  de amparo, que  las autoridades de la corporación  llevaron  a cabo   la inspección de  rigor y giraron  las órdenes pertinentes.  Entre ambos  momentos   se evidencia un lapso de dos meses y veinticuatro días, plazo que resulta irrazonable. Se  declara  con  lugar  el  recurso.  CL
16657-12. AGUAS SERVIDAS.  TRABAJOS EN CARRETERA PROVOCA  ESCORRENTÍA DE AGUAS PLUVIALES Y SERVIDAS DENTRO DE INMUEBLE.  El  recurrente  alegó  que,  las autoridades recurridas, durante los veranos, ejecutan obras en la carretera que se ubica frente a su casa de habitación, con lo cual se levantan nubes de polvo que atentan contra su salud.  Reclamó  que  las  aguas  pluviales  y  servidas  discurren  de  forma desproporcionada sobre su inmueble. Insistió en que la Municipalidad de Carrillo, pese a tener conocimiento de la problemática, no ha ejecutado las medidas con el propósito de solventar la problemática. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, en lo que respecta a  la  escorrentía  de  las  aguas  por  el  inmueble  del  tutelado  y,  respecto  de  la Municipalidad  de  Carrillo.  Se ordena  al Alcalde de la Municipalidad de Carrillo, que,  dentro  del  plazo  de  SEIS MESES , contado   a  partir  de  la notificación  de  esta sentencia,   gire  las  órdenes pertinentes  dentro   del  ámbito  de sus competencias, para que se construyan las obras requeridas con el fin de que las aguas sean encauzadas de forma correcta y no ingresen en un volumen irrazonable al inmueble del amparado.  En  lo  demás  se  declara  sin  lugar  el recurso.   CL Parcial 

15392-12. ALCANTARILLADO PLUVIAL. MAL ESTADO DE ALCANTARILLADO PROVOCA INUNDACIONES EN VIVIENDAS DE CALLE  MOZOTAL, GOICOECHEA. Los recurrentes reclaman violación a sus derechos fundamentales, pues la Municipalidad de Goicoechea inició unos trabajos en el alcantarillado pluvial alrededor de sus casa, lo que conllevó a inundaciones a lo largo de la calle Mozotal y sus viviendas. Señalan que presentaron la denuncia ante la Municipalidad mencionada y ante el Ministerio Salud, sin embargo no se ha solucionado el problema. Esta Sala resolvió, con vista del informe rendido por la autoridad recurrida constata que ha existido una actividad insuficiente, inoportuna e ineficaz por parte de las  autoridades recurridas, ya que el problema del alcantarillado pluvial en el lugar denunciado subsiste, sin que ninguno de los dos recurridos haya realizado alguna acción  tendiente a su solución. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Viceministro de Salud, que de inmediato tome las medidas necesarias y gire las instrucciones respectivas dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias a fin de darle una solución efectiva al problema denunciado por los recurrentes el 04 de setiembre de 2012. Por otra parte, se le ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Goicoechea, y a quien ocupe el cargo de Presidente del Concejo de la Municipalidad de Goicoechea, que en un plazo de tres meses, contados a partir de la notificación de esta sentencia, construyan las obras requeridas para que las aguas que desfogan en la alcantarilla en la Calle Mozotal, que se ubica alrededor de la casa de los recurrentes, sean encauzadas correctamente.  CL
15393-12. AGUAS SERVIDAS.  DERRAME DE AGUAS SERVIDAS Y FLUVIALES EN ÉPOCA LLUVIOSA PONE EN RIESGO SALUD DE HABITANTES DE CARTAGO.   El recurrente  alega que durante la época lluviosa, la comunidad de Cartago enfrenta el problema de que las aguas servidas y pluviales se rebalsan y los residuos fecales fluyen por las viviendas, debido al mal estado en que se encuentra el alcantarillado en esa zona.   Esta Sala resolvió, después de analizar los elementos probatorios aportados y tomando en cuenta los precedentes citados, verifica que el problema denunciado por el recurrente no ha sido solucionado, violentando sus derechos fundamentales. Deberán los  recurridos mantener informada a esta Sala sobre la construcción del sistema de alcantarillado y tratamiento de aguas servidas en el cantón Central de Cartago. Se declara con lugar el recurso. CL 

15701-12. DESLIZAMIENTO. EN PROPIEDAD VECINA AMENAZA VIVIENDA CONTIGUA.  La recurrente demandó la tutela de sus derechos fundamentales, pues, en su criterio, la Municipalidad recurrida se niega a suministrarle ayuda para solucionar un deslizamiento de tierra que amenaza su vivienda, el cual se generó -según afirma-, por el desarrollo urbanístico no planificado en el Cantón de Oreamuno.  Esta Sala resolvió, que se encuentra plena e idóneamente demostrado el problema ambiental que reprocha la recurrente. Aunado a lo anterior, consta que el deslizamiento que existe en el lindero oeste de inmueble de la amparada amenaza su seguridad y bienes. Lo anterior, según informó la Presidenta Ejecutiva de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, en virtud que la Municipalidad de Oreamuno, no ha atendido las recomendaciones técnicas que se le giraron al efecto. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Oreamuno, que disponga lo necesario -incluida la coordinación interinstitucional que se requiera para que se resuelva dentro de un plazo razonable y de forma definitiva el problema que afecta al inmueble de la amparada, conforme a las recomendaciones técnicas de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias. CL
15708-12. PARADA DE AUTOBUSES.  SE ACUSA EXCESO DE HUMO POR PARADA DE BUSES LÍNEA 400 EN SAN JOSE.  Los recurrentes reclaman violentados sus derechos fundamentales dada la contaminación ambiental que existe en la parada de buses de la Ruta Nº 400 BS ubicada sobre la Calle 8 entre las Avenidas 0 y 2, y que a pesar de haber presentado una gestión ante el Consejo de Transporte Público, la misma no había sido respondida a la fecha de interposición del amparo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo del Consejo de Transporte Público del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, o a quien en su lugar ejerza ese cargo, que tome las medidas y gire las instrucciones que sean necesarias para que, dentro del plazo de un mes contado a partir de la notificación de ésta sentencia, ejecute la reubicación de la parada de autobuses de la Ruta número 400 BS, ubicada en calle 8, entre avenidas 0 y 2 en San José. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara sin lugar el recurso.  CL
15711-12. FERROCARRIL. SE ACUSA QUE REHABILITACIÓN DE TREN URBANO SAN JOSE- CARTAGO NO CUENTA CON ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL.  El recurrente manifiesta, que  las obras para la rehabilitación del tren urbano entre San José y Cartago no cuentan con estudio de impacto otorgado por la Secretaría Técnica Nacional Ambiental. Considera lesionado el derecho a ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Esta Sala resolvió, con vista de los informes de las autoridades recurridas, no hay ninguna prueba de que la rehabilitación de la línea haya provocado problemas de falta de agua en las comunidades aledañas a la línea férrea. El recurrente se limita a presentar reportes periodísticos, que, de ningún modo, confirman sus suposiciones. El recurrente tampoco es claro en determinar cuál es el supuesto impacto socioeconómico. Evidentemente, la recuperación del derecho de vía implica eliminar construcciones ilegales y eliminar depósitos de basura clandestinos, lo que no se observa cómo perjudica el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado.  Se declara sin lugar el recurso. SL
ASAMBLEA LEGISLATIVA
15473-12. DIPUTADOS.  DIPUTADOS DEL PASE PRETENDEN DESTITUIR A JEFE DE FRACCIÓN POR DENUNCIAR ACTOS ILÍCITOS.  El recurrente manifiesta, que en su condición de Jefe de Fracción del Partido Accesibilidad Sin Exclusión (PASE) ha comprobado que en esa  agrupación política se han cometido hechos delitos, los cuales está obligado a denunciar.   Dicha  denuncia se tramita ante la Fiscalía Adjunta de Fraudes.  Señala que, los recurridos quieren destituirle del cargo de Jefe de Fracción, a efecto de que no denuncie más hechos. Añade que está cumpliendo un deber que le exige su puesto, por lo que no existe una causa legitima para destituirle del cargo.    Esta Sala resolvió, que lo indicado por el  recurrente, no lesiona derecho fundamental alguno que permita la intervención de la Sala en el presente asunto. Nótese que la situación que plantea es una mera posibilidad, pretendiéndose atacar en esta vía un hecho futuro e incierto que, evidentemente, no se ha producido y que éste supone que se producirá motivo por el cual, el recurso resulta inadmisible y así se declara.  Se rechaza de plano el recurso.  RP 

COMERCIO
15370-12. PORTEO. APLICACIÓN RETROACTIVA DE REFORMA AL CÓDIGO DE COMERCIO PERJUDICA DERECHOS DE EX PORTEADORES.   Los recurrentes manifiestan, que en Código de Comercio y la Ley Reguladora del Servicio Público de Transporte Remunerado de Personas en Vehículos en la Modalidad de Taxi, se implementaron reformas en donde se eliminó la palabra "personas" del artículo 323 del Código de Comercio, con la finalidad de regular el servicio privado de transporte de personas. En razón de ello, la Policía de Tránsito controlara que los conductores de vehículos dedicados al porteo de personas que demuestren que acreditaron antes del 7 de agosto del 2011, en el Consejo de Transporte Público, la presentación de requisitos que ordena el Transitorio I de la citada Ley.  Así, los ex-porteadores que no demuestren haber ingresado a dicho Consejo esa documentación antes del 8 de agosto de 2011, no podrán operar más.  De forma tal que con dicho proceder, lo único que ha logrado es limitar el derecho al trabajo. Agregan con base en el artículo 34 constitucional, no se le puede dar efecto retroactivo a una ley en perjuicio de persona, patrimonio, derechos adquiridos o situaciones jurídicas consolidadas y, teniendo en cuenta que los contratos se firmaron con anterioridad a dicha ley, no podría aplicarse lo estipulado en la misma en perjuicio de las empresas amparadas.  En este caso, la Sala resolvió, que en la sentencia número 12741-2012 se declaró sin lugar la acción de inconstitucionalidad número 11-011857, establecida contra el artículo 323 del Código de Comercio. En razón de lo anterior, es indiscutible que este Tribunal ya emitió un pronunciamiento en el que declaró que no existe inconstitucionalidad del transitorio primero de la Ley 8955, al analizar en los términos ahí planteados, el texto normativo en su totalidad por la vía de la consulta legislativa y por este motivo no se requiere un nuevo pronunciamiento de esta instancia jurisdiccional. Asimismo, sobre la retroactividad de la norma impugnada, tal y como se indicó en  la sentencia supraindicada, la vía idónea para reclamar la infracción es en la de legalidad. De esa forma, y como no existe motivo para variar el criterio vertido en la sentencia parcialmente transcrita, las consideraciones expuestas son de aplicación a este caso concreto, por lo que advierte la Sala que deberá el recurrido estarse a lo resuelto en aquella oportunidad, para a lo que en derecho corresponda.  Se declara sin lugar el recurso. SL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

16141-12. SANCIÓN. ESTUDIANTE SANCIONADO CON INOBSERVANCIA AL DEBIDO PROCESO.  La recurrente alega que el 14 de setiembre del año en  curso recibió una nota de la Escuela recurrida, en donde le informaron que su hija había sido suspendida del 17 al 27 de setiembre del año en curso, por haber, entre otras conductas, supuestamente adulterado firmas en un documento de sus compañeros que debían presentar al Profesor de Educación Física, a pesar de que en ningún momento se le permitió ejercer su derecho de defensa, pues no se le sometió a ningún debido proceso y se le impuso la sanción más grave.  Se declara con lugar el recurso. Se anula la sanción que la Escuela Bilingüe del Sagrado Corazón de Jesús (Asociación San Miguel Arcángel) impuso a la estudiante amparada en oficios del 14 y 18 de setiembre del 2012, así como el rebajo de diez puntos de la nota de conducta, sin perjuicio de que se instaure un procedimiento sancionador para determinar la verdad real y la responsabilidad sobre los hechos acusados siguiendo el debido proceso. CL
16166-12. CENTRO EDUCATIVO. ÁRBOLES CERCANOS A LAS AULAS DE LA ESCUELA LOS PINOS EN ALAJUELITA PONE EN RIESGO A ESTUDIANTES.  El recurrente manifiesta que las autoridades recurridas han venido presentando obstaculizaciones de proyectos respecto a la aprobación de presupuestos, liquidaciones presupuestarias e informes de las Juntas Educativas del cantón de Alajuelita, por lo que se ha impedido el acceso a los estudiantes a los servicios educativos. Asimismo, esta problemática ha impedido que se corten varios árboles de pino que pueden caerse en la Escuela Los Pinos de Alajuelita, lo que pone en peligro la vida de los estudiantes. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Ministro, al Director del Centro Educativo Los Pinos, a Carlos Esquivel Delgado, en su condición de Director Regional de Educación de San José Central, a la Jefe de Servicios Administrativos y Financieros, y al Encargado de Oficina de Gestión de Juntas de Educación, todos del Ministerio de Educación Pública, que de forma inmediata y coordinada realicen las acciones que estén dentro del ámbito de sus respectivas competencias, para que en el plazo máximo de dos meses , contados a partir de la notificación de la presente resolución, se solucione el problema que generan los árboles ubicados en el Centro Educativo Los Pinos, en La Aurora de Alajuelita, denunciado por el recurrente. CL Parcial 

16222-12. CENTRO EDUCATIVO. RETARDO EN REPARAR ESCUELA EN NICOYA DESPUÉS DEL TERREMOTO. La recurrente reclama que desde el 05 de setiembre de 2012, ha realizado las gestiones correspondientes ante el Ministerio de Cultura y Juventud, así como ante el MEP, para que se realicen los trabajos de reparación a raíz de los daños que el terremoto de Nicoya ocasionó en la infraestructura de la Escuela República de Argentina, sin embargo, a la fecha las autoridades recurridas no han hecho nada al respecto.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director a.i. del Centro de Investigación y Conservación del Patrimonio Cultural del Ministerio de Cultura y Juventud y al Director de la Dirección de Infraestructura y Equipamiento Educativo del Ministerio de Educación Pública, coordinar y girar las instrucciones necesarias para que de inmediato se realicen las mejoras infraestructurales del caso a la Escuela República de Argentina. CL
16310-12. ESTUDIANTE. MENOR SANCIONADO CON INOBSERVANCIA AL DEBIDO PROCESO.  Los recurrentes manifiestan que sin realizar debido proceso, se impuso una sanción de suspensión al menor amparado y se le impide la matrícula para el próximo año. Explican que el amparado tiene 8 años y 11 meses de edad y es alumno regular de la Escuela recurrida desde febrero de 2010. Indican que el 11 de setiembre de 2012  recibieron una llamada de la Escuela en donde se les solicitó en forma urgente su presencia en la institución, lo que no fue posible por razones de trabajo. En vista de lo anterior, el 13 de setiembre enviaron una nota en el cuaderno de comunicación al hogar a la Directora en donde le solicitaron las explicaciones del caso. Agregan que ese mismo día se les informó sobre la suspensión del menor de edad amparado a partir del 14 de setiempre de 2012 y hasta el 20 de ese mismo y año, por una circunstancia que en la Escuela califican como una falta gravísima; además, se les adjuntó una nota en donde la institución se reserva el derecho de admisión para el próximo ciclo lectivo. Alegan que en ningún momento se le brindó al amparado la oportunidad de ejercer su derecho a defensa, ni tampoco se le brindó un debido proceso.    Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la violación al debido proceso. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. La Magistrado Calzada Miranda pone nota.  CL Parcial
15476-12. IMAGEN. IMPIDEN A PADRE DE FAMILIA INGRESO A CENTRO EDUCATIVO POR USAR PANTALÓN CORTO Y TENIS.   El recurrente, manifiesta,  que el veintiuno de setiembre de dos mil doce, fueron convocados para la entrega de notas de su hijo, quien cursa el cuarto grado en la Escuela Central de Guápiles. Manifiesta que se presentó con su esposa al centro educativo, y al llegar al portón un funcionario administrativo le indicó que no podía ingresar por la forma en la que vestía (camisa tipo polo, pantalón corto y zapatos casuales), indicación que fue confirmada por el Director de dicho centro, y al cuestionarle dicha disposición no le brindó la norma, reglamento ni documento oficial alguno con base en el cual se  emitiera dicha directriz, solamente se le impidió el ingreso y en consecuencia se le obstaculizó la posibilidad de recoger personalmente la nota de su hijo. Considera el impedirle su ingreso a una entidad pública tomando como supuesto parámetro que se encontraba "mal vestido", viola sus derechos fundamentales.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la autoridad recurrida abstenerse de incurrir en los hechos que dieron mérito para acoger este recurso. Los Magistrados Castillo y Rueda salvan el voto y declaran sin lugar el recurso.  CL
15398-12. CENTRO EDUCATIVO. MAL ESTADO EDIFICIO LICEO DE MIRAMAR POR TERREMOTO IMPIDE A MENORES RECIBIR LECCIONES.    La recurrente alega que la amparada estudia en el Liceo de Miramar, cuya infraestructura es muy vieja, el cableado eléctrico y servicios sanitarios están en malas condiciones. Asimismo, acota que a raíz del terremoto del 5 de setiembre de 2012, los menores reciben clases en lugares no aptos, como parqueos, zonas verdes, edificios inconclusos y gimnasio; con lo cual, se violentan los derechos fundamentales de la amparada. Esta Sala resolvió, que con vista de lo informado por la autoridad  recurrida y la prueba agregada en autos, se verifica que el problema de infraestructura no surgió a raíz del terremoto, sino que este fenómeno vino a acrecentar problemas ya  existentes. Ciertamente, como señaló el Ministro de Educación Pública, solucionar el problema de manera definitiva depende de muchos otros factores. Sin embargo, es un hecho cierto que la problemática ya se había detectado sin que recibiera una solución efectiva. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Ministro de Educación Pública, adoptar dentro del ejercicio de sus competencias, las medidas que sean necesarias para que la construcción y remodelación total del centro educativo Liceo de Miramar concluya dentro del plazo de 1 año contado a partir de la notificación de esta sentencia.   CL
15570-12. MATRICULA. NEGATIVA A RECIBIR ESTUDIANTE, PESE A RESIDIR LA LOCALIDAD DONDE SE UBICA.  Los recurrentes manifiestan,  que su hija cursa el sexto grado de educación primaria y no le han podido matricular en el Colegio de la comunidad. Indican que su hija realizó la prueba de admisión y pese a que obtuvo nota superior a 80 no pudo ingresar. Manifiestan su inconformidad porque en el Colegio de la localidad únicamente ingresaron 9 estudiantes que salieron de la Escuela de La Trinidad de Moravia por o que estiman se conculcan sus derechos fundamentales. Señala la Sala que lo pretendido por la recurrente es que se ordene a las autoridades recurridas, se permita el ingreso de su hijo al Liceo Experimental Bilingüe de La Trinidad, toda vez que el es centro educativo al que le corresponde ingresar en virtud de domicilio. En un caso similar al presente, este Tribunal Constitucional, consideró en la sentencia 4866-07 que el hecho de que se deniegue el ingreso de estudiantes a un determinado centro educativo, por cuanto éste no cuenta con capacidad locativa de ninguna manera resulta arbitrario ni lesiona el derecho a la educación de los menores no admitidos pues no puede decirse que ese derecho implique el de estudiar en un centro educativo determinado. No existe, entonces, un derecho a escoger determinado centro educativo, sino a que se garantice el acceso a la educación a todas aquellas personas que así lo soliciten. En virtud que no existen motivos que conminen a este Tribunal a variar el criterio vertido en aquella oportunidad, lo que procede es rechazar el presente recurso, como en efecto se hace. Se rechaza por el fondo el recurso. RF
15690-12. SANCIÓN. ESTUDIANTE SANCIONADO CON INOBSERVANCIA AL DEBIDO PROCESO. Los recurrentes consideran vulnerados sus derechos fundamentales por la imposición de una sanción consistente en el rebajo de veinte puntos de su nota de conducta, por parte del Colegio Madre del Divino Pastor, con violación del debido proceso. Consideran nulas las sanciones por incongruencia en la fecha de inicio de la investigación, porque no fueron los padres los notificados de las sanciones sino los alumnos, porque no se les ha dado acceso a los respectivos expedientes y porque se ha hecho nugatorio su derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se dejan sin efecto las sanciones impuestas a los recurrentes; lo anterior, sin perjuicio de que mediante procedimiento que respete las exigencias del debido proceso, se les imponga la sanción que proceda. Se condena al Colegio Madre del Divino Pastor al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados por los hechos que han dado  lugar a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de la vía civil.   CL
15730-12. DOCENTE. RETARDO EXCESIVO EN NOMBRAR MAESTRO EN ESCUELA PERJUDICA PROCESO EDUCATIVO DE ESTUDIANTES. Los recurrentes manifiestan, que debido a las reiteradas incapacidades del docente nombrado en la Escuela del Asentamiento Las Marías en Veracruz de Caño Negro de Los Chiles, sus hijos se han visto perjudicados con la falta de lecciones, sin que las autoridades educativas correspondientes intervengan para solucionar el problema.  Se declara CON LUGAR el recurso. En consecuencia se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, y al Director Regional de Educación de la Zona Norte, no volver a incurrir en los hechos por cuales se estima este amparo, es decir, a no demorar irrazonablemente la sustitución docente en este tipo de casos, y a proceder de inmediato a adoptar las medidas pertinentes para reponer las clases perdidas por los estudiantes de la Escuela I.D.A. Las Marías, en Caño Negro de Los Chiles, a fin de que los estudiantes cumplan a cabalidad con el plan de estudios establecido.  CL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
16283-12. ACTAS. NEGATIVA DE ASADA DE HERRADURA  A ENTREGAR ACTAS A USUARIO.  El recurrente reclama la violación de sus derechos fundamentales, en particular del derecho protegido en el artículo 30 de la Constitución Política, por la negativa infundada de las autoridades de la Asociación del Acueducto de Herradura de facilitar, oportunamente, la documentación requerida en el oficio de 19 de julio de 2012, en que solicitó copia de las actas o toda la información de las personas que rindieron declaración jurada o se apersonaron a dicha asociación a efecto de integrar a la población existente que tiene el servicio de agua, propiamente en las parcelas de Herradura, conforme al acuerdo de la Junta Directiva del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados No. 2012-003, artículo 4, inciso 4.1 de 12 de enero de 2012.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta de la Asociación del Acueducto de Herradura, que facilite, inmediatamente la documentación requerida por el actor en su oficio de 19 de julio de 2012, salvo que contenga datos sensibles de las personas involucradas, lo que deberá ser ponderado por la Asociación recurrida en cada caso. CL
16474-12. INFORMACIÓN PRIVADA. NEGATIVA DE COLEGIO DE ENFERMERAS A BRINDAR DOMICILIO DE AGREMIADA.  (HABEAS DATA).  El recurrente manifiesta, que en razón del fallecimiento de una pariente de la amparada, debido a la impericia médica sus familiares decidieron interponer ante el Tribunal Contencioso Administrativo un proceso de cobro de daños y perjuicios contra la Caja Costarricense de Seguro Social y contra el personal médico responsable. Explica que una de las enfermeras demandadas no pudo ser notificada en su lugar de trabajo, por estar hospitalizada. Señala que solicitó al Colegio de Enfermeras y Enfermeros de Costa Rica que le informaran el domicilio que esa enfermera tiene reportado; no obstante, el 2 de noviembre  de  2012  le  informaron  que  la  Junta  Directiva  había  decidido  no proporcionarle la información solicitada. Considera que se han violentado los artículos 27, 41 y 48 de la Constitución Política. Solicita se ordene a la Junta Directiva del Colegio de Enfermeras y Enfermeros de Costa Rica proveerle la dirección del domicilio que ha reportado en dicha institución una asociada; y además, se condene al pago de costas, daños y perjuicios.    Este  Tribunal,  en  la  sentencia  Nº 1999-5802 de las 15:36 horas del 27 de julio de 1999, desarrolló algunos contenidos del derecho a la autodeterminación informativa, dentro de los que se pueden citar el derecho de acceso a los registros o bases de datos y conceptualiza el procedimiento de habeas  data,  que  tiende  a  la  tutela  del derecho fundamental  señalado.   En consecuencia, el denominado "habeas data" sirve para proteger la información de la persona  amparada,  pues  el  recurso  de  amparo  interpuesto  para  proteger  la autodeterminación informativa, busca proteger el derecho a la intimidad de la persona dueña de los datos. La situación expuesta en este amparo es lo contrario, pues el recurrente  pretende  obtener  el  domicilio  de  una agremiada,  lo  que  no  es  una información pública, como sí lo podría ser el lugar de trabajo. Su pretensión de conocer el domicilio de la demandada para fines de notificación tiene otras vías en el ordenamiento, incluso por la vía del proceso judicial que está vigente.  Se rechaza por el fondo el recurso.  RF
16665-12. ASADAS. NIEGAN INFORMACIÓN DE LA REGIÓN BRUNCA DEL A Y A.  Los recurrentes  manifiestan  que  la autoridad recurrida,  sede   Pérez  Zeledón,    les  ha obstaculizado  y negado    a acceder   a documentos   públicos  que  han querido  ver, relacionados con ASADAS locales,  acto que se dio el 20 de  junio  de 2012, donde se les  obligó    a presentar   una  solicitud  por  escrito  de  la  cual  tienen  recibido  y debiendo  esperar  una  respuesta  según  oficio  No. SUB-G-SSC-UEN-GA-FA-ORAC-B-2012-924  que  fue  recibido  por  correo electrónico,  el 29 de  junio pasado,   lo que estima una  violación a  sus  derechos fundamentales  de acceso a  la  información.  Se declara con lugar el recurso.  Se ordena a la Jefa  de  la UEN de ASADAS de Acueductos  Rurales  de  la Región Brunca del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que proceda, de inmediato, a proporcionarle a los recurrentes  la  información requerida  el 20 de  junio de  2012, a costa  de  éstos. CL  
16696-12. LISTA DE MOROSOS. NEGATIVA DE ENTREGAR NÚMEROS DE EXPEDIENTES DE MOROSOS YA IDENTIFICADOS.  El recurrente acusa violación del derecho a la información, pues la solicitud de información relacionada con las gestiones de cobro que ha realizado dicha institución contra ciertos morosos ya identificados, debido a la crisis económica que ha presentando la misma y que afecta directamente la estabilidad laboral de sus afiliados ha sido denegada por medio del oficio DRSHN-3916-12, de 24 de octubre de 2012  de la Dirección Regional de Sucursales Huetar Norte, en que se indica que por instrucción de la Presidencia Ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social no se le podía brindar la información en razón de tratarse de "datos sensibles de una determinada persona física o jurídica.”. Se declara con lugar el recuso. Se anula el oficio DRSHN-3916-12, de 24 de octubre de 2012, de la de la Dirección Regional de Sucursales Huetar Norte en cuanto niega la información referente a los números de expediente de los morosos de la Caja Costarricense de Seguro Social, plenamente identificados. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva y a la Dirección Regional de Sucursales Huetar Norte ambas de la Caja Costarricense de Seguro Social o a quienes ocupen esos puestos, que en el plazo de TRES DÍAS a partir de la comunicación de esta sentencia se le informe al recurrente sobre los números de expedientes de cobro de las empresas morosas solicitados por el recurrente el 16 de octubre de 2012.  CL
DERECHO DE PROPIEDAD

16200-12. PARCELA. RETARDO EN ENTREGAR TITULO DE ADJUDICACIÓN DE TERRENO.  La recurrente acusa que a pesar de que el Instituto de Desarrollo Agrario le adjudicó desde el 1 de julio de 1998 una propiedad, a la fecha, no se le ha otorgado el título registral de la misma, actuación que vulnera el artículo 45 de la Constitución Política.  Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto de Desarrollo Agrario que en ejercicio de sus funciones, en el plazo de UN MES días contados a partir de la notificación de esta resolución, realice las gestiones pertinentes a fin de que se finalice el proceso de adjudicación de la parcela 6-1 del Asentamiento Finca Agua, como en derecho corresponde. El Magistrado Jinesta declara sin lugar el recurso. CL
15676-12. DESALOJO. OCUPANTES DE ISLA GARZA EN SIERPE DE OSA.   El recurrente manifiesta, que desde hace más de cuarenta años, han habitado un área de doscientas cincuenta hectáreas que comprenden parte de la Isla Garza, lo que ahora se conoce como Humedal Térraba. Señalan que desde hace aproximadamente cuatro años, el Ministerio recurrido ha tratado de desalojarlos de la zona por la fuerza, por lo que se han planteado varios recursos de amparo.  Alegan que, se les pretende desalojar según se menciona a través de dos o tres resoluciones y, como se carece de tiempo para censar y notificar, se utilizó un medio ortodoxo el cual consiste en desalojar a los nacionales, sin haber seguido un debido proceso, situación que coloca a los amparados en estado de indefensión, al no poder ejercer sus derechos fundamentales. En este caso, con vista de los informes rendidos bajo juramento por las autoridades recurridas, aunque en la actualidad se ha realizado el debido proceso, no se ha llegado a la etapa de ejecución del desalojo, pues previamente están realizando coordinaciones con el Ministerio de Seguridad Pública y demás autoridades, a fin de establecer una estrategia conjunta; y que, aunque por resolución del Área de Conservación de Osa, la Dirección Regional del ACOSA, dispuso otorgar a los recurrentes un mes para que voluntariamente abandonaran el lugar, pues de lo contrario se procedería al desalojo administrativo por medio de la Fuerza Pública, les ha sido imposible localizar a las personas que invadieron Isla Garza, ya que algunas utilizan el lugar para vacacionar y en la actualidad no se encuentran en el sitio, por lo que se procedió a realizar la correspondiente notificación en el diario oficial La Gaceta, mediante la publicación por tres ocasiones consecutivas. Aunado a ello, se indicó que como los recurrentes no viven en ese lugar, resulta lógico que desconozcan que el 03 de noviembre de 2011, se realizó la visita interinstitucional y se realizó un censo conjunto. De manera que este Tribunal no tiene elementos de juicio que hagan variar los pronunciamientos ya citados respecto al derecho de defensa que se alega, por lo que procede la desestimatoria del amparo, como en efecto se declara.  Se declara SIN LUGAR el recurso.- SL
DERECHO DE TRABAJO
16127-12. PERMUTA. EXCLUSIÓN DE  JUEZA DE TERNAS POR ENCONTRARSE EN PERÍODO DE PRUEBA. La recurrente alega que el Departamento de la Judicatura del Poder Judicial la excluyó de varias ternas en aplicación del artículo 34 inciso a) del Estatuto del Servicio Civil, cuando en la figura de la permuta no se aplica el período de prueba.  Esta Sala resolvió, con vista de los informes aportados por las autoridades recurridas, que son rendidos bajo la solemnidad del juramento, que el impedimento de la recurrente en participar en las ternas obedece a la aplicación de una normativa vigente y en consecuencia de aplicación obligatoria por parte de las autoridades el artículo 34 del Estatuto de Servicio Judicial.  En estos casos el término de servicio en el puesto superior se acumulará al del inferior, para la obtención de los aumentos por tiempo servido. Por lo tanto es fácil entender que la recurrente debe cumplir con el periodo de prueba que señala la norma -específicamente el inciso a) ya que por voluntad propia solicitó el traslado a otro puesto. Así las cosas, lo actuado no resulta arbitrario y el amparo por ello improcedente. Por otra parte, la inconformidad que tuviera la recurrente con la oportunidad y conveniencia de la medida acordada, constituye un diferendo de mera legalidad que no corresponde discutir en esta sede -toda vez que con ellos no se lesionan, en forma directa, derecho fundamental alguno de aquella-. Se declara sin lugar el recurso. SL
16350-12.  SINDICATO.  FUNCIONARIO QUIEN ES PARTE DE UN SINDICATO, ES SANCIONADO POR ENVIAR CORREO ELECTRÓNICO MASIVO EN EL PODER JUDICIAL.  El recurrente estima lesionados sus derechos fundamentales, toda vez que la autoridad recurrida instauró un procedimiento disciplinario en su contra por el envío de un correo masivo, por medio del cual lo que pretendía era ejercer su derecho de libertad sindical, como representante del Sindicato de la Judicatura.  Se declara con lugar el recurso por violación al derecho de libertad sindical. En consecuencia, se anula la resolución de las ocho horas y cincuenta y tres minutos del uno de octubre de dos mil once, del Tribunal de la Inspección Judicial, únicamente en lo que respecta al recurrente. Se ordena a la autoridad recurrida abstenerse de incurrir en las conductas que dieron mérito para acoger el presente amparo. CL
16163-12. SUSPENSIÓN. FUNCIONARIO SUSPENDIDO SI NOTIFICACIÓN DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO ALGUNO.   El recurrente indica que en julio y agosto de dos mil doce no recibió su salario, realizó las consultas correspondientes y se enteró de que, por medio de la resolución 3326-2012 del dos de julio de dos mil doce, dictada por la autoridad recurrida, se tomó la decisión de interrumpir el giro de su salario a partir del quince de julio y por el resto del curso lectivo dos mil doce. Lo anterior "(…) mientras no se presente a laborar en el cargo por el que mensualmente se le retribuye (…)". Explica que le informan que se encuentra suspendido sin goce salarial por el resto del año. No obstante, señala que no se le ha notificado resolución alguna por medio de la que se le imponga una sanción disciplinaria.    Se declara parcialmente con lugar el recurso por la falta de notificación del proceso disciplinario al recurrente. En cuanto a lo demás, se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial
16177-12. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. RETRASO EXCESIVO EN INICIAR PROCEDIMIENTO A FUNCIONARIOS SUSPENDIDO POR CUATRO MESES.  Las recurrentes manifiestan  que por resolución número 025-08-08-2012 de las diez horas del ocho  de agosto  de dos  mil doce,  el  Alcalde recurrido dispuso  intervenir  el Mercado Municipal, y suspenderlas por cuatro meses con goce de salario. Alegan que a la fecha de interposición de este recurso, no se les ha abierto expediente administrativo, no existe indicio de haber cometido falta alguna, no hay denuncias establecidas en su contra y han transcurrido casi dos meses desde que se las suspendió, lo cual consideran violatorio de sus derechos fundamentales.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, solo en cuanto al retraso en que ha incurrido la Municipalidad de Limón en dar inicio al procedimiento administrativo en contra de las tuteladas, si así lo considerare procedente. En consecuencia, se ordena al Alcalde de Limón, que de estimarlo procedente, de inmediato inicie el procedimiento administrativo disciplinario en contra de las recurrentes, o en su defecto, dispongan lo que en derecho corresponda. En lo demás se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Jinesta Lobo y Armijo Sancho salvan el voto y declaran con lugar el recurso, también respecto al tema de acceso al expediente durante la investigación preliminar.  CL Parcial
16228-12. SALARIO.  RETARDO INJUSTIFICADO EN CANCELARLE A FUNCIONARIO EL SUELDO QUE LE CORRESPONDE.  La recurrente acusa que desde el 13 de agosto del 2012 se ha desempeñado como docente de la escuela República de México del distrito de Cajón, Pérez Zeledón, sin que a la fecha las autoridades recurridas le hayan cancelado los montos que le corresponden de salario, ni los recargos del Comité de Evaluación y Comité de Apoyo. Alega que tampoco se le han cancelado los puntos de carrera profesional, ni el recargo por zona de menor desarrollo.   Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos y a la Jefe del Departamento de Control de Pagos, ambos funcionarios del Ministerio de Educación Pública, que de INMEDIATO tomen las medidas necesarias y gire las órdenes pertinentes para que a la recurrente se le cancele el salario como en derecho corresponde que se le adeudan por las funciones que ha desempeñado el presente año como docente de la escuela República de México del distrito de Cajón, Pérez Zeledón.  CL
16262-12. SALARIO. REBAJO SIN OBSERVARSE EL DEBIDO PROCESO.  La recurrente presenta  el recurso  a favor  de  la amparada, pues considera que a esta se le está violentando su derecho al salario ya que recientemente le aparecen rebajos por concepto de incapacidad, sin haberle seguido un procedimiento  previo (debido  proceso)  y  aplicándole rebajos desproporcionados, quedándole su salario insuficiente para satisfacer sus necesidades.  Se declara PARCIALMENTE CON lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos y a Catalina Chinchilla Casares en su calidad de Jefa del Departamento de Control de Pagos, ambos del Ministerio de Educación Pública, que dentro del plazo de tres días contado a partir de la notificación de esta resolución, enderecen los procedimientos a fin de comunicar a la amparada, como es debido, sobre los montos pagados de más, el saldo que adeuda y la forma en que se procederá a su cancelación definitiva.   En todo lo demás se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Castillo lo declaran con lugar en todos sus extremos.  CL Parcial
16329-12.  PRESTACIONES LEGALES. RETARDO EXCESIVO EN CANCELAR A FUNCIONARIA DESPEDIDA SUS PRESTACIONES. El recurrente manifiesta que  las autoridades recurridas procedieron  a cesar  su nombramiento  a  partir del primero de julio de 2012 del puesto que desempeñaba, sin que a la fecha se le haya cancelado lo correspondiente a sus prestaciones legales. Indica que a través de engaños se le hizo firmar un documento por medio del cual renunciaba a la plaza como Miscelánea, en el que venía nombrada desde hace 18 años de forma interina. Señala que al solicitar se le indicarán las razones de su despido se le indicó que supuestamente no cuenta con los estudios académicos para el puesto, no obstante, al momento de su ingreso al Servicio de Guardacostas en el año de 1994 cumplía a cabalidad los requerimientos del puesto.  Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso. Se ordena a ordena al Viceministro y  a la Directora de Recursos Humanos, ambos funcionarios del Ministerio de Seguridad Pública, o a quiénes en su lugar ejerzan esos cargos, que en forma inmediata realicen las diligencias necesarias dentro del ámbito de su competencia para que en el término improrrogable de UN MES, contado a partir de la notificación de esta resolución, se cancele a la recurrente  los extremos correspondientes a las prestaciones legales que en derecho le corresponden.  CL Parcial
16506-12. DISCRIMINACIÓN. RECHAZADA TRAMITE PARA OPTAR POR U N PUESTO EN O.I.J. POR SU PESO.   El recurrente manifiesta, que en el año 2011 presentó una solicitud para ingresar al OIJ como Investigador 1, sometiéndose al proceso de reclutamiento y aprobando las pruebas psicológicas y médicas correspondientes. Sin embargo, días después le llamaron de parte del Departamento de Antecedentes para informarle que, para poder entrar al OIJ  tenía que rebajar unas libras de más. Refiere que en el mes de octubre de 2012 cumplió con lo indicado, y en razón de ello envió una nota, por cuanto  el peso que se le pedía era de 98 kg y había alcanzado los 93 kg. Sin embargo, el 14 de noviembre le informaron que, según había resuelto el consejo respectivo, no podía formar parte del Organismo de Investigación Judicial. Estima ser víctima de una discriminación por su peso. Esta Sala no es un contralor de la legalidad de las actuaciones o resoluciones de las Autoridades del OIJ, por lo que no le corresponde funcionar como una instancia de alzada en la materia, a efecto de revisar si sus decisiones se ajustan o no a la normativa legal vigente y al merito de cada caso, desde un punto de vista meramente legal o técnico. Asimismo, tampoco le compete establecer si algún aspirante a un nombramiento tiene o no la idoneidad necesaria para desempeñarse en ese cargo. Por lo tanto, a falta de hechos que denoten una grosera discriminación operada en su perjuicio, la disconformidad que el afectado mantiene porque no se le dejó ingresar al Organismo de Investigación Judicial, no es una cuestión que deba ventilarse aquí. Se rechaza de plano el recurso.  RP
16682-12. DESPIDO. FUNCIONARIO DESPEDIDO CON INOBSERVANCIA AL DEBIDO PROCESO.  Alega  el  recurrente  que  aunque  las autoridades recurridas  resolvieron despedirlo   sin   responsabilidad   patronal,  al  atribuirle  la autoría de un robo,  no se  le brindó posibilidad  de defensa,  no  le informaron que tenía derecho   a  tener acceso   a  la  información  en  su contra,   que  tenía derecho a recibir  asesoría  letrada,  los recursos   a  través  de  los  cuales  podía  impugnar  la resolución,  la  sanción  que  se  pretendía  aplicarle  y  nunca  se  le  citó  a comparecencia alguna o recepción de prueba.  Se declara CON LUGAR el recurso por violación al derecho de defensa. En consecuencia,  se  anulan  los  oficios  AD-0549-12  de  21  de  agosto  de  2012, AD-0579-12 de   31 de agosto de 2012 y ARL N° 76/2012 de 19 de setiembre de 2012. Se ordena al Administrador  General  a.i.  y  de Coordinador   del Departamento Administrativo, ambos de la Fábrica Nacional de Licores (FANAL), y al Gerente General  del Consejo Nacional  de  Producción (CNP), procedan  a  girar  las  instrucciones  que  correspondan  para  enderezar  el procedimiento  seguido  en  contra  del  recurrente  a  fin  de  que  se  respeten  los principios mínimos  del debido  proceso ,  si  otra  causa  no  lo  impide. CL
16690-12. DESPIDO. FUNCIONARIA JUDICIAL EMBARAZADA DESPEDIDA CON INOBSERVANCIA DEL DEBIDO PROCESO.  La recurrente manifiesta que desde hace aproximadamente quince años trabaja para el Poder Judicial. Señala que por resolución de las 16:20 horas del 9 de julio del 2011, el Tribunal de la Inspección Judicial le notificó el traslado de cargos de una causa disciplinaria. Indica que a finales de julio del 2011 comunicó a su patrono su estado de embarazo y del 20 de diciembre del 2011 al 19 de abril del 2012, estuvo incapacitada por maternidad y posteriormente, en período de lactancia.  Refiere que  el Tribunal de la Inspección Judicial el 14 de junio de 2011, declaró con lugar el procedimiento disciplinario seguido en su contra, calificándose la causa como gravísima y ordenándose la revocatoria de su nombramiento.  Indica que apeló, pero por acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, se confirmó lo resuelto por el Tribunal de la Inspección Judicial. Refiere que puso en conocimiento de la Dirección de la Inspección del Trabajo del Ministerio de Trabajo las diligencias de despido en su contra, en observancia del numeral 94 del Código de Trabajo. En virtud de lo anterior, continúa siendo empleada judicial. En su criterio, su patrono irrespetó el contenido del artículo 94 del Código de Trabajo y violentó el debido proceso al confirmar el despido.  Esta Sala resolvió, que en este caso no hay evidencia, ni siquiera indiciaria, de que la actuación de los recurridos tenga el propósito de separar a la actora de su cargo debido al embarazo. Por el contrario, la causa disciplinaria inició antes de que se encontrara en esa condición, ella no se adujo durante el procedimiento y ya se sometió el asunto a conocimiento del Ministerio de Trabajo, sede donde se definirá si se atendió a las pautas que emana el artículo 94 del Código de Trabajo. Es menester resaltar que la mujer trabajadora embarazada cuenta con un fuero especial en la jurisdicción laboral, para tutelar su situación particular, donde puede hacer valer los derechos que considere vulnerados. Se declara sin lugar el recurso. SL
16852-12, 16853-12, 16854-12. CONCURSO.  RETARDO EN ACTUALIZAR DATOS IMPIDE A DOCENTE OPTAR POR PUESTO EN EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN.  La recurrente  manifiesta, que en el dos mil doce, participó en una actualización de base de datos efectuada por la Dirección de Servicio Civil, donde ingresó todos su atestados y actualizó su experiencia profesional, para de esa forma lograr que se le asignara una calificación y consecuentemente se le incorporara a la lista de elegibles de la Dirección accionada, para obtener un nombramiento en propiedad. Manifiesta que a pesar de que participó en dicha actualización de datos e incluyó todos sus atestados, la Dirección General de Servicio Civil no le tiene dentro de la lista de elegibles para obtener un puesto interino o en propiedad en el Ministerio de Educación Pública, tal y como consta en su oferta de servicios dos mil doce, sino que utiliza de forma arbitraria la base de datos de dos mil nueve. Alega que el no tenerle en la lista de elegibles con sus datos actualizados, hace que se limiten sus opciones de optar por un nombramiento en propiedad y limita su derecho al trabajo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. Se ordena: i) al Director General el Servicio Civil y a la Directora del Área de Carrera Docente, que de inmediato actualice los atestados de la amparada, en el Registro de Elegibles 2009 para los nombramientos en propiedad del 2013 con base en la información suministrada por él en el sitio web, de modo tal que no remita al Ministerio de Educación Pública ningún registro de elegibles en el que pudiera participar la parte accionante, hasta tanto no proceda con la actualización indicada; y ii) al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que omita hacer designaciones en propiedad en las plazas en las que la parte recurrente manifestó interés en participar, hasta tanto el Director del Área de Carrera Docente de la Dirección General de Servicio Civil no cumpla lo ordenado en este pronunciamiento. Deberán los recurridos en el plazo máximo de SEIS MESES, contados a partir de la notificación de esta sentencia, solucionar de forma definitiva el proceso mediante el cual se realiza la actualización de los atestados de los funcionarios del Ministerio de Educación Pública, informando a la Sala sobre las acciones desarrolladas respecto del proceso de actualización. Los Magistrados Jinesta Lobo, Castillo Víquez y Guerrero Portilla salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
15408-12.  DESPIDO. DESTITUCIÓN DE DIRECTORA DE ASESORÍA DE LA FRACCIÓN SIN OBSERVARSE EL DEBIDO PROCESO. (PUESTO DE CONFIANZA). Diputados de la Asamblea  Legislativa del Partido Acción Ciudadana, presentan el recurso a favor de la amparada por cuanto indican inicialmente fue nombrada como Directora de Asesoría de la Fracción a partir del l de junio del 2011 y hasta el 30 de abril del 2014. Sin embargo, el Directorio Legislativo, a solicitud unilateral de la actual Jefa de Fracción del PAC, destituyó a la recurrente de su cargo, razón por la cual quedó cesante de su cargo.  Esta Sala resolvió, que en este caso estamos frente a un puesto de confianza, que como tal, según jurisprudencia reiterada de esta Sala  Constitucional, no está sujeto a la estabilidad prevista en el artículo 192 de la  Constitución Política.  Tratándose de este tipo de puestos, dado que quien lo nombra puede elegirlo libremente sin sujeción alguna, ni trámite ni procedimiento, también puede ese dejar el nombramiento sin efecto, desde el momento en que así lo considere oportuno. De esta forma, se puede dar por terminado el contrato de trabajo antes de la finalización del plazo por el cual el nombramiento se otorgó. Determinándose que, si la remoción se da con responsabilidad patronal no es necesario seguir un debido proceso, sino únicamente una previa comunicación al servidor. Se declara SIN lugar el recurso. SL
15397-12. ACOSO LABORAL. SE CUESTIONA RESULTADO DEL PROCESO. En el presente asunto, la recurrente cuestiona un acuerdo de la Junta Directiva de la Caja Costarricense  de Seguro Social, por el que se libró de responsabilidad  al investigado dentro del procedimiento disciplinario por acoso laboral y que fuera iniciado por una denuncia presentada  por su persona,  pues a su parecer dicho acuerdo implica una vulneración de los principios de iuris tantum y non bis in idem, por lo que pide se anulación. Ahora bien, debe señalarse a la accionante que no corresponde a esta jurisdicción analizar los aspectos de fondo por lo que la autoridad accionada acogió el recurso de revisión planteado por el acusado y que  conllevaron  a  que  se  le  eximiera  de  responsabilidad  por  los  hechos denunciados por la amparada, o determinar si los razonamientos aplicados por la recurrida para ello son correctos  o no,   pues dicha situación es un asunto de legalidad  que deberá ser planteado ante las instancias ordinarias del caso, con el fin de que se resuelva ahí lo que en derecho corresponda.  Asimismo, y sin demérito de lo anterior, conviene mencionar que de los informes y las pruebas presentadas por los accionados, se desprende que a la interesada, en su calidad de denunciante, se le notificaron una serie de resoluciones emitidas dentro del procedimiento antes citado, y además se le otorgó acceso al expediente respectivo, otorgándosele  incluso  copia  del  acuerdo  que  ahora  cuestiona,  antes  de  la interposición de este recurso de amparo, por lo que se comprueba  que se garantizaron a la interesada los derechos que le correspondían en su calidad de denunciante. Así, en razón de lo anterior, el recurso debe desestimarse. Se declara sin lugar el recurso. SL
15622-12. CONCURSO.  SE ACUSA QUE LA SELECCIÓN DE LOS JUECES PENAL JUVENIL DEBE HACERLA PERSONA DISTINTA A LA QUE LOS EXAMINÓ. El recurrente manifiesta, que la selección de los jueces debe hacerla una persona diferente a la que la examinó y eso no sucedió así en este caso. Lo anterior en aplicación de los principios de establecidos en el artículo 42 Constitucional a los procesos de evaluación y selección de personal seguidos para hacer nombramientos en plazas de Juez 5 de Apelaciones en Penal Juvenil. Esta Sala resolvió,  que no está llamada a revisar si el sistema de evaluación objetado es el más apropiado para establecer la idoneidad de los aspirantes para estos cargos, ni tampoco si una de las Magistradas debió abstenerse de participar en un Tribunal Examinador. Aunado a ello, por esas mismas razones no puede esta Sala Constitucional controlar los contenidos de las pruebas aplicadas a los aspirantes o establecer si realmente los integrantes del Tribunal Examinador actuaron arbitraria y subjetivamente a la hora de calificarles. Los supuestos agravios mencionados en realidad carecen de relevancia constitucional y, más bien, constituyen diferendos de legalidad ordinaria, razón por la cual deberá la parte recurrente acudir ante la vía de legalidad respectiva, a fin de plantear allí las gestiones que estime pertinentes para que se resuelva lo que en derecho corresponda. Se rechaza de plano el recurso.  RP 

15700-12. CERTIFICADO DE DESPIDO. NEGATIVA DE EMPRESA PRIVADA A ENTREGÁRSELO A EMPLEADOS DESPEDIDOS.  Los recurrentes alegan que la empresa recurrida los cesó, pero no le entregó la carta de despido al amparado, como en derecho corresponde.   Esta Sala resolvió, que al expirar la relación laboral, por cualquier causa que la haya hecho terminar, el patrono se encuentra obligado a darle un certificado al trabajador, el cual debe de contener la fecha de su entrada y la de su salida, la clase de trabajo ejecutado, y si el trabajador lo desea, la manera como trabajó y las causas del retiro o de la cesación del contrato, que en el caso bajo estudio, tal denegatoria repercute en los intereses del accionante. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de  Beneficio Turín S.A., o a quien ocupe el cargo, que en el término improrrogable de TRES DÍAS, contado a partir de la notificación de esta resolución, entregue la carta requerida por el accionante, de conformidad con el artículo 35 del Código de Trabajo. CL
15718-12. IUS VARIANDI. MODIFICACIÓN EN CONDICIONES LABORALES DISMINUYE SALARIO DE FUNCIONARIO. La accionante presenta recurso de amparo contra la Municipalidad de San Carlos. Acusa lesión a sus derechos laborales porque sufrió ius variandi abusivo con la entrada en vigencia del Nuevo Manual de Clases de Puestos, ya que sufre un descenso en el puesto que ostenta en propiedad y por ende se reduce drásticamente su salario. Esta Sala, con vista del informe rendido por la autoridad recurrida, constata la vulneración de los derechos de la tutelada, ya que, no se le otorgo audiencia de previo a la modificación en la categoría del puesto en que se encuentra nombrada en propiedad (Técnico Municipal1-A).  En definitiva, teniendo por acreditado que hubo un ejercicio abusivo del ius variandi , y que la Administración fue omisa en conferir la audiencia, lo que corresponde es declarar con lugar el recurso.  Se declara con lugar el recurso. Se anula la acción de personal 0573-3012 del veintiocho de marzo del dos mil doce, de la Municipalidad de San Carlos. CL
DERECHO PENAL
16607-12. CONTRAVENCIÓN.  OMISIÓN JUDICIAL EN NOTIFICAR AL IMPUTADO DE CONVERSIÓN DE MULTA A PRISIÓN.   El recurrente reclama violación a su libertad personal, pues fue detenido por oficiales de la Delegación de Matina, debido a una sentencia del Juzgado  Contravencional   y  de  Menor  Cuantía  de  Matina,  en donde,   en  ningún momento, se le indicó que, de no pagar la multa, sería enviado a prisión. Se declara parcialmente con   lugar  el recurso  únicamente contra  el Juzgado Contravencional   y  de Menor   Cuantía  de Matina, con  base   en  lo dispuesto por   el artículo 52 párrafo 1º de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se le ordena al Juez Contravencional y de Menor Cuantía de Matina, y al Juez Coordinador  de este despacho, abstenerse de incurrir  en los hechos que dieron fundamento a la estimatoria de este recurso de hábeas corpus.  En  lo  demás  se declara   sin  lugar  el recurso.  CL Parcial 

16613-12. PRISIÓN PREVENTIVA. IMPUTADO ESTUVO DETENIDO A PESAR DE VENCIMIENTO DE MEDIDA CAUTELAR. La recurrente manifiesta que ante el Tribunal accionado se sigue contra el amparado una causa penal e indica que por resolución de las 09:44 horas del 14 de setiembre de 2012,  dictada  por la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, se amplió la prisión preventiva en perjuicio del amparado  por el plazo de dos meses más, el cual venció el 14 de noviembre del año en curso. Refiere que al 15 de noviembre de 2012 el recurso de casación se encuentra  en trámite ante la autoridad   judicial recurrida, por   lo  que  la sentencia condenatoria dictada contra  el amparado no  está  firme  y  la  prisión preventiva ya está vencida, sin que se  les haya comunicado  resolución alguna a fin de prorrogar la misma. Esta Sala resolvió, con vista de los informes de las autoridades recurridas, que por  sentencia 2012-00165  de las 10:13 horas del 16 de noviembre de 2012 la Sala Tercera declaró sin  lugar  el recurso  de  casación  de  la recurrente.   Lo anterior   quiere decir   que  el recurso  se  resolvió dos   días  después  del vencimiento  de  la  prórroga  de  la  prisión preventiva  y que durante ese lapso el tutelado estuvo privado de libertad sin ninguna resolución jurisdiccional que  respaldara  esa circunstancia.  Con  ello  se  configuró  la infracción de su derecho a  la libertad personal, por lo que el recurso debe estimarse, aunque  sin  impartir  ninguna orden   específica,  ya  que  el recurso  de  casación  fue finalmente desestimado.  Se declara con lugar  el recurso.  CL
16617-12. SENTENCIA.  NEGATIVA A ENTREGAR COPIA DE SENTENCIA. El recurrente adujo  que  las autoridades  del Tribunal  Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, se negaron  al momento de finalizar  el debate de la causa instaurada  en su contra, a entregarle una copia de  la sentencia. Señaló que frecuentemente se le  indica que no existe respaldo de la misma.  Reclamó que, en su oportunidad,  el Tribunal  clausuró el debate y no le brindó la posibilidad,  de previo, de llevar a cabo manifestación alguna.  Subrayó que no tuvo acceso al recurso de apelación. Esta Sala resolvió,  con vista del informe rendido por la autoridad judicial recurrida, que en ningún  momento  se  le  negó  a ninguno   de  los imputados   una  copia  del documento y más bien,  la esposa  de  uno de ellos se hizo presente para solicitar una copia  en disco y se le entregó.  Este Tribunal,  luego de examinar  el tomo II del expediente aportado, logró determinar  que la sentencia   íntegra  se encuentra   en  los  folios  del  1092  al  1160.  Resulta claro, entonces,  que   existe respaldo  digital  y material  de  la sentencia  en  cuestión  y que, además, no   se  denegó  la entrega  de  la misma,  tanto que,  inclusive, se   facilitó una copia  en disco  compacto   a  la esposa   del  aquí recurrente.   Bajo  este  orden  de circunstancias,  este extremo del recurso deviene manifiestamente  improcedente,  y así debe declararse.   Además, en esta sede y, a través del mecanismo del hábeas corpus,  este Tribunal  examina aquellas violaciones  al debido  proceso groseras,  es decir,  que hubieren causado indefensión al imputado y que, además, deriven de forma directa  en  una  privación  de  libertad.  Estima  esta  Cámara  que  el  tutelado, verdaderamente,  busca   abrir etapas  procesales   ya precluidas,   pues,  debió,  en  su momento,  plantear  el agravio  en cuestión como parte de la impugnación  pertinente de la sentencia. Así las cosas, este alegato tampoco es de recibo. Por último, el tutelado indicó que no tuvo acceso a un recurso de apelación. En cuanto a este punto, esta  Sala indica  el recurrente que  lo correspondiente  será resuelto  en  el recurso de hábeas corpus No. 12 -007712 - 0007 - CO, mismo que se encuentra suspendido en función de la acción de inconstitucionalidad  No. 12 – 003274-0007-CO. Se declara sin lugar el recurso.  SL
16405-12. DETENCIÓN. IMPUTADO DETENIDO SIN HABER SIDO REMITIDO ANTE AUTORIDAD JUDICIAL.  El recurrente estima lesionado su derecho a la libertad de tránsito, toda vez que desde el pasado 16 de setiembre se encuentra detenido sin que haya sido pasado a la orden de un Juez, por lo que desconoce las razones de su captura. Esta Sala resolvió, con vista del informe rendido por la autoridad judicial, descartar la alegada violación al derecho a la libertad de tránsito del tutelado, toda vez que tal y como se pudo comprobar, su detención se encuentra suficientemente fundamentada en la resolución del Juzgado de Ejecución de la Pena del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, donde se revocó el beneficio de libertad condicional que gozaba dentro de la causa penal en su contra. Por esa razón, es que evidentemente no era necesario que fuera remitido ante una autoridad jurisdiccional de previo a su remisión al Centro Penitenciario, pues en su contra existe sentencia firme. Las autoridades del Organismo de Investigación Judicial informaron bajo gravedad de juramento, que al momento de su detención, el condenado fue puesto en conocimiento sobre su situación jurídica, y se le hicieron las advertencias de ley, razón por la cual no es cierto que desconocía la razón de su detención. Se declara sin lugar el recurso.  SL
16848-12. PRISIÓN PREVENTIVA. IMPUTADO PRIVADO DE LIBERTAD A PESAR DE VENCIMIENTO DE LA MEDIDA CAUTELAR. El recurrente, privado de libertad en el Centro Penal de San Sebastián, alegó que permanece en prisión, pese a que la medida cautelar dictada en su contra se venció el 25 de octubre de 2012 y no fue prorrogada. De otra parte, atribuyó la condenatoria en su contra a error en la defensa por parte de su defensor público que, por amistad con el Fiscal, no impugnó la sentencia condenatoria.  Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del tutelado. Se le ordena al Tribunal de Apelación o a la Sala Tercera de Casación, según el caso, que de forma inmediata se pronuncie sobre si prorroga o no la prisión preventiva. La Magistrada Calzada y el Magistrado Cruz salvan parcialmente el voto y ordenan poner en libertad al tutelado.  CL 

16849-12. PRISIÓN PREVENTIVA. IMPUTADA DETENIDA SIN ENCONTRARSE FIRME LA SENTENCIA CONDENATORIA. (CAMBIO DE CRITERIO) El  recurrente   manifiesta, que en el  Tribunal recurrido se tramita  proceso  penal en contra de los amparados,  por imputárseles el delito de venta agravada de drogas. Indica que fue condenado y se prorrogó la  medida  cautelar  de  prisión  preventiva  por  seis  meses,  con vencimiento   al  20  de  octubre  de  este  mismo  año.  Señala  que  por  voto  número 2012-2009  de las 10:57 horas del 11 de octubre pasado,  el  Tribunal  de Apelaciones de Sentencias Penales del Segundo Circuito Judicial  de San José, declaró sin lugar el   recurso  de  apelación  de  sentencia interpuesto   por  la  representación  de  los amparados  en contra de  la sentencia referida,  resolución  en  la que  el juzgador de segunda instancia  omitió pronunciarse sobre la continuidad  de la prisión preventiva, cuyo  término  se hallaba  próximo  a vencer.  Agrega  que  el  01  de noviembre  de  este  año,  fue interpuesto  en tiempo y forma por parte de la defensa de los amparados,  recurso de casación en contra de la citada sentencia,  recurso cuya interposición suspende precisamente  los efectos de  la  resolución impugnada,  así como los de aquella  confirmada por  ésta. De esa forma, considera que los tutelados se encuentran  ilegítimamente privados de su libertad,  al no haber sido prorrogada por  parte del Tribunal  recurrido, la prisión preventiva  que  se dictó  en  su contra,   la cual venció desde el veinte  de octubre de este  años, y  al no hallarse firme  la sentencia dictada  en  su contra. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad de los amparados. La magistrada Calzada y el magistrado Cruz salvan parcialmente el voto y ordenan poner en libertad a los amparados. CL

16850-12. PRISIÓN PREVENTIVA. IMPUTADA DETENIDA SIN ENCONTRARSE FIRME LA SENTENCIA CONDENATORIA.  (CAMBIO DE CRITERIO)El  recurrente manifiesta,  que en el Tribunal  Penal del Primer Circuito Judicial  de San  José , por sentencia  número 380-2012  de  las  8:00  horas  del  23  de  abril  de 2012, resolvió que  la  amparada  debe  descontar  cinco  años  de prisión  por  el  delito acusado.  Agrega   que   le  impuso a  la amparada  la obligación de firmar  periódicamente  ante  el Tribunal  que conoce  la  causa. Refiere   que  presentó  un  recurso  de  apelación  contra  la  citada sentencia,   en  el Tribunal   de Apelación  de Sentencias  de Goicoechea,   el  cual  declaró  sin lugar. Señala que la sentencia dictada por  el Tribunal  de Apelación aún no se encuentra firme,  pues ni  siquiera  ha transcurrido  el plazo para pedir adición y aclaración y, aún menos, el término para interponer  recurso de casación.   Sin embargo, afirma  que el  23 de octubre de 2012 la amparada se apersonó al Tribunal  a firmar  y fue detenida.   No obstante, en el despacho accionado se le  informó que había un voto reciente,  sin señalar el número,  que  permitía  realizar  dicho proceder. Estima   lesionados  los derechos fundamentales   de  la amparada,   ya  que  se  le detuvo   sin respetarse que adquiriera firmeza   la sentencia. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara CON lugar el recurso, en consecuencia se anula la resolución del Tribunal Penal del I Circuito Judicial de San José de las 13:12 horas del 17 de octubre del 2012, debiendo dicho Tribunal pronunciarse sobre la petición del Ministerio Público. Asimismo, se ordena dejar en libertad a la amparada, salvo orden en contrario. CL
16851-12. PRISIÓN PREVENTIVA. IMPUTADA DETENIDA SIN ENCONTRARSE FIRME LA SENTENCIA CONDENATORIA.  (CAMBIO DE CRITERIO) La recurrente manifiesta, que en  contra  de  los  amparados  se  tramita  causa  penal.  Indica que en contra de la sentencia condenatoria se interpuso en  tiempo  y  forma  recurso  de  apelación  para  ante  el Tribunal  de Apelación  de Sentencia   del  II Circuito  Judicial  de  San  José,  además  se  presentó  recurso  de casación.    Añade  que  el  21  de  octubre  del  año  en  curso  venció  el  plazo  de  la prisión preventiva  impuesta  a  los amparados,   fecha  desde  la  cual se  encuentran  privados  ilegítimamente  de  su  libertad,  al  no  mediar resolución   fundamentada  alguna  que prorrogue   su  detención.   Sostiene   que  la resolución emitida por  el Tribunal  de Apelación de Sentencia en dicho proceso  no está  firme,  por  lo  que  no  es ejecutable  es estricto sentido  según  el principio  de legalidad.   Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad de los tutelados. Se le ordena a la Sala Tercera de Casación que de forma inmediata se pronuncie sobre si prorroga o no la prisión preventiva. La Magistrada Calzada Miranda y Cruz Castro salvan parcialmente el voto y ordenan poner en libertad a los tutelados. CL  

15924-12. MANIFESTACIÓN PÚBLICA. MANIFESTANTE DE MARCHA DETENIDO Y GOLPEADO POR POLICÍA ADMINISTRATIVA. El recurrente manifiesta que el 9 de octubre de 2012, el amparado participaba en las manifestaciones que se estaban realizando en las inmediaciones de la Asamblea Legislativa, con ocasión de la marcha de "Fotocopiando para estudiar". Ese  mismo día, su patrocinado fue detenido con uso excesivo de fuerza y violencia, en claro abuso de autoridad y agresión física por las autoridades del Ministerio de Seguridad Públicas, como oficiales de la Sección UIP y GAO, entre otros funcionarios policiales que participaron en ese operativo, siendo trasladado a las Oficinas de la Delegación de Policía. Acota que hasta el momento se tiene conocimiento que el amparado a raíz de los fuertes golpes recibidos, fue trasladado al Hospital San Juan de Dios, para que después del respectivo parte médico fuese trasladado a la Delegación Policial de Barrio México. Con base en las particularidades del caso, se declara con lugar el recurso por uso irracional y desproporcionado de la fuerza policial. Se ordena al Ministro de Seguridad Pública, que en el plazo de 48 horas, contado a partir de la notificación de esta resolución, debe abrir un procedimiento administrativo disciplinario en contra de los oficiales que realizaron la detención del recurrente. CL
16043-12. MANIFESTACIÓN PÚBLICA. CIUDADANOS DETENIDOS POR MANIFESTARSE EN VÍA PÚBLICAS.  El recurrente solicita se ordene a las autoridades del Ministerio de Seguridad Pública y la Presidencia de la República abstenerse de cualquier acto de represión ante la celebración de manifestaciones públicas, la utilización de policía antimotines, así como, la detención de cualquier persona que participe en cualquier manifestación pública.  Esta Sala resolvió, que no es cualquier amenaza a la libertad o a la integridad física la que es amparable en esta sede, sino que la misma debe ser precisa, grave, cierta, actual, concreta e inminente, pues de no ser así se estaría en presencia de un futuro incierto que podría no ocasionar ninguna violación a ese preciado derecho constitucional y por ende incapaz de ser protegida por el instituto del Hábeas Corpus. En cuanto a la pretensión del recurrente debe indicarse que no es competencia de este Tribunal "librar un oficio" o emitir directriz alguna al Poder Ejecutivo respecto a la forma en que debe ejercer las atribuciones que le confiere el artículo 140 de la Constitución Política.  Se rechaza de plano el recurso. RP
16037-12. NÁUFRAGOS. EXTRANJEROS DETENIDOS SIN RESPETAR SU CONDICIÓN DE NÁUFRAGOS. El recurrente reclama que los amparados, todos de nacionalidad nicaragüense, han sido detenidos, incomunicados y privados del trato que merecen en su condición de náufragos, de acuerdo con el derecho internacional  Humanitario. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara SIN lugar el recurso. SL
15918-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. La recurrente alega que el Juzgado recurrido dictó medida de prisión preventiva contra el amparado hasta el 23 de setiembre de 2012. No obstante, pese a que la medida se encontraba vencida, no fue sino hasta el 24 de septiembre de 2012, que el Juez recurrido la revisó y dispuso prorrogarla, argumentando que la detención no es ilegítima, toda vez que por tratarse el día 23 de setiembre (domingo) de un día inhábil, lo procedente era señalar un día después. Se declara parcialmente con lugar el recurso, sin ordenar levantar la medida cautelar impuesta al amparado. En los demás extremos se declara sin lugar. CL Parcial
15942-12. REBELDÍA. RESOLUCIÓN QUE ORDENA CAPTURA DE IMPUTADO NO LE FUE DEBIDAMENTE NOTIFICADA.  El accionante manifiesta, que ante la Fiscalía Adjunta de Pavas se tramita causa penal por el delito de violación, en contra del amparado. Refiere que los recurridos decretaron la rebeldía del amparado y se dictó orden de captura en su contra. Que durante el proceso no se ha citado en ninguna oportunidad al amparado. Indica que el hecho de que el encartado haya cambiado su domicilio, no implica que quiera evadir la justicia, máxime que en ningún momento se le ha notificado resolución alguna por parte de la Fiscalía u otra autoridad jurisdiccional. Manifiesta que el tres de diciembre del dos mil diez, en contra del amparado, se declaró su rebeldía por no ser notificado sin que mediara solicitud de la Fiscalía al respecto. Añade que como consecuencia de dicha declaratoria el veintiocho de julio del dos mil doce, se dispuso la detención del amparado, resolución que no le fue debidamente notificada a su representado. Esta Sala resolvió, después de analizar los elementos probatorios aportados  a los autos,  así como el informe rendido por la autoridad recurrida – bajo juramento-, que la resolución que decreta la rebeldía del acusado no presenta vicios de inconstitucionalidad. Nótese que la resolución se fundamenta en la imposibilidad de ubicar al acusado en la dirección que aportó, por no comunicar el cambio de su domicilio, conforme con los artículos 84 y 89 del Código Procesal Penal, obstaculizando de ésta forma el desarrollo del proceso. Así las cosas, es evidente que la declaratoria de rebeldía del imputado tiene como objeto garantizar el resultado del proceso penal. Se declara sin lugar el recurso. SL
15950-12.  REVISIÓN. RECHAZO DE RECURSO PRESENTADO POR SENTENCIADO LE CAUSA INDEFENSIÓN.  El recurrente quien se encuentra privado de libertad, considera lesionados sus derechos fundamentales, en virtud de que, interpuso recurso de revisión de la sentencia, mediante la cual fue condenado ante la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, pero mediante resolución número 2012-01154, la Sala Tercera rechazó el recurso de revisión por inadmisible y denegó la presentación de nueva prueba al proceso, al argumentar que a partir del 09 de diciembre de 2011 entró en vigencia la Ley número 8837, a través de la cual se derogó la posibilidad de revisar los vicios procesales una vez firme la sentencia penal. Esta Sala resolvió,  con vista del informe rendido por la autoridad recurrida, que no se produjo el agravio reclamado. En primer lugar, porque efectivamente la gestión presentada por el tutelado el 09 de enero del año en curso, no guarda relación con la disposición transitoria, en el tanto que no fue presentada dentro de los primeros seis meses a la entrada en vigencia de la Ley 8837. Asimismo por cuanto el mecanismo de impugnación que procedía en su caso, era la revisión de sentencia, pero siempre que hubiera alegado la vulneración del artículo 8.2.h de la Convención. Además, por cuanto las nuevas reglas procesales no contemplaban la posibilidad de la conversión o readecuación a otro medio impugnaticio, en los procesos con sentencia firme y por último, por cuanto no había expresado el motivo o agravio concreto que pudo haberse producido en el fallo que lo condenó y sólo pidió que se conociera y resolvieran nuevamente alegatos que con anterioridad había planteado tanto en el recurso de casación como en el procedimiento de revisión, interpuestos en su oportunidad contra la sentencia condenatoria en el año 2002 y 2006, respectivamente, sobre los cuales, ya existía pronunciamiento previo. Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
16040-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO,  El recurrente, abogado particular del amparado, considera que este ha permanecido ilegítimamente privado de libertad desde que el pasado 28 de junio del 2012 venció el plazo de la prórroga de prisión preventiva, dispuesta en la resolución del Tribunal de Casación Penal que anuló la sentencia condenatoria y ordenó el reenvío de la causa.  En este caso, señala la Sala que con vista en el informe rendido por el representante de la autoridad recurrida -dados bajo fe de juramento-, y la prueba aportada para la resolución del presente asunto, tiene por comprobado que no son ciertos los alegatos del recurrente (amparado en prisión preventiva pese a que esta venció desde el 28 de junio del 2012) pues en resolución del 27 de junio del 2012 se prorrogó la prisión preventiva hasta el 28 de setiembre del 2012, y el 27 de setiembre del 2012 el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal prorroga la prisión preventiva hasta el 27 de noviembre del 2012, se comprueba que siempre ha existido resolución fundada en juez competente para prorrogar la prisión preventiva del amparado, por lo que se impone la desestimatoria de este recurso, tal como en efecto se hace.-  Se declara SIN lugar el recurso.  SL 
15868-12. MEDICA CAUTELAR. RETARDO DE AUTORIDAD JUDICIAL EN LEVANTAR  IMPEDIMENTO DE SALIDA APROBADA AL IMPUTADO.  Recurrente manifiesta, que contra el amparado se sigue una causa penal, ante la autoridad accionada. Indica que en el año 2008 el Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, ordenó levantar todas las medidas cautelares que pesaban contra el amparado en dicha causa. Sin embargo, señala que el juzgado recurrido no ha comunicado a la Dirección General de Migración y Extranjería, ni a los puertos ni aeropuertos el levantamiento de la medida cautelar de impedimento de salida del país, por cuanto sobre el imputado pesa una medida cautelar de facto, no ordenada judicialmente.  Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto al Juzgado Penal del II Circuito Judicial de San José. CL
15877-12. ALLANAMIENTO. DETENIDOS EN ESA DILIGENCIA NO CONTARON CON DEFENSOR. Recurrentes manifiestan, que en la Fiscalía de Nicoya se tramita proceso penal por  infracción a la ley de psicotrópicos en perjuicio de la salud pública.  Explican que en allanamiento en el sitio investigado no se requirió la presencia de un defensor. Afirman que fueron detenidos a las once horas cuarenta minutos del dieciséis de octubre de dos mil doce y la fiscalía procedió a identificarlos ese mismo día, al ser aproximadamente las dieciséis horas y treinta minutos. Indican que si bien la toma de datos previos sin la presencia del defensor no es ilegal, el hecho de que hayan estado privados de libertad por espacio de siete horas, sin que se les advirtiera del derecho que los asistía a nombrar un defensor, si es contrario a las normas y derechos fundamentales, según lo señala el artículo 82 del Código Procesal Penal. Aseguran que transcurrieron siete horas hasta que llamaron un defensor para que los representara.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 

15901-12. ABUSO DE AUTORIDAD. INGRESO DEL OIJ A LAS INSTALACIONES DE LA UNIVERSIDAD DE COSTA RICA. Alega el recurrente que desde el año de 1949 se estipuló a nivel constitucional el Artículo 84 el cual trata sobre la autonomía del centro de enseñanza de la Universidad de Costa Rica, la cual ha sido tratada ampliamente por la Sala. Aclara que inclusive este Tribunal ha clasificado esta autonomía como especial, al decir que es completa y por eso, distinta de la del resto de los entes descentralizados en nuestro ordenamiento jurídico. En aquella sentencia se agregó de igual modo que las universidades cuentan con todas las facultades y poderes administrativos necesarios para llevar adelante el fin especial que legítimamente se les ha encomendado; a su vez se pueden autodeterminar, en el sentido de que están posibilitadas para establecer sus planes, programas, presupuestos, organización interna y estructurar su gobierno propio. Acusa que en evidente contravención con esta autonomía e independencia reconocida en la Constitución Política, los medios de comunicación masiva informaron que el día 12 de abril de 2010, funcionarios del Organismo de Investigación Judicial procedieron sin coordinación previa con las autoridades administrativas superiores de la casa de enseñanza en mención y de las autoridades policiales internas, a irrumpir irrespetuosamente en las instalaciones universitarias para la detención de una persona investigada por la comisión de un presunto delito, lo cual provocó un desorden de enormes proporciones que culminó con un abuso de poder y la detención de varios estudiantes universitarios y hasta de un profesor que defendieron la citada autonomía. Alega que en su condición de profesor universitario y ciudadano costarricense debe condenar los actos de violencia suscitados, los cuales no se pueden justificar de ninguna de las partes. Estima que se debe amparar el derecho de la comunidad estudiantil a la autonomía universitaria, el cual fue cercenado y violentado de manera clara por parte de las autoridades judiciales recurridas, al no haber considerado dicha autonomía para ingresar al campo de estudios superiores y por ende haber solicitado coordinación previa con las autoridades universitarias para llevar a cabo la detención que por ley les correspondía. Sostiene que se debe ordenar al Organismo de Investigación Judicial que en un futuro se abstenga de violar el derecho a la autonomía universitaria y cuando deban actuar con ocasión de sus funciones se les ordene la obligación de coordinar con las autoridades administrativas y policiales de la Universidad de Costa Rica, con el fin de evitar actos como los que sucedieron y han causado conmoción a nivel nacional.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 

15879-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Recurrente manifiesta, que en el Juzgado recurrido se tramita causa penal  contra del amparado por el delito de tentativa de homicidio.  Indica que el Juzgado accionado el seis de octubre de este año prorrogó la medida cautelar de prisión preventiva en contra del amparado por un plazo de dos meses. Indica que el Tribunal Penal de Pérez  el veinticinco de octubre pasado declaró con lugar el recurso de apelación formulado y por lo tanto la invalidez e ineficacia absoluta de la resolución de prórroga de la prisión preventiva, sin ordenar ninguna extensión de la prisión preventiva y remitiendo el expediente al Juzgado Penal. Manifiesta que  sin  intervención, asistencia y representación del imputado, por cuanto no tuvo conocimiento de la celebración de la audiencia de seis de octubre pasado, en se le prorrogó la prisión preventiva en absoluto estado de indefensión y sin participación de sus defensores privados. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 

15880-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO.  Recurrente manifiesta que,  que en el Juzgado Penal de Cartago, se tramita causa contra el amparado, por el supuesto delito de receptación. Indica que por resolución de las 15:35 horas del 5 de octubre de año 2012, el Juzgado Penal impuso una medida cautelar de 4 meses de prisión preventiva contra el amparado, que corre del 3 de octubre de 2012 al 3 de febrero de 2013. Afirma que la resolución que impone dicha medida cautelar carece de fundamentación, ya que no cumple con los requerimientos legales establecidos al efecto según la jurisprudencia de esta Sala. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara SIN lugar el recurso. SL 

15889-12. DETENCIÓN. ERROR DE IDENTIDAD DE DESPACHO JUDICIAL MANTUVO DETENIDO A PERSONA EQUIVOCADA.   Alega el recurrente que el amparado a inicios de setiembre del presente año, cuando se encontraba desempeñando sus funciones en las instalaciones de la compañía para la cual labora, fue detenido -en horas de la mañana- por oficiales de la Sección de Capturas del Organismo de Investigación Judicial, quienes le esposaron y trasladaron a las celdas del Primer Circuito Judicial de San José, donde permaneció toda la mañana y parte de la tarde. Explica que en la noche fue remitido a las autoridades del Juzgado Penal de Alajuela, y al revisar Juez Penal sus calidades,  se percató que hubo un error de identidad, pues su defendido no era la persona que andaban buscando, por lo que de forma inmediata ordenó su libertad. Considera que la detención de la que fue objeto el amparado resulta ilegítima. Se declara sin lugar el recurso. SL 

15897-12. PRISIÓN PREVENTIVA. DE ADULTO MAYOR POR REBELDÍA. Recurrente manifiesta, que en contra del amparado se tramita causa penal número por el delito de abuso sexual. Dice que el amparado, es adulto mayor de setenta años de edad.  Señala que en el Tribunal de Juicio de Puntarenas se tramita también un proceso por conducción temeraria, y en el momento en que se efectuó el primer señalamiento para llevar a cabo el contradictorio, no se llevó a cabo por las ocupaciones de ese Tribunal, por lo que se señaló nueva fecha para su celebración. Por cosas de su edad, el amparado confundió la fecha en que debía presentarse, por lo que cuando lo hizo el señalamiento ya había transcurrido, razón que motivó al Tribunal a decretar la rebeldía. Indica que al explicar al Tribunal la razón por la cual no se había presentado dejó sin efecto la declaratoria de rebeldía decretada.  Sin embargo, el Fiscal a cargo del proceso indicó al Juzgado Penal que existe de parte del amparado un peligro de fuga y que por ello no se va a someter al proceso penal que existe en su contra  por lo que solicitó la prisión preventiva.   Indica que el veintiséis de octubre pasado se llevó a cabo la audiencia preliminar en el Juzgado Penal de Puntarenas, solicitó a la jueza a cargo del proceso un cambio de medida cautelar y el cese de la prisión preventiva, sin embargo,  se limitó a rechazar sin más  fundamentación la solicitud de cambio de medida cautelar, pese a que, según su criterio, se descartó la posibilidad del peligro de fuga.  Dice que apeló por  lo infundado de la resolución, pero a la fecha no conoce el resultado de la apelación. Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
15386-12.  AGRESIÓN. ACUSA EL RECURRENTE QUE FUE DETENIDO Y GOLPEADO POR POLICÍAS ADMINISTRATIVOS DURANTE PARTIDO DE FÚTBOL.   El recurrente alega que el 7 de setiembre de 2012, durante el partido Costa Rica - México, el personal de seguridad privada contratado para el evento, le negó la salida y posterior entrada al Estadio Nacional, al indicarle que si abandonaba el Estadio para efectuar una diligencia personal urgente, como él pretendía hacer, no podría reingresar a la edificación. Reclama que   tratar de hacerles ver sus derechos, fue sacado del recinto y entregado a los policías de la Unidad de Intervención Policial (UIP), quienes lo agredieron brutalmente en una zona oscura y solitaria de La Sabana, con la intención de que la golpiza no fuera filmada por las cámaras de seguridad.   Esta Sala resolvió, que lo indicado en una  pericia médica y en el informe rendido por el Vicepresidente de la Federación referida, se constituye en prueba suficiente para tener por acreditado que el recurrente fue objeto de la agresión policial que acusa ante este Tribunal y por tanto, lo procedente es declarar con lugar el recurso en cuanto a ese extremo.  En razón de lo anterior se declara parcialmente con lugar el recurso por violación al artículo 37 Constitucional, al haberse atentado contra la integridad física del recurrente, por parte de autoridades de la Fuerza Pública, debiéndose individualizar en las denuncias administrativas y jurisdicciones interpuestas por el recurrente, quienes fueron los efectivos policiales que incurrieron en los referidos hechos. Se declara con lugar el recurso por el uso desproporcionado de la fuerza en perjuicio del recurrente. Se le ordena al Director General de la Fuerza Pública, adoptar las medidas que sean necesarias para evitar que en el futuro se presenten hechos como los que sirvieron de base a esta estimatoria. Respecto a los demás hechos y la Federación Costarricense de Fútbol, se declara sin lugar el recurso. CL
15417-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. La recurrente indica que contra el amparado se sigue causa penal. Manifiesta que por resolución de las 15:02 horas de 23 de agosto de 2012 se dictó prisión preventiva con base en una acusación infundada, por la supuesta participación del tutelado en el delito de robo agravado. Alega que la resolución que dispuso la privación de libertad del tutelado carece de fundamento,  también se le denegó el pago de fianza para mantenerle detenido. Además, arguye que el denunciante brindó una descripción del tutelado que no coincide con sus rasgos físicos sino con los de otra persona que lleva el mismo nombre. Esta Sala resolvió, que debe tener presente la recurrente que una cosa es la falta de motivación, extremo que tratándose de resoluciones que imponen, prorroguen o confirmen la prisión preventiva debe ser tutelado en esta vía a través del proceso de habeas corpus y, otra muy distinta, que no se compartan los argumentos vertidos por las autoridades jurisdiccionales para justificar esa medida, aspecto este último que deberá ser discutido en la propia sede penal a través de los recursos que establece la ley. A pesar de lo expuesto, escuchado el audio de la vista oral realizada el 23 de agosto de 2012 ante el Juzgado Penal del II Circuito Judicial de San José, a fin de conocer la solicitud de medidas cautelares planteada por la Fiscalía en contra del tutelado, se tiene que esa cautela tiene fundamento en una resolución debidamente motivada. Esta medida fue confirmada por el Tribunal de Juicio del II Circuito Judicial de San José al resolver la apelación planteada. Así las cosas, en criterio de este Tribunal Constitucional la imposición de la medida que se reclama se encuentra debidamente fundamento. Se declara sin lugar el recurso. SL
15513-12. CONDENA. LE FUE IMPUESTA A IMPUTADO A PESAR DE HABER DESISTIDO DE PROCEDIMIENTO ABREVIADO.  El recurrente alega que presentó un escrito en el Tribunal de Juicio recurrido en el que desistió del procedimiento abreviado y nombró a otro defensor. Sin embargo, tal solicitud no fue tomada en consideración y el Tribunal de Juicio recurrido dictó sentencia y lo condenó a 5 años y 4 meses de prisión. Esta Sala resolvió, con vista del informe rendido por la autoridad recurrida -bajo juramento-, que el documento indicado por el amparado,  no fue adjuntado al expediente correspondiente, a pesar de que el 29 de mayo de 2012, el Tribunal recurrido recibió el expediente para estudio y dictado de la sentencia respectiva. Por eso, ante la duda,  mediante resolución de las 15:32 horas del 24 de octubre de 2012, se solicitó al recurrente que aportara como prueba para mejor resolver el documento de recibido, - en el que constase el sello y firma originales-, de la gestión presentada a las 8:35 horas del 7 de mayo de 2012 en el Tribunal del I Circuito Judicial de Alajuela. No obstante, no se acreditó la presentación del escrito supracitado a las 8:35 horas del 7 de mayo de 2012 en el Tribunal del I Circuito Judicial de Alajuela.  Se declara sin lugar el recurso.  SL
15527-12. MORA JUDICIAL. RETARDO EXCESIVO DE SALA TERCERA EN RESOLVER RECURSO DE CASACIÓN.   La recurrente demandó la tutela de los derechos a un proceso judicial en un plazo razonable y a la libertad personal de su representado, pues, en su criterio, la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia ha incurrido en una dilación excesiva en el dictado de la sentencia del recurso de casación que promovió.  Esta Sala resolvió, que de los autos se observa que el recurso a favor del amparado planteado el 22 de julio de 2011, se encuentra pendiente de resolver, empero han concurrido una serie de circunstancias ajenas a la Sala Tercera para poder ser conocido, tales como el indebido emplazamiento por el Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, las excusas planteadas por varios Magistrados propietarios de esa Sala de Casación y, ulteriormente, acogidas, el sorteo y designación de magistrados suplentes. Tales circunstancias que, obviamente, retardan el conocimiento y resolución del recurso extraordinario apuntado, obedecen a la intensa actividad recursiva o a la conducta endoprocesal desplegada e imputable a la propia defensa particular del recurrente.  Se declara sin lugar el recurso.  SL
15551-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. El recurrente manifiesta, que contra su representado se sigue un proceso penal por el delito de robo agravado y otros. Explica que, por no presentarse a la audiencia preliminar, el tutelado fue declarado en rebeldía y, posteriormente, se le impuso la medida cautelar de prisión preventiva, la cual descuenta en el Centro de Atención Institucional de San Sebastián. Señala que se presentó una gestión para cambio de medida cautelar, pero ha transcurrido casi un mes sin que la autoridad judicial accionada se haya pronunciado al respecto.  Esta Sala resolvió, que lo alegado por el recurrente se refiere a cuestiones de mera legalidad intraprocesales que corresponde discutirse en la etapa de juicio y el aquí recurrente en ningún momento fundamenta las razones para solicitar un cambio de medidas cautelares; pide el señalamiento próximo a juicio, sobre lo cual el Juzgado resolvió. Por lo anterior, la Sala no encuentra vulneración alguna de la libertad e integridad personales que se tutelan mediante el hábeas corpus. El imputado se encuentra privado de libertad mediante una resolución debidamente fundamentada que ni siquiera ha sido impugnada por su defensa. Se declara sin lugar el recurso.  SL
15572-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Alega el recurrente que a su defendido le fue prorrogada la prisión preventiva, sin que el Tribunal conociera el fundamento del A-quo, toda vez que dicha audiencia no fue grabada, ni en video ni audio, lo que equivale a que no exista resolución que haya prorrogado dicha medida cautelar, al no haber registro alguno para ser valorada y revisar sus fundamentos.  Esta Sala resolvió, que al confirmar parcialmente la prórroga de la prisión preventiva en contra del amparado, el Tribunal de Juicio valoró para su decisión la minuta de la audiencia realizada por el Juzgado Penal, en la que consta no solo la resolución de prórroga de prisión preventiva, sino el porqué de la decisión, sea, porque las autoridades no  encontraron que se hubieran modificado los presupuestos que originaron la imposición de esa medida cautelar, razón por la que el Tribunal Penal consideró que no era necesaria la grabación digital para entrar a conocer la apelación. En este contexto, resulta inexacta la afirmación del recurrente de que el amparado se encuentre privado de libertad sin una resolución eficaz dictada por una autoridad jurisdiccional, lo que ocasiona que se desestime el habeas corpus.  Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

16007-12. CÉDULA DE RESIDENCIA. NIEGAN A EXTRANJERA SU RENOVACIÓN POR NO ENCONTRARSE ASEGURADA.  La recurrente alega que la Dirección General de Migración y Extranjería recurrida, le exige que se encuentre al día con sus obligaciones ante la Caja Costarricense de Seguro Social, a efectos de renovar su cédula de residencia. Explica que en razón de su condición de persona extranjera sin trabajo debería ser exonerada de su deuda.   Esta Sala resolvió, que lo pretendido por la petente versa sobre un tema de legalidad, y no de discriminación, cualquier desavenencia al respecto debe ser planteado ante las instancias ordinarias que correspondan. Se rechaza de plano el recurso.  RP
15436-12. FUTBOLISTAS. IMPIDEN A JUGADORES EXTRANJEROS DEL CLUB JUGAR POR DEUDA CON LA C.C.S.S.  El recurrente manifiesta, que no comparte de la directriz emitida por la Dirección recurrida de no permitir formalizar la situación migratoria de tres futbolistas extranjeros -aquí amparados-, en razón de que dicho club se encuentra moroso con el pago de deudas con la Caja Costarricense de Seguro Social. Solicita que se declare con lugar el presente recurso de amparo, y se anule la prohibición de trabajo de los amparados.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano el recurso. RP
ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

16192-12. NATURALIZACIÓN. REQUISITO IMPOSIBLE DE CUMPLIR IMPUESTO A EXTRANJERA. El recurrente considera lesionados los derechos fundamentales de la tutelada, en virtud de que es nacional de Cuba y tiene el estatus de refugiada en Costa Rica. Señala que el 10 de octubre de 2012, se presentó en la Sección de Opciones y Naturalizaciones, para realizar una consulta relacionada con el proceso de nacionalización de la amparada, pero se le indicó que con la documentación pertinente, debía presentar la certificación de antecedentes penales de su país de origen, la que, por su condición de refugiada, no puede gestionar en Cuba. Estima que solicitar ese requisito a la tutelada, es lesivo de sus derechos fundamentales.   Esta Sala resolvió, con vista del informe del recurrido descarta la lesión a derecho fundamental alguno, toda vez que, efectivamente, mientras no exista presentado un trámite de solicitud de naturalización a nombre de la tutelada, en el que conste la prueba necesaria para verificar sus condiciones particulares, no se puede realizar la valoración respectiva ni el estudio de idoneidad o carencia de requisitos o formalidades de los documentos, en relación a la situación particular de la interesada como para llegar a una decisión sobre lo que pueda corresponder. En ese sentido, queda establecido que el recurso planteado es prematuro y por ello se impone su desestimación, como en efecto se dispone. Se declara SIN LUGAR el recurso.  SL
FAMILIA
15683-12. HOSPITAL. NIEGAN VISITAS DE MADRE BIOLÓGICA A RECIÉN NACIDA.  La recurrente acusa que del 06 al 17 de septiembre del dos mil doce, las autoridades del Centro Hospitalario recurrido le negaron la visita de su hijo -quién se encontraba internado- lo cual va en detrimento de sus derechos fundamentales. Esta Sala tiene por acreditado que del 6 al 17 de septiembre de dos mil doce, el menor amparado estuvo internado en el Centro Hospitalario en donde como medida de prevención -ante la posible sospecha de niño agredido en su forma física- se procedió a separarlo de su madre, lo cual es ilegítimo pues dicha retención se efectuó sin que existiera -como en derecho corresponde-, alguna orden administrativa dictada por el Patronato Nacional de la Infancia, o bien de índole jurisdiccional, emitida por un órgano judicial que así la justificara. Se declara CON LUGAR el recurso, únicamente contra el Hospital Tony Facio de Limón. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro Social al pago de las costas daños y perjuicios que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.  CL
INTIMIDAD

15680-12. AUTODETERMINACIÓN INFORMATIVA. EMPRESA MANTIENE DATOS QUE LE PERJUDICAN CREDITICIAMENTE.   El recurrente manifiesta que el 19 de julio pasado, en virtud de haber sido consultado en un Puesto de Bolsa, se presentó a las oficinas de EQUIFAX SA, a fin de que se le suprimieran las malas referencias que constan en sus bases de datos. Dice que le indicaron que eso no era posible, por cuanto la información que registran no se puede suprimir, salvo que hubiesen transcurrido diez años para su debida actualización. Indica que ello resulta contrario a la jurisprudencia constitucional y lo establecido en la Ley #8968 Protección a la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales, pues la actitud de la recurrida le ha creado graves perjuicios y le ha imposibilitado solicitar crédito u otros servicios en el Sistema Bancario Nacional, lo cual lesiona sus derechos fundamentales a la imagen, la honra y la intimidad, del que se deriva el derecho a la autodeterminación informativa.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso únicamente por incluir la dirección del domicilio del actor en los informes de la accionada. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL
LIBERTAD DE ASOCIACIÓN
15395-12.  DESAFILIACIÓN. RETARDO EN TRAMITAR SOLICITUD DE ASOCIADO PARA DESAFILIARSE.   El recurrente estima violentado el derecho a la libertad de asociación de su representada, toda vez que la Cooperativa recurrida se niega a tramitar su gestión de desafiliación con fundamento en que actualmente en su contra se tramita un procedimiento sancionatorio. Esta Sala resolvió, que la disposición de la Cooperativa recurrida,  configura en perjuicio de la  amparada quebranto a su derecho de libertad de asociación, en el tanto, se le obliga a permanecer afiliada a la Cooperativa en contra de su expresa voluntad. Se declara con lugar el recurso, por violación al derecho de libertad de asociación. Se ordena al Gerente General de la Cooperativa Recreativa de los Empleados del Tribunal Supremo de Elecciones y de Registro Civil R.L, hacer efectiva la desafiliación requerida por la amparada, de forma inmediata. CL
LIBERTAD DE TRANSITO

15445-12. MULTA. INCONFORMIDAD CON MULTA POR EXCESO DE VELOCIDAD POR FALTA DE DEMARCACIÓN VIAL. (NUEVA LEY DE TRANSITO).   La recurrente acusa que la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial número 9078 del 04 de octubre del 2012, publicada en el Alcance Digital número 165 a la Gaceta número 207 del 26 de octubre de dos mil doce, contiene una serie de artículos difusos que la afectan directamente como conductora, pues con esa normativa se sanciona el exceso de velocidad. Argumenta que ella transita en automóvil por la denominada carretera de circunvalación, vía en la que prácticamente no existen demarcación o señalamiento vertical que indique los límites de velocidad, y por ende, se le puede sancionar si conduce su vehículo a una velocidad no permitida. Solicita la intervención del la Sala en el presente asunto.  En este caso, señala la Sala que por disposición del numeral 30, inciso a), de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, no procede el amparo contra leyes u otras disposiciones normativas, salvo cuando se impugnen conjuntamente con los actos de aplicación individual de aquéllas o cuando se trate de normas de acción automática. Del escrito de interposición de este asunto se observa que no existen actos de aplicación individual de la norma cuestionada por la recurrente, el amparo interpuesto resulta inadmisible, pues la simple promulgación de la normativa impugnada no implica una aplicación automática de la misma en perjuicio del amparado, (ver, en similar sentido, la sentencia número 2009-06345 de las diez horas y veintinueve minutos del veinticuatro de abril de dos mil nueve).  Se rechaza de plano el recurso. RP
15591-12. SUSPENSIÓN. NUEVA LEY DE TRANSITO CARECE DE REGLAMENTACIÓN PARA QUE SEA APLICADA. El recurrente manifiesta, que se  suspenda la aplicación de la Ley 9078 hasta tanto no exista la reglamentación para aplicarla.    Esta Sala resolvió, que si el recurrente considera que la normativa que estima es inconstitucional, así deberá alegarlo, cumpliendo con los requisitos procesales que establece el artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, y no a través del amparo, cuyo objeto no resulta aplicable a ese proceso de control de constitucionalidad de las normas. Nótese que en el caso expuesto el recurrente no señala un acto de aplicación individual de la ley, y por el contrario, de forma genérica manifiesta su inconformidad con la citada normativa.  Se rechaza de plano el recurso. RP
15742-12. SEMÁFORO. RETARDO EN INSTALARLO EN CERCANÍAS DE COLEGIO CASTELLA PONE EN RIESGO LA  VIDA DE PEATONES.  El recurrente alega que es vecino de las cercanías del Colegio Castella, y que se requiere la instalación de un semáforo en forma urgente en Vistas del Valle, ya que en los 3 kilómetros que existen entre ese lugar y el Colegio Castella, no existe ningún semáforo que esté funcionando, a pesar que recientemente han ocurrido varios atropellos. Acota que el 29 de julio de 2012, presentó ante el Ministerio recurrido una solicitud tendente a que se instalara un semáforo; sin embargo, no ha obtenido respuesta alguna.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe del Departamento de Ingeniería de Tránsito del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, adoptar las medidas que sean necesarias para ejecutar la señalización vial necesaria para regular el paso de vehículos y peatones en los tres kilómetros que existen entre Vistas del Valle y el Colegio Castella, dentro del plazo de seis meses contado a partir de la notificación de esta resolución. CL
MINORIAS
16157-12. TAXÍMETRO PARLANTE.  FLOTA VEHICULAR MODALIDAD TAXI INCUMPLE LEY 7600 PARA USO DE PERSONAS NO VIDENTES. El recurrente  manifiesta, que es abogado no vidente y, por motivo de sus ocupaciones suele utilizar con cierta frecuencia el servicio de taxi para desplazarse a realizar distintas gestiones judiciales. Manifiesta que recientemente ha utilizado dicho servicio desde la Corte Suprema de Justicia hacia su oficina ubicada en Zapote, pero se ha percatado de que el cobro que le han hecho es muy distinto de uno a otro taxista, lo cual le causa desconfianza sobre si lo que le han cobrado es realmente lo que marcaba el taxímetro, pues en ninguna cooperativa de taxi se ofrece el servicio de taxímetro parlante, pues ni el Consejo de Transporte Público, ni en RITEVE existe el requisito de cumplir con dicho dispositivo. Alega que tal situación contraviene lo establecido en el artículo 9 de la Convención sobre los Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad y la Ley 7600, dejándolo en estado de indefensión y brindándosele un trato desigual, por cuanto no tiene acceso a la información de cobro. Solicita que se declare con lugar el recurso con las consecuencias de ley, y que se ordene al Consejo de Transporte Público y al Ministerio de Obras Públicas y Transportes, exigir al menos que un 10% de la flota de taxis, cuenten con taxímetros parlantes.  Se declara PARCIALMENTE CON lugar el recurso, únicamente por la omisión de exigir que un 10% de la flota de taxis cuenten con taxímetro audible y por la omisión de incluir la verificación de buen funcionamiento de dicho taxímetro en la revisión técnica vehicular. En consecuencia se ordena al Director Ejecutivo del Consejo de Transporte Público del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, al Viceministro de Transporte Terrestre y Seguridad Vial, y al Gerente General de la sociedad Riteve SYC, S.A., que cada uno dentro del ámbito de sus competencias, coordinen de inmediato acciones a efectos de: 1) Tomar las acciones que correspondan para que el porcentaje de taxis con medios auditivos o de otra índole que no sea visual, que permitan a las personas no videntes poder realizar la verificación del pago de la tarifa en el servicio de transporte público de personas modalidad taxi, alcancen en el menor plazo posible el porcentaje de 10% del total de la flota vehicular de taxis. 2) Incluir de inmediato los defectos asociados a la existencia o funcionamiento del taxímetro audible en la revisión vehicular de los taxis que lo dispongan, coordinando acciones con el Consejo de Seguridad Vial. En lo demás, se desestima el recurso. CL Parcial
16675-12. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. CENTRO HOSPITALARIO NO CUENTA CON RAMPAS PARA USO DE PERSONAS EN SILLA DE RUEDAS.    El recurrente alega que en el Hospital México donde labora no existen rampas de acceso por la entrada principal para personas que se movilizan en silla de ruedas. Explica que esta es la salida de emergencia más próxima para el personal, la cual se localiza aproximadamente a 12 metros de su lugar de trabajo; sin embargo, debido a que no cuenta con rampa debe hacer un recorrido de 400 metros para poder salir del edificio. Expone que dicha situación pone en peligro su vida, lo que estima discriminatorio.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General, Jefe a.i. de la Oficina Financiero Contable y Jefe del Servicio de Ingeniería, Arquitectura y Mantenimiento, todos del Hospital México, que en el improrrogable plazo de SEIS MESES, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, se construya una rampa de acceso al vestíbulo de la entrada principal del Hospital México. El Magistrado Castillo Víquez pone nota, conforme a lo indicado en el último Considerando de esta sentencia. CL
16683-12. PERSONAS CON DISCAPACIDAD.  MAL ESTADO DE ACERAS EN SAN JOSE IMPIDE TRANSITO DE PERSONAS EN SILLA DE RUEDAS.  La recurrente manifiesta que habita en San José, calle 10 avenidas 26 y 28, justo 25 metros al norte de la Escuela República de Nicaragua. Dice que por su condición de persona usuaria de silla de ruedas, ha experimentado dificultades para transitar con autonomía por las calles y aceras de su barrio, puesto que no cuentan con las condiciones óptimas que su movilidad en silla de ruedas requiere. Indica que la Municipalidad no arregla las aceras a pesar de la existencia de la Ley 7600 ni pone rampas, con lo cual se le permitiría a ella y a otras personas con discapacidad, un tránsito seguro e igualitario por su barrio. Manifiesta que las opciones son escasas para transitar más o menos bien, y resultan ser las áreas en que los propios vecinos han acondicionado rampas ante la necesidad de meter sus carros a las cocheras, pero muchas de éstas no cuentan con las especificaciones de la ley 7600. Dice que las esquinas frente a su casa no tienen rampas, el espacio entre el caño y la acera es bastante alto por lo cual se le dificulta muchísimo, aún con asistencia, subir con su silla.  Agrega que, adicionalmente, las aceras tienen desniveles y graditas que imposibilitan el tránsito de una silla de ruedas. Estima que todo ello pone en riesgo su integridad e incluso la de su asistente, amén que daña su silla de ruedas.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta del Concejo Municipal y al Alcalde, ambos de la Municipalidad de San José, que procedan, de manera inmediata, a tomar las medidas necesarias, que están dentro del ejercicio de sus competencias, para que a más tardar dentro del plazo de 12 meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, el barrio donde habita la recurrente cuente con la infraestructura mínima de adaptación a lo establecido en la Ley 7600. CL
16632-12. VISITA CONYUGAL. DISCRIMINAN A RECLUSOS CON ORIENTACIÓN SEXUAL DIVERSA.  El  recurrente  que  se  encuentra  privado  de  libertad  en  el Centro  de  Atención  Institucional  San  José.    Indica  que  en  dicho  Centro Penitenciario  se  le  niega  la  visita conyugal  por   su  condición  de homosexual,   lo que resulta discriminatorio.  Afirma que tal situación le ha ocasiona un grave daño psicológico.   Alega que  en varias oportunidades  ha solicitado  a funcionarios  del Ministerio  de  Justicia  y Gracia   tanto  en forma   verbal como  escrita  solicitud   del otorgamiento  del  beneficio  de  la  visita conyugal,   sin embargo,   se  le denegaron verbalmente sus gestiones,  siendo que no se le ha hecho entrega de oficio alguno explicando las razones del por qué a las personas homosexuales no se les permite contar  con  la  visita  conyugal.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Centro de Atención  Institucional  de  San  José,  tomar  las  medidas  necesarias  para  que  al amparado se le permita realizar la visita conyugal con personas de su mismo sexo. Se pone en conocimiento del accionado el contenido del artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.   El  Magistrado  Castillo  Víquez  pone  una  nota.  CL
15860-12. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. DEFICIENTE SERVICIO DE AUTOBÚS. Se acusa que existe un deficiente servicio de autobús en la ruta Guatuso-Patarrá, en donde se debe esperar mucho para poder subir las sillas de ruedas, pues no todas las unidades la tienen. Asimismo, se acusa que muchas ocasiones, los buses que tienen las rampas, se niegan a darles el servicio. Se declara con lugar el recurso. Se ordena aL Apoderado Generalísimo sin límite de suma de Autotransportes San Antonio, S. A., que disponga lo necesario para que de inmediato los conductores de las unidades de esa sociedad, supriman la práctica discriminatoria que supone para la recurrente y el amparado, no detenerse o negar la prestación alegando que la rampa se encuentra en mal estado. CL 

15892-12. ATENCIÓN. PACIENTE CON DISCAPACIDAD NO TIENE QUIEN LO CUIDE, TRAS ACCIDENTE. Recurrente manifiesta, que producto de un accidente de tránsito el amparado sufre de una discapacidad severa, por lo que fue necesaria su hospitalización en el CENARE. Indica que según los informes médicos, el paciente cumplió con su ciclo de atención médica y puede ser egresado de ese centro médico, lo cual no ha sido posible pues no cuenta con red de apoyo familiar que asuma su cuido, alimentación, limpieza, etc. Asegura que tras los esfuerzos del equipo interdisciplinario del CENARE, organizaciones tales como el Consejo Nacional de Rehabilitación, han manifestado su negativa de asumir el cuido del amparado. Menciona que el paciente ha tenido que sufrir internamientos innecesarios y prolongados por más de un año, bajo el riesgo de contraer infecciones, lo que pone en riesgo su salud. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
15390-12. ADULTO MAYOR.  SE ACUSA QUE IMPIDEN SALIDA DE ANCIANA DE ASILO, SIN JUSTIFICACIÓN ALGUNA.   El accionante manifiesta,  que en compañía de la hija de la amparada, se apersonó a las instalaciones del Asilo de ancianos donde se encuentra. Señala que la amparada, de forma clara, tajante, directa y sin titubeos le manifestó estar siendo retenida contra su voluntad en ese lugar, que se sentía sola, angustiada y deprimida y que era su ferviente deseo que la sacaran de ese sitio para irse a vivir con su hija en Santa Ana. En este caso, señala la Sala que con vista del informe rendido por el recurrido,  descarta que la amparada se encuentre privada de su libertad en el lugar. Se observa que la tutelada fue internada en ese centro para recibir atención especializada las veinticuatro horas del día, lo que se refleja en su estado de salud, ya que, ingresó usando silla de ruedas y actualmente puede caminar con ayuda de andaderas y bajo la supervisión de una persona responsable. Asimismo indicó, que quien firmó el contrato es quien debe presentarse a sacarla. Nótese que consta que los hijos de la tutelada, consideran que su madre debe permanecer en ese centro donde se brindan los cuidados que requiere para resguardar su salud.  Se declara sin lugar el recurso. SL
15695-12. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. MAL ESTADO DE CALLE  LIMITA A ESTUDIANTES DISCAPACITADOS INGRESO A CENTRO EDUCATIVO.   La recurrente indica que el Centro de Enseñanza Especial de Acosta Lenin Salazar Quesada se encuentra ubicado en el cantón de Acosta y tiene una población estudiantil con discapacidades múltiples que asciende a 91 estudiantes. Indica que para ingresar a dicho centro educativo deben transitar un camino municipal que no se encuentra asfaltado, no tiene aceras, por lo que en época de invierno se inunda con facilidad, lo que impide el libre tránsito de esa población estudiantil que utiliza sillas de ruedas, bastones, andaderas etc. Por lo anterior, han solicitado por escrito a las autoridades municipales recurridas, la construcción de la calle y aceras pero hasta el momento aún no se ha obtenido una solución. Este Tribunal estima que el amparo debe acogerse por la inactividad administrativa de las autoridades municipales para garantizar condiciones de accesibilidad adecuadas a los menores estudiantes del centro educativo en cuestión. Conforme se reconoció, el camino señalado es de lastre y según se desprende de los autos, carece de aceras y menos aún, de rampas, necesarias para el tránsito de personas con discapacidad. Se declara con lugar el recurso, se ordena al Alcalde Municipal de Acosta, que adopte las medidas pertinentes para que en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente resolución, en el camino de acceso al Centro de Enseñanza Especial de Acosta Lenin Salazar Quesada se garantice las condiciones de accesibilidad para personas con discapacidad conforme a lo dispuesto en la Constitución Política, el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y la normativa nacional, lo que implica la construcción de aceras y de rampas. CL

15774-12. PERSONAS CON DISCAPACIDAD.  SE ACUSA QUE OFICINA DEL PODER JUDICIAL EN HEREDIA NO CUMPLE CON LEY 7600.   El recurrente manifiesta, que las instalaciones del Juzgado de Tránsito de Heredia no cumplen con lo dispuesto en la Ley No. 7600. Específicamente, alega que las personas con alguna discapacidad, no pueden acceder a la salas de audiencias ubicadas en el segundo piso. Asimismo, acusa que, en virtud de tal situación, las referidas audiencias son realizadas en el primer piso, donde se atiende al público en general y no existe privacidad alguna.    Esta Sala resolvió, con vista de la prueba allegada a los autos, así como de los informes rendidos bajo juramento, tiene por demostrado que si bien las  personas con discapacidad no pueden acceder al segundo piso donde, por lo general, se llevan a cabo las audiencias, lo cierto es que, de otra parte, consta en autos que las autoridades del Juzgado recurrido, ante tal situación, realizan éstas últimas en el primer piso, en donde sí tiene acceso esta población. Asimismo, consta en autos que dichas audiencias, contrario a lo alegato, se efectúan en un cubículo cerrado y privado, el cual se ubica en un sitio totalmente independiente del área donde se atiende al público. A mayor abundamiento, debe observarse que el referido edificio cuenta con rampas de acceso al primer piso, así como con baños adecuados para las personas con discapacidad, según lo dispone la Ley No. 7600. Bajo tal orden de consideraciones, esta Sala no observa quebrantado derecho fundamental alguno en perjuicio del tutelado. Se declara sin lugar el recurso. SL
PODER EJECUTIVO
15396-12. VÍAS PÚBLICAS. MAL ESTADO DE RUTA NACIONAL 935 PERJUDICA SALUD DE POBLADORES POR SER DE LASTRE.    El recurrente reclama violación a sus derechos fundamentales y al de los transeúntes que transitan la ruta nacional no. 935, La Cruz-El Jobo, que es la única vía de acceso a los pueblos denominados Puerto Soley, Bello Horizonte, Tempatal, San Buenaventura y Colonia Gil Tablada; debido a que se encuentra en muy mal estado y en lastre, lo que produce mucho polvo que afecta la salud, además de dificultades para trasladarse en esa vía.  Señala la Sala que no es ajena a las eventuales restricciones y limitaciones presupuestarias que presenta el Estado, que, como en el caso particular, debe asumir el Consejo Nacional de Vialidad; no obstante, por tratarse de una Ruta Nacional, lo cierto es que el Derecho de la Constitución exige una tutela firme en cuanto a la garantía de que se respeten los derechos fundamentales de la generalidad de los ciudadanos (ver sentencias 2011-14193, 2011-06514 y 2010-14079). Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo a.i., y al Gerente a.i. de Conservación de Vías y Puentes, ambos del Consejo Nacional de Vialidad, que en el término improrrogable de DIECIOCHO MESES, contado a partir de la notificación de esta resolución, inicie las acciones necesarias para solucionar completamente el problema denunciado en la Ruta Nacional no. 935.   CL
15704-12. CARRETERA. MAL ESTADO DE RUTA NACIONAL 935 PERJUDICA A VARIAS POBLACIONES EN LA CRUZ.  El recurrente alega que la ruta nacional 935 comunica los poblados de Jobo, Bello Horizonte, Cuajuniquil, Puerto Soley, Tempatal y Guacalillo, con la ciudad de la Cruz; sin embargo, desde finales del 2011, las autoridades recurridas  no da mantenimiento al camino, no se puede transitar ni siquiera con vehículo doble tracción. Considera violentados los derechos de los pobladores.  Esta Sala resolvió, después de analizar los elementos probatorios aportados y tomando en cuenta el precedente citado, verifica que el problema denunciado por el recurrente no ha sido solucionado, violentando sus derechos fundamentales.  Se declara con lugar el recurso. CL
PODER JUDICIAL

15966-12. SALA CONSTITUCIONAL. IMPEDIMENTO PARA ENVIAR RECURSO POR MEDIO DE FAX.   El recurrente alega que el 03 de noviembre de 2012, al ser las 23:32 horas, intentó enviar un recurso de amparo por medio del sistema de fax de esta Sala, lo cual no fue posible, pues, aduce  que el mismo estuvo  desconectado desde esa fecha hasta el 05 de noviembre, a las 7:30 horas, por lo que estima lesionado su derecho de acceso a la justicia.  Esta Sala resolvió, que cuenta con diversos medios para recibir los asuntos, por ejemplo, RACSA de forma gratuita, gestión en línea, en estrados, entre otros. Y aunado a lo anterior, según constancia emitida por parte de la Técnica de esta Sala, el 03 de noviembre de 2012 -y que corre agregada en el libro de  disponibilidades de esta Sala- el recurrente llamó al vestíbulo de la Corte para informar sobre el inconveniente con el fax y que por ello no podía pasar un recurso de amparo de su interés, ante esta situación se le indicó al recurrente sobre los otros medios de envío que tenía a su alcance para tal efecto, pero no lo hizo.  En todo caso, de las propias manifestaciones de la parte recurrente se desprende que el 05 de noviembre de 2012, presentó el recurso de amparo que era de su interés inicialmente, el cual se tramita actualmente en la Sala. Se rechaza de plano el recurso.  RP
15787-12. HACINAMIENTO. CELDAS DEL OIJ EN SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL NO REÚNE CONDICIONES PARA TENER PERSONAS DETENIDAS.  Alega la recurrente que aunque las celdas del II Circuito Judicial de San José no son aptas para mantener de forma permanente a las personas privadas de libertad, el 25 de octubre pasado, a las dieciséis horas, visitó ese lugar y el encargado de celdas le imprimió una lista de los "detenidos activos" presentes en dichas celdas, constatando que habían 23 privados de libertad, debido a que la Dirección General de Adaptación Social, a ese momento, no tenía espacios suficientes en los centros penitenciarios, razón por las que las personas detenidas permanecían hacinadas y en condiciones no idóneas. En este caso, se indica que con vista de los informes rendidos por las autoridades recurridas -dados bajo la solemnidad del juramento-, y de la relación de hechos que se acreditaron como probados en esta sentencia, se desvirtúan por inexactos los hechos alegados, pues se tiene que el 25 de octubre de 2012, cuando la recurrente visitó las celdas del Organismo de Investigación Judicial y se le entregó un reporte impreso de los 23 -detenidos activos-  en ese momento, del mismo documento se extrae que ninguno de los detenidos permanecía en esa condición hasta antes del día 23, y que si bien no habían sido trasladados a celdas penitenciarias, ello obedecía a varias circunstancias, entre ellas, que ese mismo día había sido solicitada su entrega a Adaptación Social, quienes por orden y organización de su trabajo solo reciben detenidos los lunes, miércoles y viernes; que los ingresados el día 24 todavía tenían pendiente la definición de su situación jurídica y que a otros, se les concedió la libertad el mismo día. De manera que aunque -con probabilidad- en el momento descrito por la recurrente se presentaron una serie de incomodidades para los detenidos, ello es atribuible a la cantidad de personas fluctuantes en esa condición, y al  menos, en este caso, no a la negligencia de las autoridades recurridas, quienes con respeto a las directrices normativas y jurisprudenciales aplicables, procedieron a realizar los trámites de rigor en ese tipo de casos. Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
PRIVADOS DE LIBERTAD

16131-12. HACINAMIENTO. SOBREPOBLACIÓN EN CENTRO PENAL DE SAN CARLOS.  La recurrente, Defensora Pública de Ejecución de la Pena de Alajuela,  alegó  que  en  el Centro  de  Atención Institucional  San Carlos  hay  una sobrepoblación de 147 privados de libertad. Agregó que duermen en el suelo, carecen de suficientes teléfonos públicos y tampoco hay suficientes plazas de trabajo. En general, concluyó, los servicios a la población penitenciaria se han deteriorado. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente por el hacinamiento crítico del Centro de Atención Institucional San Carlos. Se ordena al Ministro de Justicia y Paz y Director del Centro de Atención Institucional San Carlos, que, en el plazo de siete meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia adopten las medidas necesarias dentro del ámbito de sus competencias para eliminar el hacinamiento crítico que aqueja a los privados  de libertad del Centro de Atención Institucional San Carlos. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto y declara con lugar el recurso, por razones diferentes, según indicó en el último considerando.  CL Parcial
16246-12. HACINAMIENTO. SOBREPOBLACIÓN PENAL EN EL ÁMBITO B DEL CENTRO DE ATENCIÓN INSTITUCIONAL LA REFORMA.  El recurrente manifiesta que se encuentra privado de libertad en el centro penal recurrido, en el cual, la situación de hacinamiento constituye un grave problema que las autoridades recurridas aún no han solucionado y, más bien, continúan permitiendo el ingreso de nuevos privados de libertad. Añade que en los ámbitos de convivencia D, C y B son los más problemáticos, pues existe una sobrepoblación de privados de libertad, quienes viven abrumados, cansados, desesperados y "amontonados".  Añade que las riñas y peleas entre cada uno de los internos se presentan cada día, en razón del hacinamiento existente. Por las razones expuestas, solicita que se declare con lugar el recurso con las consecuencias de ley. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director del Centro de Atención Institución La Reforma, al Ministro de Justicia y Paz, y al Ministro de Hacienda, que dentro de un plazo de SIETE MESES, contado a partir de la notificación de este pronunciamiento, adopten las medidas necesarias, dentro del ámbito de sus competencias, para eliminar el hacinamiento crítico que aqueja a los privados de libertad que se encuentran en el Ámbito B del Centro de Atención Institucional La Reforma, sobre lo que deberán informar a esta Sala, cada 3 meses. Asimismo, se ordena al Director del Centro de Atención Institución La Reforma, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo de UN MES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se resuelva el problema que existen en los servicios sanitarios del Ámbito B del CAI La Reforma. Finalmente, se ordena al Ministro de Hacienda, no efectuar recortes en el presupuesto de la Dirección General de Adaptación Social hasta tanto no se brinde una solución efectiva al problema de hacinamiento crítico que existe en el Ámbito B del Centro de Atención Institucional La Reforma. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto y declara con lugar el recurso, por razones diferentes y ordena al Ministro de Hacienda, no efectuar recortes en el presupuesto de la Dirección General de Adaptación Social, hasta que se solucionen los graves problemas del sistema penitenciario, que implican violaciones a los derechos humanos de los privados de libertad en todo el sistema penitenciario. En cuanto a la alegado problema de hacinamiento en el Ámbito C del CAI La Reforma, estése el recurrente a lo dispuesto por esta Sala en la sentencia número 012-11765 de las 11:30 del 24 de agosto de 2012. En lo que atañe a la sobrepoblación penitenciaria en el Ámbito D del CAI La Reforma, archívese el expediente. CL Parcial
16155-12. FUMADO. PROHIBIDO VENTA Y CONSUMO DE CIGARRILLOS EN CENTRO PENAL.  El recurrente, quien permanece privado de libertad en el Centro de Atención Institucional de San José, reclama la violación de sus derechos fundamentales, por cuanto el Director de ese centro ha decretado, en aplicación de las disposiciones de la Ley No. 9028 y su Reglamento, que a partir del 1º de octubre de 2012 no se permitirá el ingreso de cigarrillos, ni el consumo, pues no existen espacios abiertos con ese fin. Esta situación, según el promovente, es ilegítima y lesiona el Derecho de la Constitución.  Se declara parcialmente con  lugar  el recurso,  únicamente en cuanto se ha vedado el consumo de tabaco en el centro penal. En todo lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
16245-12. NOTIFICACIONES. RECLUSO NO LE ENTREGAN NOTIFICACIONES DE SALA CONSTITUCIONAL. El recurrente reclama violación a sus derechos fundamentales, pues en el Centro Penal La Reforma, donde se encuentra recluido, no le entregan las resoluciones de la Sala Constitucional, pese a haber señalado el número de fax de ese Centro Penal para recibir notificaciones. Se declara con lugar el recurso y se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, que adopte las medidas necesarias para que de forma inmediata proceda a entregarle al recurrente las resoluciones judiciales de los recursos presentados por él y en donde señaló el número de fax del Centro de Atención Institucional La Reforma para recibir notificaciones. Además, de abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron fundamento a la estimatoria de este recurso de amparo. CL
16303-12.  VISITA CONYUGAL.  NEGATIVA INJUSTIFICADA A AUTORIZAR VISITAS A RECLUSO.  El recurrente manifiesta que hace algunos meses fue transferido de la Cárcel de La Marina de San Carlos, al Centro de Atención Institucional La Reforma. Señala que solicitó a la autoridad recurrida que le incluyeran en el rol de visitas conyugales y que se reactivara el carné de ingreso para su hija menor de edad, sin que a la fecha de interposición de este amparo, ello haya sido posible, supuestamente, porque su expediente no ha llegado, lo cual fue desmentido por el juez ejecutor de la pena, quien le dijo que un privado de libertad no puede estar recluido sin su expediente.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, que en el improrrogable plazo de 8 días contado a partir de la notificación de esta sentencia, deberá brindarle respuesta a las gestiones que presentó el recurrente ante su instancia. CL 

16060-12.  ATENCIÓN MÉDICA. SE ORDENA QUE PRIVADO DE LIBERTAD SEA VALORADO POR ESPECIALISTA DE LA CCSS. El recurrente estima violentados los derechos fundamentales de su representado, toda vez que considera que se encuentra ilegítimamente privado de libertad en un lugar que no cumple con las condiciones sanitarias ni de accesibilidad que requiere, dado que se trata de una persona con discapacidad visual, por lo que se incumple con lo establecido en la Ley 7600. Esta Sala resolvió, con vista de lo informado por la autoridad recurrida, que  pese a que reconocen que el tutelado presenta un problema de cataratas que afecta considerablemente su visión; sin embargo, no se observa que se hayan tomado las acciones pertinentes a fin de brindar la atención médica que requiere el recurrente para tratar su problema en la vista. Así las cosas, en tutela del derecho al salud del privado de libertad, lo que corresponde es ordenar a las autoridades penitenciarias recurridas disponer las acciones que correspondan a fin de que el tutelado sea valorado por un especialista en oftalmología de la Caja Costarricense de Seguro Social, y se determine el tratamiento médico a seguir. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto al derecho a la salud del amparado. En consecuencia se ordena al Director, y al Director a.i de la Clínica, ambos del Centro de Atención Institucional La Reforma, que de forma inmediata adopten las medidas del caso a fin de que el tutelado sea remitido y valorado por un especialista en oftalmología de la Caja Costarricense de Seguro Social, quien recomendará el tratamiento médico a seguir para tratar su discapacidad visual. En todo lo demás se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial
15388-12. FUMADO. INCONFORMIDAD DE RECLUSOS POR PROHIBICIÓN DE FUMAR EN CENTRO PENAL.     Los recurrentes en su condición de privados de libertad alegan que en el Centro de Atención San Sebastián les prohíben fumar en los pabellones, prohibieron la venta de cigarros en la pulpería y a partir del primero de octubre de 2012, no será permitido el ingreso de cigarrillos al Centro. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Adaptación Social y al Director del Centro de Atención Institucional de San José tomar de forma inmediata las medidas necesarias a fin de habilitar un espacio abierto en el cual los privados de libertad puedan consumir tabaco. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
15512-12. HACINAMIENTO.  SOBREPOBLACIÓN PENAL PERJUDICA CONVIVENCIA DE RECLUSOS. ÁMBITO B DE LA REFORMA. El recurrente reclama violación a sus derechos fundamentales, pues en el Centro de Atención Institucional La Reforma, en donde se encuentra recluido, ha sido objeto de varios tratos discriminatorios, como que no lo trasladan a las citas médicas que requiere, además de que constantemente se le traslada arbitrariamente de ámbitos de convivencia. Por último, acusa que en el Ámbito en que se encuentra recluido existe un problema de hacinamiento. Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente en cuanto al hacinamiento en el ámbito B del Centro de Atención Institucional La Reforma. Se ordena al Director General de Adaptación Social, al Director del Centro de Atención Institución La Reforma, al Ministro de Justicia y Paz, y al Ministro de Hacienda, que dentro de un plazo de SIETE MESES, contado a partir de la notificación de este pronunciamiento, adopten las medidas necesarias, dentro del ámbito de sus competencias, para eliminar el hacinamiento crítico que aqueja a los privados de libertad que se encuentran en el Ámbito B del Centro de Atención Institucional La Reforma, sobre lo que deberán informar a esta Sala, cada 3 meses. Además, se ordena al Ministro de Hacienda, no efectuar recortes en el presupuesto de la Dirección General de Adaptación Social hasta tanto no se brinde una solución efectiva al problema de hacinamiento crítico que existe en el Ámbito B del Centro de Atención Institucional La Reforma. En lo demás se declara sin lugar el recurso. Finalmente, en cuanto al reclamo de atención médica, estése el recurrente a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2012-009243 de las 14:30 horas del 17 de julio de 2012. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto y declara con lugar el recurso respecto al hacinamiento en el centro penal, por razones diferentes y ordena al Ministro de Hacienda, no efectuar recortes en el presupuesto de la Dirección General de Adaptación Social, hasta que se solucionen los graves problemas del sistema penitenciario, que implican violaciones a los derechos humanos de los privados de libertad en todo el sistema penitenciario.  CL Parcial
15740-12. HACINAMIENTO. SOBREPOBLACIÓN EN CENTRO PENAL DE SAN JOSE.  Los recurrentes reclaman la violación de sus derechos fundamentales, por cuanto se muestran disconformes con los problemas de hacinamiento que sufren en el Centro de Atención Institucional de San José, el cual actualmente alberga 1226 privados de libertad, pese a que tiene una capacidad de 664 espacios. Esta situación, según los actores, es ilegítima y lesiona el Derecho de la Constitución, en la medida en que se les confiere un trato degradante, contrario a su dignidad personal. En este caso, con vista del informe rendido por la autoridad recurrida,  tiene por demostrado que las condiciones de hacinamiento en que permanecen los privados de libertad en el Centro de Atención Institucional de San José persisten, todo lo cual es ilegítimo y lesiona el Derecho de la Constitución. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Justicia y Paz, así como al Director del Centro de Atención Institucional de San José, que de FORMA INMEDIATA a la notificación de esta sentencia tomen las medidas pertinentes para eliminar el hacinamiento en el Centro de Atención Institucional de San José, elaboren un plan de mitigación para eliminar la supracitada aglomeración y en el plazo de UN MES, deberán de informar la fecha exacta en que dispondrán de los recursos para ejecutar las tareas necesarias para dar contenido a dicho plan, así como la data de inicio, y el cumplimiento periódico del citado plan de mitigación. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto y declara con lugar el recurso, por razones diferentes y ordena al Ministro de Hacienda, no efectuar recortes en el presupuesto de la Dirección General de Adaptación Social, hasta que se solucionen los graves problemas del sistema penitenciario. CL
SERVICIOS PUBLICOS
16168-12. AGUA POTABLE. NEGATIVA A INSTALAR FUENTE PÚBLICA EN ASENTAMIENTO EN PURRAL DE GOICOECHEA. Los recurrentes alegan que las autoridades recurridas les comunicaron que no es viable la instalación de una fuente pública en el asentamiento que ocupan en Purral de Goicoechea, por no cumplir con lo dispuesto en el Reglamento de Prestación de Servicios a los clientes del A y A, a pesar de la necesidad del recurso de agua potable para el desarrollo normal de las 23 familias que ahí habitan.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Presidenta Ejecutiva del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y Subgerente de Gestión de Sistemas de la Gran Área Metropolitana, adoptar, inmediatamente, las medidas necesarias para que a los recurrentes se les suministre el servicio de agua potable, vía fuente pública o por cualquier otro medio que se estime razonable.  CL
16181-12. AGUA POTABLE.  NEGATIVA DE ASADA A SUMINISTRAR SERVICIO DE AGUA A VECINA DE HIGUITO EN DESAMPARADOS.   La  recurrente  alega  que  previo  a  la construcción de su casa, solicitó a la entidad accionada la carta de disponibilidad hídrica, la que se le extendió mediante oficio No. ASADA CV 0010-2011 del 24 de octubre de 2011. No obstante, una vez finalizada la construcción, por oficio No. ASADA  CV  0002-2012  de  23  de  julio  de  2012,  se  le  indicó  que  no  podía proporcionarle el servicio de agua potable para su casa de habitación.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Presidente de la Asociación de Acueducto Rural de Calle Valverde Higuito  de Desamparados,  realizar todas las medidas técnicas que correspondan para dotar del servicio de agua potable a la vivienda de la recurrente. Lo anterior,  deberá cumplirlo dentro del plazo de tres meses contado a partir de la notificación de esta sentencia.  CL
16686-12. AGUA POTABLE. SUSPENSIÓN DEL SERVICIO DE AGUA SIN PREVIA COMUNICACIÓN AL USUARIO.   El recurrente manifiesta,  que en  la mañana del 29 de octubre del año en curso, fue suspendido el servicio de agua potable en su vivienda, sin mediar aviso previo alguno. Alega que en diversas ocasiones ha presentado ante la corporación municipal recurrida, reclamos a consecuencia de la facturación tan alta en varios recibos, pero no ha recibido respuesta alguna. No obstante, antes de resolver la situación, se procedió a suspender el servicio de agua en su vivienda   Se declara parcialmente con lugar el recurso por la falta de conexión de una fuente pública en el momento en que se suspendió el servicio de agua potable al recurrente. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
16241-12.  SUSPENSIÓN. ARRENDANTE SUSPENDE AGUA Y ELECTRICIDAD  AL ARRENDATARIO POR DEUDA. El recurrente solicita el amparo de sus derechos fundamentales, por cuanto, su arrendante le suspendió la prestación de los servicios públicos de electricidad y agua potable, por estar atrasado en el pago de la mensualidad por el contrato de arrendamiento. Alega que habita con sus nietos y él padece muchas enfermedades, siendo que, se encuentra viviendo en condiciones insalubres. Se declara con lugar el recurso. CL
16376-12. TELÉFONO. INTERRUPCIÓN DE SERVICIO TELEFÓNICO POR HUELGA DE EMPLEADOS DEL ICE.  El recurrente se queja contra el Grupo ICE, por cuanto se presentó a una agencia del Instituto Costarricense de Electricidad en Alajuela, para retirar un teléfono celular que está en garantía y a dejar dos que están dañados. No obstante, cuando llegó encontró que los empleados estaban en huelga. Considera que la situación violenta los principios de eficiencia y eficacia de la Administración Publica y el artículo 61 constitucional, que prohíbe la huelga en los servicios públicos.   Esta Sala resolvió que, reparar un teléfono celular o ejecutar la garantía de otros aparatos telefónicos, no encuadra dentro de un servicio público esencial, como sí lo sería la interrupción del fluido eléctrico o del servicio telefónico mismo. Esta Sala ha reconocido el derecho de huelga en el sector público y si la oficina a la que el recurrente pretendió ingresar estaba cerrada por huelga, ello no violentó derecho fundamental alguno del recurrente, pues la necesidad que pretendía subsanar, no implicaba un servicio público esencial. En consecuencia, lo que es materia de este recurso no implica la lesión a un derecho fundamental, sino una queja por un mal servicio que tiene en la sede de legalidad las vías para ser reclamada. Se rechaza por el fondo el recurso. RF
15412-12. AGUA POTABLE.  ASADA NIEGA CONEXIÓN DE AGUA POTABLE A VECINO DE SALITRILLOS DE ASERRÍ SIN JUSTIFICACIÓN.  El recurrente estima lesionados sus derechos fundamentales, toda vez que la ASADA recurrida, se niega a instalarle una paja de agua en su propiedad, a pesar de que a los demás vecinos sí les brinda el servicio de agua potable. En este caso, indica la Sala que del elenco probatorio que consta en el   expediente resulta evidente que la gestión del amparado para la instalación de una paja de agua en su inmueble no ha sido debidamente atendida, por lo que tratándose de la solicitud de un servicio público esencial como lo es el agua potable, lo procedente es acoger el amparo, a fin de que se proceda de inmediato a resolver en forma definitiva la solicitud del amparado. Lo anterior, con la advertencia de que en caso de que el solicitante cumpla los requisitos, se proceda a la brevedad con la instalación del servicio solicitado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta, y al Vicepresidente, ambos de Asociación Sanitario del Acueducto y Alcantarillado Sanitario de Barrio Lagunillas Distrito Salitrillos Cantón Aserrí Provincia de San José, que de inmediato ejerzan las acciones correspondientes para resolver en forma definitiva la solicitud de instalación de paja de agua del recurrente, y que en caso de que esta cumpla los requisitos del caso, se proceda a la brevedad con la instalación del servicio solicitado. CL
MUNICIPALIDAD
16266-12. PUENTE.  MAL ESTADO DE PUENTE PONE EN RIESGO LA VIDA DE LOS TRANSEÚNTES EN RÍO CUARTO DE GRECIA.  El recurrente acusa inercia municipal ante el mal estado del puente sobre el río Tercero, en Río Cuarto de Grecia. Indica que hace tiempo se encuentra en mal estado y, al ser la única vía de ingreso a la Escuela de El Carmen, genera un grave riesgo para los escolares que lo transitan.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde y Director de la Unidad Técnica de Gestión Vial de la Municipalidad de Grecia, que en el ámbito de sus competencias, dispongan lo necesario para que en el plazo de seis meses -contado a partir de la notificación de esta sentencia- resuelvan de manera definitiva el problema de mal estado del puente sobre el río Tercero que conduce a la Escuela El Carmen, en Río Cuarto de Grecia, de manera que se garantice el libre tránsito de las personas. CL
16648-12. VÍAS PÚBLICAS. CALLES EN MAL ESTADO Y ESTANCAMIENTO DE AGUAS EN RESIDENCIAL EN NICOYA. La recurrente adujo que las calles del -Residencial Katari-, actualmente Barrio Los Ángeles de Nicoya, se encuentran en mal estado, hay problemas con la disposición de aguas, lotes baldíos sin mantenimiento, aseguró también que la zona destinada para hacer deporte, ubicada frente a la escuela de la localidad, recibe las aguas, por lo que se convierte en un lugar propicio para la propagación del dengue, al punto que, inclusive, el Ministerio de Salud amenazó con cerrar la institución.   Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se le ordena al Alcalde y Presidenta del Concejo, ambos de la Municipalidad de Nicoya, que dentro del plazo de TRES MESES, contado a partir de la notificación de la presente sentencia, giren las órdenes necesarias y tomen las medidas que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que: a) los problemas de encauzamiento de aguas en el Barrio Los Ángeles de Nicoya sean solucionados y, b) se brinde mantenimiento a los lotes baldíos que se encuentran en esa localidad.  En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
16720-12. VÍAS PÚBLICAS. FALTA DE ACERAS EN LOCALIDAD DE RINCÓN DE ARIAS DE GRECIA PONE EN RIESGO LA VIDA DE PEATONES.  La  recurrente  se  muestra  disconforme  con  las autoridades  de  la Municipalidad  del Cantón  de Grecia   y  el Ministerio  de Obras Públicas y Transportes,  ante la ausencia de alrededor 100 metros de acera entre la entrada a la urbanización El Laurel y la entrada a la escuela Juan Arrieta Miranda en Rincón de Arias de Grecia, ya que lo que existe en la actualidad es una especie de cuneta  con   un grado  de desnivel muy marcado,   lo que  impide  el paso  de  los peatones, exponiendo a los que allí transitan. Se declara  con   lugar  el recurso   en cuanto   se  dirige contra   la Municipalidad  de Grecia. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Grecia , adoptar las medidas necesarias,   para  que  de  inmediato,  las autoridades  competentes   de  ese ente municipal, den seguimiento  al procedimiento de ley para el cumplimiento de lo dispuesto en el numeral 75 del Código Municipal en su   inciso d)  relacionado con  la  construcción  de aceras   en  el   sector  indicado   por  la  recurrente  , de forma tal que disponga la imposición de sanciones o que se ejecuten las acciones necesarias, a fin de corregir lo alegado. Será responsabilidad del Alcalde,  velar porque  tales órdenes sean cumplidas a cabalidad.  CL
15403-12. DAÑOS. DESLAVE DE TERRENO MUNICIPAL PRODUCE DAÑOS EN PROPIEDAD PRIVADA COLINDANTE.  El recurrente considera lesionados sus derechos fundamentales, toda vez que a pesar de que desde el año 2010 la Municipalidad tiene conocimiento de la situación de riesgo que representa el muro de retención ubicado en el lindero sur de su propiedad, no se han tomado las acciones necesarias para solucionar el problema.  Esta Sala resolvió, con vista del informe rendido por la autoridad recurrida - bajo fe de juramento-, que en el caso del recurrente, las obras que ejecutó en su vivienda contribuyan a la filtración de agua que presenta en su vivienda; no obstante, debe ponderarse el hecho de que a pesar de lo anterior, no existe certeza por parte de la Municipalidad de que el muro de retención de la urbanización Paseo II, haya sido edificado con un sistema adecuado de filtración y que además este cumpla con las todas las especificaciones técnicas. Prueba de ello es la condición actual del muro de retención del parque, el cual a todas luces es evidente que ha ido cediendo con el paso del tiempo, lo que pone en riesgo la vida del recurrente y su familia.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Alcalde Municipal de Moravia, que de forma inmediata lleve a cabo las acciones pertinentes para ejecutar la realización de las obras que sean pertinentes para dar  una solución definitiva al problema estructural que sufre el muro del parque infantil de la urbanización Paseo II, y que pone en riesgo la vida del recurrente y los vecinos del lugar, obras que deberán llevarse a cabo en el término de TRES MESES contados a partir de la comunicación de la presente sentencia. CL
15663-12. TORRE. CONSTRUIDA EN ZONA COMUNAL EN ALAJUELITA IMPIDE EL ACCESO A RESIDENTES. Los recurrentes, quienes residen en la urbanización Graciela Venegas viuda de Pinto, ubicada en San Felipe de Alajuelita, alegaron que la Municipalidad de Alajuelita permitió la construcción, en las zonas comunales o parques infantiles del lugar, de un Salón Comunal, una delegación de la Fuerza Pública y, recientemente, una torre de  telecomunicaciones. Indicaron que no se les permite el acceso al área. Exigieron se ordene la demolición de las obras.  Se declaran parcialmente con lugar los recursos de amparo acumulados. Se anula el oficio No. No. AMCN -308 -2012 de la Alcaldía de la Municipalidad de Alajuelita. Se le ordena al Alcalde de la Municipalidad de Alajuelita, que, lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que: a) inmediatamente, se proceda a la demolición de la torre de  telecomunicaciones instalada en la zona comunal de parque ubicada en la Urbanización Venegas Pinto, plano catastrado No. SJ -426588-1981 y, b) se permita el acceso de los vecinos al lugar. En lo demás se declaran sin lugar los recursos.  CL















